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TEMA 1- LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978: TÍTULO 
PRELIMINAR. LA REFORMA CONSTITUCIONAL. 

 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

Artículo 1 

1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores 

de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. 

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado. 

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria. 

 

Artículo 2 

La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de 

todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la 

integran y la solidaridad entre todas ellas. 

 

Artículo 3 

1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el 

derecho a usarla. 

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de 

acuerdo con sus Estatutos. 

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de 

especial respeto y protección. 

 

Artículo 4 

1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de 

doble anchura que cada una de las rojas. 

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se 

utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales. 

 

Artículo 5 

La capital del Estado es la villa de Madrid. 

 

Artículo 6 
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Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad 

popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad 

son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser 

democráticos. 

 

Artículo 7 

Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los 

intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro 

del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

 

Artículo 8 

1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como 

misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el ordenamiento 

constitucional. 

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente 

Constitución. 

 

Artículo 9 

1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico. 

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del 

individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o 

dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural 

y social. 

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la 

irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la 

seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos. 

 

 

REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN.  

La reforma de la Constitución se encuentra regulada en el Título X de la misma. 

Conviene recalcar que a fecha de junio 2026 la Constitución española ha sido reformada en 4 ocasiones, en 

todos los casos por el procedimiento del art.167, los artículos reformados han sido art 13.2 (1992), art 135 

(2011), art 49 (2024) y art 69.3 (2026). 

 

Artículo 166 

La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo 

87. (art 87 1. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno, al Congreso y al Senado, de acuerdo con la 

Constitución y los Reglamentos de las Cámaras. 2. Las Asambleas de las Comunidades Autónomas podrán 
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solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de 

ley, delegando ante dicha Cámara un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa.) 

 

Artículo 167 

1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada 

una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una 

Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el 

Congreso y el Senado. 

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto 

hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos 

tercios, podrá aprobar la reforma. 

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así 

lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de 

cualquiera de las Cámaras. 

 

Artículo 168 

1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al 

Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por 

mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes. 

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que 

deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras. 

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación. 

 

Artículo 169 

No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados 

previstos en el artículo 116. (Estados de excepción, alarma y sitio) 
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TEMA 2 - LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978. LOS DERECHOS Y 
DEBERES FUNDAMENTALES. 

 

 

DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES.  

 

Los derechos y deberes fundamentales se encuentran recogidos en el Titulo I que pasamos a exponer: 

 

TÍTULO I. De los derechos y deberes fundamentales (arts. 10 a 55) 

CAPÍTULO PRIMERO. De los españoles y los extranjeros (arts. 11 a 13) 

CAPÍTULO SEGUNDO. Derechos y libertades (art. 14) 

Sección 1ª. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas (arts. 15 a 29) 

Sección 2ª. De los derechos y deberes de los ciudadanos (arts. 30 a 38) 

CAPÍTULO TERCERO. De los principios rectores de la política social y económica (arts. 39 a 52) 

CAPÍTULO CUARTO. De las garantías de las libertades y derechos fundamentales (arts. 53 y 54) 

CAPÍTULO QUINTO. De la suspensión de los derechos y libertades (art. 55) 

 

 

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES 

 

Artículo 10 

1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la 

personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz 

social. 

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se 

interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 

internacionales sobre las mismas materias ratificados por España. 

 

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros 

Artículo 11 

1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley. 

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad. 

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos 

que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no 

reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su 

nacionalidad de origen. 
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Artículo 12 

Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años. 

 

Artículo 13 

1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los términos 

que establezcan los tratados y la ley. 

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que, 

atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo 

y pasivo en las elecciones municipales. 

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de 

reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos 

de terrorismo. 

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del 

derecho de asilo en España. 

 

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades 

Artículo 14 

Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, 

raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. 

 

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas 

Artículo 15 

Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos 

a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan 

disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra. 

 

Artículo 16 

1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más limitación, 

en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la ley. 

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias. 

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas 

de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las 

demás confesiones. 

 

Artículo 17 
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1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con 

la observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley. 

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las 

averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y 

dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial. 

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus 

derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de 

abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca. 

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición 

judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración 

de la prisión provisional. 

 

Artículo 18 

1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 

2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o 

resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. 

3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo 

resolución judicial. 

4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los 

ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos. 

 

Artículo 19 

Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. 

Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este 

derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos. 

 

Artículo 20 

1. Se reconocen y protegen los derechos: 

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o 

cualquier otro medio de reproducción. 

b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica. 

c) A la libertad de cátedra. 

d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el 

derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades. 

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa. 

3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social 

dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos 

sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España. 
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4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos 

de las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a 

la protección de la juventud y de la infancia. 

5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud 

de resolución judicial. 

 

Artículo 21 

1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará 

autorización previa. 

2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la 

autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con 

peligro para personas o bienes. 

 

Artículo 22 

1. Se reconoce el derecho de asociación. 

2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales. 

3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos 

de publicidad. 

4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial 

motivada. 

5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar. 

 

Artículo 23 

1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 

2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los 

requisitos que señalen las leyes. 

 

Artículo 24 

1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de 

sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión. 

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia 

de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones 

indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar 

contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 

La ley regulará los casos en que, por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a 

declarar sobre hechos presuntamente delictivos. 

 



 

Dirección General de Función Pública  9 

Artículo 25 

1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no 

constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento. 

2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y 

reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere 

cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean 

expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. 

En todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad 

Social, así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad. 

3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación de 

libertad. 

 

Artículo 26 

Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones 

profesionales. 

 

Artículo 27 

1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza. 

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios 

democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales. 

3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación 

religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita. 

5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general 

de la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes. 

6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto 

a los principios constitucionales. 

7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los 

centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca. 

8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento 

de las leyes. 

9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca. 

10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca. 

 

Artículo 28 

1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho 

a las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las 

peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a 
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fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar confederaciones 

y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá ser obligado a 

afiliarse a un sindicato. 

2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule 

el ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios 

esenciales de la comunidad. 

 

Artículo 29 

1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los 

efectos que determine la ley. 

2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán 

ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica. 

 

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos 

Artículo 30 

1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España. 

2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de 

conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su 

caso, una prestación social sustitutoria. 

3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general. 

4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o 

calamidad pública. 

 

Artículo 31 

1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica 

mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún 

caso, tendrá alcance confiscatorio. 

2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución 

responderán a los criterios de eficiencia y economía. 

3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley. 

 

Artículo 32 

1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 

2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de 

los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos. 

 

Artículo 33 
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1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia. 

2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes. 

3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés 

social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes. 

 

Artículo 34 

1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley. 

2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22. 

 

Artículo 35 

1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u 

oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y 

las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo. 

2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores. 

 

Artículo 36 

La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de 

las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos. 

 

Artículo 37 

1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores 

y empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios. 

2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley 

que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las 

garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad. 

 

Artículo 38 

Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan 

y protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general 

y, en su caso, de la planificación. 

 

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica 

Artículo 39 

1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia. 

2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con 

independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la 

investigación de la paternidad. 
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3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio, 

durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda. 

4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos. 

 

Artículo 40 

1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una 

distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad 

económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo. 

2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación 

profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante 

la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados. 

 

Artículo 41 

Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que 

garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en 

caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres. 

 

Artículo 42 

El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores 

españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno. 

 

Artículo 43 

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud. 

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las 

prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo 

facilitarán la adecuada utilización del ocio. 

 

Artículo 44 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho. 

2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés 

general. 

 

Artículo 45 

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así 

como el deber de conservarlo. 
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2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de 

proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la 

indispensable solidaridad colectiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán 

sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado. 

 

Artículo 46 

Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico, 

cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen 

jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio. 

 

Artículo 47 

Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos 

promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este 

derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La 

comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos. 

 

Artículo 48 

Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el 

desarrollo político, social, económico y cultural. 

 

Artículo 49 

1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e 

igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio. 

2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión 

social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la 

participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las 

necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad. 

 

Artículo 50 

Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la 

suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las 

obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus 

problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio. 

 

Artículo 51 

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante 

procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos. 
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2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán 

sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley 

establezca. 

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen 

de autorización de productos comerciales. 

 

Artículo 52 

La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que 

les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos. 

 

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales 

Artículo 53 

1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título (arts. 14-38) vinculan a 

todos los poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá 

regularse el ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 

161, 1, a).(Recurso de inconstitucionalidad) 

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la 

Sección primera del Capítulo segundo (arts. 15-29) ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento 

basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el 

Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 

30. 

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero (arts.39-

52) informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán 

ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen. 

 

Artículo 54 

Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes 

Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto 

podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.  

 

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades 

Artículo 55 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5, 

artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la 

declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo 

establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de 

excepción. 

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria 

intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17, 
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apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las 

investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. 

La utilización injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá 

responsabilidad penal, como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes 
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TEMA 3 - EL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE LA RIOJA: 
ESTRUCTURA: TÍTULO PRELIMINAR; COMPETENCIAS DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA; ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL.  

 

 

EL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE LA RIOJA: ESTRUCTURA: TÍTULO PRELIMINAR  

El estatuto de autonomía de La Rioja fue aprobado por la Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio, de Estatuto de 

Autonomía de La Rioja, se compone de 58 artículos divididos en un Título Preliminar, 5 Títulos, 4 Disposiciones 

Adicionales y 12 Disposiciones Transitorias. Los títulos llevan las siguientes rubricas: 

TÍTULO PRELIMINAR 

TÍTULO I. De las competencias de la Comunidad Autónoma 

TÍTULO II. Organización Institucional 

TÍTULO III. De la Administración y Régimen Jurídico 

TÍTULO IV. De la financiación de la Comunidad 

TÍTULO V. De la reforma del Estatuto 

 

 

En el presente tema serán de exposición el Título Preliminar, así como los Títulos I y V. 

 

TÍTULO PRELIMINAR 

 

Artículo 1. 

Uno. La Rioja, como expresión de su identidad histórica y en el ejercicio del derecho al autogobierno recogido 

en la Constitución Española, se constituye en Comunidad Autónoma dentro del Estado Español, de acuerdo 

con la Constitución y el presente Estatuto que es su norma institucional básica. 

Dos. La Comunidad Autónoma de La Rioja, a través de sus instituciones, asume el gobierno y la administración 

autónomos de la región. Sus poderes emanan del pueblo y son ejercidos de acuerdo con la Constitución y el 

presente Estatuto. 

Tres. El Estatuto de Autonomía aspira a hacer realidad los principios de libertad, igualdad y justicia para todos 

los riojanos, en el marco de igualdad y solidaridad con las demás nacionalidades y regiones de España. 

 

Artículo 2. 

El territorio de La Rioja como Comunidad Autónoma es el de los municipios comprendidos dentro de los límites 

administrativos de la provincia de La Rioja. 

 

Artículo 3. 
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1. La bandera de La Rioja es la formada por cuatro franjas horizontales y de igual tamaño, de los colores rojo, 

blanco, verde y amarillo. 

2. La Comunidad Autónoma de La Rioja posee himno y escudo propios que sólo podrán modificarse por Ley del 

Parlamento de La Rioja aprobada por mayoría de dos tercios de sus miembros. 

 

Artículo 4. 

La capital de la Comunidad Autónoma de La Rioja es la ciudad de Logroño. 

 

Artículo 5. 

Uno. La Comunidad Autónoma de La Rioja estructurará su organización territorial en municipios. 

Dos. Una Ley del Parlamento podrá reconocer la comarca como entidad local con personalidad jurídica y 

demarcación propia. La comarca no supondrá, necesariamente, la supresión de los municipios que la integran. 

 

Artículo 6. 

Uno. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de riojanos los ciudadanos españoles 

que, según las Leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja. 

Dos. Como riojanos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciudadanos españoles 

residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en La Rioja y acrediten esta 

condición en el correspondiente Consulado de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes 

inscritos como españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la legislación del Estado. 

Tres. Las comunidades riojanas asentadas fuera de La Rioja podrán solicitar como tales, el reconocimiento de 

su entidad riojana, entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de La Rioja. Una 

Ley de la Comunidad Autónoma de La Rioja regulará, sin perjuicio de las competencias del Estado, el alcance 

y contenido de dicho reconocimiento, que, en ningún caso, implicará la concesión de derechos políticos. 

Cuatro. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá solicitar del Estado que, para facilitar lo dispuesto 

anteriormente, celebre los oportunos Tratados o Convenios Internacionales con los Estados donde existan 

dichas Comunidades. 

 

Artículo 7. 

Uno. Los ciudadanos de La Rioja son titulares de los derechos y deberes fundamentales establecidos en la 

Constitución. 

Dos. Corresponde a los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de La Rioja, en el ámbito de sus 

competencias, promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que 

se integran sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la 

participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social, así como la defensa y 

protección de los valores culturales del pueblo riojano. 

Tres. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma impulsarán aquellas acciones que tiendan a mejorar 

las condiciones de vida y trabajo y a incrementar la ocupación y crecimiento económico. 
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COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA.   

TÍTULO I DE LAS COMPETENCIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

 

CAPÍTULO I De las competencias exclusivas 

Artículo 8. 

Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia exclusiva en las siguientes materias: 

1. La organización, estructura, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno. 

2. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia de La Rioja. 

3. Alteración de términos municipales, su denominación y capitalidad, organización de mancomunidades, 

agrupación de municipios y creación de entidades infra y supramunicipales. 

4. Ordenación y planificación de la actividad económica, así como fomento del desarrollo económico de la 

Comunidad Autónoma, dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional. 

5. Creación y gestión de un sector público propio de la Comunidad. 

6. Comercio interior sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación de bienes en el 

territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Establecimiento de bolsas de valores 

y establecimiento y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a la legislación mercantil. 

7. El régimen de ferias y mercados interiores. 

8. La artesanía. 

9. La promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial. 

10. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Benéficas. 

11. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias o 

de interés militar y las normas relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, 

hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la 

ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo 

dispuesto en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. 

12. Cooperativas y entidades asimilables, mutualidades no integradas en la Seguridad Social y pósitos, 

conforme a la legislación mercantil. 

13. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y medios específicos, de 

acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. 

14. Las obras públicas de interés para La Rioja en su propio territorio, que no sean de interés general del Estado 

ni afecten a otra Comunidad Autónoma. 

15. Los ferrocarriles, carreteras y caminos, cuyo itinerario se desarrolle íntegramente dentro del territorio de 

La Rioja, y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios, por vía fluvial, por cable y 

por tubería. Centros de contratación y terminales de carga de transporte en el ámbito de la Comunidad. 

16. La ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 
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17. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, hidroeléctricos, canales y 

regadíos de interés para La Rioja. Aguas minerales y termales; aguas subterráneas cuando discurran 

íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. 

Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran íntegramente 

por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. 

18. Instalaciones de producción, de distribución y de transporte de cualesquiera energías, incluidos los 

recursos y aprovechamientos hidroeléctricos, de gas natural y de gases licuados, cuando se circunscriban al 

territorio de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma, sin perjuicio de lo 

establecido en los números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. 

19. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias de acuerdo con la ordenación general de la economía. 

20. Las denominaciones de origen y sus consejos reguladores, en colaboración con el Estado. 

21. Pesca fluvial y lacustre, acuicultura y caza. 

22. Tratamiento especial de las zonas de montaña. 

23. Cultura, con especial atención a las manifestaciones peculiares de La Rioja. 

La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades para la gestión y prestación de 

servicios de actos de carácter cultural, especialmente dirigidos a los emigrantes de origen riojano residentes 

en otras Comunidades. 

24. Investigación científica y técnica, en coordinación con la general del Estado, prestando especial atención 

a la lengua castellana por ser originaria de La Rioja y constituir parte esencial de su cultura. 

25. Los museos, archivos, bibliotecas, conservatorios de música y danza, centros de bellas artes y demás 

centros de depósito cultural de interés para La Rioja y colecciones de naturaleza análoga, que no sean de 

titularidad estatal. 

26. El patrimonio artístico, arqueológico, histórico, cultural, monumental, arquitectónico y científico de 

interés para La Rioja. 

27. La promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio. 

28. Aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación de interés general del Estado. 

Aeropuertos deportivos, instalaciones de navegación y deporte en aguas continentales. 

29. Espectáculos. 

30. Asistencia y servicios sociales. 

31. Desarrollo comunitario. Promoción e integración de los discapacitados, emigrantes, tercera edad y demás 

grupos sociales necesitados de especial protección, incluida la creación de centros de protección, reinserción 

y rehabilitación. Orientación y planificación familiar. 

32. Protección y tutela de menores. 

33. Estadística para fines no estatales. 

34. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autónoma. 

35. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma. 

36. Vigilancia y protección de los edificios e instalaciones de la propia Comunidad y la coordinación de las 

policías locales de La Rioja, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales. 



 

Dirección General de Función Pública  20 

Para el ejercicio de la competencia de vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones, la Comunidad 

Autónoma podrá convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional de Policía en los 

términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica aludida en el número 29 del apartado 

1 del artículo 149 de la Constitución. 

37. Cajas de Ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el marco de la ordenación 

general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que, en uso de sus facultades, dicte el Estado. 

38. Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto o, en general, 

el ordenamiento jurídico. 

Dos. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Comunidad Autónoma de La Rioja la potestad 

legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que serán ejercidas respetando, en todo caso, lo 

dispuesto en la Constitución. 

 

CAPITULO II Del desarrollo legislativo y ejecución de competencias 

Artículo 9. 

En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la misma establezca, 

corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja el desarrollo legislativo y la ejecución en las siguientes 

materias: 

1. Protección del medio ambiente, normas adicionales de protección del medio ambiente y del paisaje. 

Espacios naturales protegidos. Protección de los ecosistemas. 

2. Régimen minero y energético. 

3. Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica 

general y la política monetaria del Estado, las bases y coordinación general de la sanidad, en los términos de 

lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la 

Constitución. 

4. La coordinación hospitalaria en general. 

5. Sanidad e higiene. 

6. Radiodifusión y televisión, de acuerdo con la Ley que regule el estatuto jurídico de la radio y la televisión. 

Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el desarrollo legislativo y ejecución 

del régimen de prensa y, en general, de todos los medios de comunicación social. 

En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este apartado, la Comunidad Autónoma podrá 

regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en general, todos los medios de comunicación 

social para el cumplimiento de sus fines. 

7. Sistema de consultas populares en el ámbito de La Rioja, de conformidad con lo que disponga la Ley a la que 

se refiere el apartado 3 del artículo 92 de la Constitución y demás Leyes del Estado, correspondiendo a éste la 

autorización de su convocatoria. 

8. Régimen local. 

9. Las restantes materias que con este carácter y mediante Ley del Estado, le sean transferidas. 
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10. Cámaras agraria de comercio e industria o entidades equivalentes, Colegios Profesionales y ejercicio de las 

profesiones tituladas, así como cualquiera otra corporación de derecho público representativa de intereses 

económicos y profesionales. 

11. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos. 

12. Ordenación farmacéutica. 

 

Artículo 10. 

Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la 

enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto 

en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo 

desarrollen y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 

149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía. 

Dos. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educación que permita 

corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la Comunidad Autónoma facilitará a la 

Administración del Estado la información que ésta le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo 

en sus aspectos cualitativos y cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones 

de seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional. 

 

CAPITULO III De la ejecución de la legislación del Estado 

Artículo 11. 

Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja, en los términos que establezcan las leyes, y, en su 

caso, a las normas reglamentarias que para su desarrollo dicte el Estado, la función ejecutiva de las siguientes 

materias: 

1. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que participará en los casos y 

actividades en que proceda. 

2. Planes establecidos por el Estado para: 

a) La reestructuración de sectores económicos. 

b) El estímulo y la ampliación de actividades productivas e implantación de nuevas empresas. 

c) Las actuaciones referidas a comarcas deprimidas o en crisis. 

3. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, corresponde al 

Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta inspección. Quedan reservadas al Estado todas las 

competencias en materia de migraciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin 

perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias. 

4. Propiedad industrial. 

5. Propiedad intelectual. 

6. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13 del apartado 1 del artículo 

149 de la Constitución. 

7. Ferias internacionales. 
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8. Pesas y medidas. Contraste de metales. 

9. Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve la Administración General 

del Estado. 

10. Transporte de mercancías y viajeros que tenga su origen y destino dentro del territorio de la Comunidad 

Autónoma, aunque éste discurra sobre las infraestructuras de titularidad estatal a que hace referencia el 

número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución y sin perjuicio de la ejecución que se reserve el 

Estado. 

11. Gestión de museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, que no se reserve el Estado. Los términos 

de la gestión serán fijados mediante convenios. 

12. Productos farmacéuticos. 

13. Asociaciones. 

14. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto en el número 17 del 

apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el Estado la alta inspección conducente al 

cumplimiento de la función a que se refiere este precepto. 

15. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social: INSERSO. La determinación 

de las prestaciones del sistema, los requisitos para establecer la condición de beneficiario y la financiación se 

efectuará de acuerdo con las normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de 

conformidad con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. 

Dos. En el caso de las materias señaladas en este artículo o con el mismo carácter en otros preceptos del 

presente Estatuto, corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la potestad de administración así como, 

en su caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios correspondientes. 

 

CAPITULO IV Del ejercicio de otras competencias 

Artículo 12. 

La Comunidad Autónoma, previo acuerdo del Parlamento de La Rioja, adoptado por mayoría de dos tercios de 

sus miembros, podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias que no estén atribuidas en exclusiva 

al Estado, o que sólo estén atribuidas las bases o principios, según el artículo 149 de la Constitución. El acuerdo 

de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes Generales para su aprobación mediante Ley 

Orgánica. 

Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos en los números 1 y 2 del 

artículo 150 de la Constitución. 

 

CAPITULO V De la atribución de las competencias que corresponde a la Diputación Provincial 

Artículo 13. 

La Comunidad Autónoma de La Rioja asume desde su constitución todas las competencias, medios y recursos 

que, según las leyes, correspondan a la Diputación Provincial de La Rioja. 

Los órganos de representación y gobierno de la Diputación Provincial establecidos por la legislación de 

régimen local, quedan sustituidos en la provincia de La Rioja por los propios de la Comunidad Autónoma, en 

los términos de este Estatuto. La Diputación General de La Rioja determinara, según su naturaleza, la 
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distribución de las competencias de la Diputación Provincial entre los distintos órganos de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja, previstos en el artículo dieciséis de este Estatuto. 

 

CAPITULO VI De los convenios con otras Comunidades Autónomas  

Artículo 14. 

Uno. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas o 

Territorios de Régimen Foral para la gestión y prestación de los servicios propios de su competencia, de 

acuerdo con lo establecido en el artículo 145.2 de la Constitución, y con el procedimiento que el Parlamento 

de La Rioja determine. 

Dos. Una vez aprobados los convenios, se comunicarán por el Parlamento a las Cortes Generales y entrarán 

en vigor, a tenor de lo que en los mismos se establezca, transcurridos treinta días desde la recepción de la 

comunicación en las Cortes Generales, si éstas no manifestasen reparo, en caso contrario el convenio deberá 

seguir el trámite previsto en el apartado tres de este artículo, como acuerdo de cooperación. 

Tres. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá establecer también otros acuerdos de cooperación con 

Comunidades Autónomas o Territorios de Régimen Foral, previa autorización de las Cortes Generales. 

Cuatro. Los convenios o acuerdos de cooperación que el Gobierno de La Rioja suscriba con otras Comunidades 

Autónomas, requerirán, previa a su formalización, la aprobación y autorización del Parlamento. 

Cinco. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá solicitar del Gobierno de la Nación la celebración de tratados 

o convenios internacionales en materias de interés para La Rioja. 

Seis. El Gobierno de La Rioja ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas 

a su competencia. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y competencias de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja, salvo en los casos previstos en el artículo 93 de la Constitución. 

Siete. La Comunidad Autónoma de La Rioja será informada de la elaboración de tratados y convenios 

internacionales en lo que afecten a materias de su específico interés. 

 

 

ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL.  

La Organización institucional de la Comunidad Autónoma de La Rioja se encuentra regulada en el Título II del 

presente estatuto, el cual está encabezado por el articulo 15 y divido en 3 capítulos. 

 

TÍTULO II ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL 

 

Artículo 15. 

Uno. Los órganos institucionales de la Comunidad Autónoma de La Rioja son el Parlamento, el Gobierno y su 

Presidente. 

Dos. Las Leyes de la Comunidad Autónoma ordenarán su funcionamiento de acuerdo con la Constitución y el 

presente Estatuto. 
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Tres. El Tribunal Superior de Justicia de La Rioja es el órgano jurisdiccional que, sin perjuicio de la jurisdicción 

que corresponde al Tribunal Supremo, culmina la organización judicial en el territorio riojano. 

 

CAPITULO I Del Parlamento de La Rioja 

Artículo 16. 

Uno. El Parlamento representa al pueblo de La Rioja, ejerce la potestad legislativa, aprueba los presupuestos 

y las cuentas de La Rioja, impulsa y controla la acción política y de Gobierno y ejerce las restantes competencias 

que le confiere la Constitución, este Estatuto y demás normas del ordenamiento jurídico. 

Dos. El Parlamento es inviolable. 

 

Artículo 17. 

Uno. El Parlamento será elegido por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto. Una Ley electoral del 

Parlamento de La Rioja, que requerirá la mayoría de dos tercios de sus miembros para su aprobación, regulará 

el proceso de elecciones, así como las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados, su cese y 

sustitución, asegurando la proporcionalidad del sistema. 

Dos. Dicha Ley fijará también el número de Diputados que constituirán el Parlamento, con un mínimo de 32 y 

un máximo de 40. 

Tres. La circunscripción electoral será la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

Cuatro. El Parlamento será elegido por un plazo de cuatro años, sin perjuicio de los casos de disolución 

anticipada. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección o el día de la disolución 

de la Cámara. 

Cinco. La convocatoria de elecciones se realizará por el Presidente de la Comunidad Autónoma, pudiendo 

coincidir con las elecciones locales. 

Seis. El Presidente de la Comunidad Autónoma, previa deliberación del Gobierno y bajo su exclusiva 

responsabilidad, podrá acordar la disolución del Parlamento con anticipación al término natural de la 

legislatura. 

La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones, conteniéndose en el mismo 

cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable. 

El Presidente no podrá acordar la disolución del Parlamento durante el primer período de sesiones de la 

legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación ni cuando se encuentre en tramitación una 

moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolución antes de que transcurra el plazo de un año desde la 

última disolución por este procedimiento. En ningún supuesto podrá el Presidente disolver el Parlamento 

cuando se encuentre convocado un proceso electoral estatal. 

En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un mandato limitado por el 

término natural de la legislatura originaria. 

Siete. Los miembros del Parlamento gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabilidad 

por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones. Durante su mandato no podrán ser detenidos 

ni retenidos por los actos delictivos cometidos en el territorio de La Rioja, sino en caso de flagrante delito, 

correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio, al Tribunal 
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Superior de Justicia de La Rioja. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será exigible, en los mismos 

términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

Ocho. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo. 

 

Artículo 18. 

Uno. El Parlamento elegirá de entre sus miembros a un Presidente y a la Mesa. 

Dos. El Reglamento del Parlamento, que deberá ser aprobado por mayoría absoluta de sus miembros, 

regulará su composición, régimen y funcionamiento. 

Tres. El Parlamento fijará su propio presupuesto y el estatuto de su personal. 

Cuatro. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones. 

Cinco. Se reunirá anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de septiembre a diciembre, 

y el segundo, de febrero a junio. 

A petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la quinta parte de los miembros del Parlamento, 

éste podrá reunirse en sesión extraordinaria, que se clausurará al agotar el orden del día determinado para el 

que fue convocado. 

Seis. En los períodos en que el Parlamento no esté reunido o cuando hubiere expirado su mandato, habrá una 

Diputación Permanente, cuyo procedimiento de elección, composición y funciones determinará el 

Reglamento. 

Siete. Para la deliberación y adopción de acuerdos, el Parlamento deberá reunirse reglamentariamente y con 

asistencia de la mitad más uno de sus miembros. Los acuerdos se adoptarán por mayoría de los presentes si el 

Estatuto, las Leyes o el Reglamento no exigen otro tipo de mayoría más cualificada. 

Ocho. El voto es personal e indelegable. 

 

Artículo 19. 

Uno. El Parlamento, de conformidad con la Constitución, el presente Estatuto y el resto del ordenamiento 

jurídico, ejerce las siguientes funciones: 

a) La potestad legislativa de la Comunidad Autónoma en el ámbito de su competencia. 

b) El desarrollo de la legislación del Estado en aquellas materias que así le corresponda. 

c) Elegir, de entre sus miembros, al Presidente de la Comunidad Autónoma. 

d) Aprobar los presupuestos de la Comunidad Autónoma y la rendición anual de cuentas, sin perjuicio del 

control que corresponda al Tribunal de Cuentas, con arreglo al apartado d) del artículo 153 de la 

Constitución. 

e) Impulsar y controlar la acción del Gobierno. 

f) Aprobar los planes de fomento de interés general de la Comunidad Autónoma. 

g) Aprobar la ordenación comarcal y la alteración de los términos municipales existentes en La Rioja, sus 

denominaciones y capitalidad, de conformidad con lo previsto en el artículo veintisiete. 

h) Autorizar las transferencias de competencias de la Comunidad Autónoma en favor de Entes Locales 

incluidos en su territorio. 
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i) Ejercer la iniciativa legislativa y de reforma de la Constitución, según lo dispuesto en los artículos 87 y 

166 de la misma. 

j) Interponer recursos ante el Tribunal Constitucional y personarse ante el mismo en las actuaciones en que 

así proceda. 

k) Establecer y exigir tributos, autorizar, mediante Ley, el recurso al crédito o la prestación de aval a 

corporaciones públicas, personas físicas o jurídicas. 

l) Designar para cada legislatura del Parlamento de La Rioja a los Senadores representantes de la 

Comunidad Autónoma, según lo previsto en el apartado 5 del artículo 69 de la Constitución, por el 

procedimiento determinado por el propio Parlamento. Los Senadores serán designados en proporción al 

número de miembros de los grupos políticos con representación en el Parlamento. Su mandato en el 

Senado estará vinculado a su condición de Diputados en el Parlamento Riojano. 

ll) Autorizar y aprobar los convenios a que se refiere el artículo catorce del presente Estatuto, de acuerdo 

con los procedimientos que en el mismo se establecen y supervisar su ejecución, por el procedimiento que 

el propio Parlamento determine. 

m) Colaborar con las Cortes Generales y con el Gobierno de la Nación en orden a lo dispuesto en el artículo 

131 de la Constitución y en cuantos supuestos haya de suministrar datos aquél para la elaboración de 

proyectos de planificación. 

n) Ejercer, en general, cuantas competencias le sean atribuidas por la Constitución, por el presente 

Estatuto y por las Leyes del Estado y de La Rioja. 

Dos. El Parlamento de La Rioja tiene su sede en la ciudad de Logroño, pudiendo celebrar reuniones en otros 

lugares de La Rioja en la forma y supuestos que determine su propio Reglamento. 

Tres. El Parlamento de La Rioja podrá delegar su potestad legislativa en el Gobierno, en los términos del 

presente Estatuto y con iguales requisitos a los establecidos en los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución. 

 

Artículo 20. 

La iniciativa legislativa, en el ámbito reconocido en el presente capítulo a la Comunidad Autónoma, 

corresponde a los Diputados, al Gobierno y al pueblo riojano en los términos que establezca una Ley del 

Parlamento de La Rioja. 

 

Artículo 21. 

Uno. Las Leyes serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Comunidad Autónoma, que 

ordenará su publicación en un plazo máximo de quince días desde su aprobación en el "Boletín Oficial de La 

Rioja", así como en el "Boletín Oficial del Estado". 

Dos. Las Leyes y Reglamentos a que se refiere el párrafo anterior entrarán en vigor a los veinte días siguientes 

a su publicación en el "Boletín Oficial de La Rioja", salvo que la propia norma establezca otro plazo. 

 

Artículo 22. 

Sin perjuicio de la institución del Defensor del Pueblo prevista en el artículo 54 de la Constitución y de la 

coordinación con la misma, la Comunidad Autónoma podrá crear mediante ley una institución similar a la del 

citado artículo, como comisionado del Parlamento de La Rioja, designado por éste, para la defensa de los 
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derechos y libertades comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la 

actividad de la Administración Autonómica, dando cuenta al Parlamento. 

 

CAPITULO II Del Presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

Artículo 23. 

Uno. El Presidente dirige y coordina la actuación del Gobierno, designa y separa a los Consejeros y ostenta la 

más alta representación de la Comunidad Autónoma de La Rioja y la ordinaria del Estado en este territorio. 

Dos. El Presidente de la Comunidad Autónoma será elegido por el Parlamento de entre sus miembros y 

nombrado por el Rey. El Presidente del Parlamento, previa consulta con las fuerzas políticas representadas en 

el mismo, propondrá un candidato a Presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja. El candidato 

presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato deberá, en primera votación, obtener 

mayoría absoluta; de no obtenerla se procederá a una nueva votación pasadas cuarenta y ocho horas, y la 

confianza se entenderá otorgada si obtuviera mayoría simple. Caso de no conseguirse dicha mayoría se 

tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente. Si transcurrido el plazo de dos meses a 

partir de la primera votación de investidura ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Parlamento, 

éste quedará automáticamente disuelto, procediéndose dentro de los sesenta días siguientes a la celebración 

de nuevas elecciones para el mismo. El mandato del nuevo Parlamento durará, en todo caso, hasta la fecha 

en que debiera concluir el del primero. 

Tres. El Presidente cesa por dimisión, fallecimiento, incapacidad, disolución del Parlamento, pérdida de la 

confianza otorgada o censura del Parlamento. 

Cuatro. Una Ley de la Comunidad Autónoma regulará el estatuto personal del Presidente, sus atribuciones y 

responsabilidad política. 

 

CAPITULO III Del Gobierno 

Artículo 24. 

Uno. El Gobierno, como órgano colegiado, ejerce las funciones ejecutivas y la administración de la Comunidad 

Autónoma, correspondiéndole en particular: 

a) El ejercicio de la potestad reglamentaria no reservada por este Estatuto al Parlamento. 

b) Interponer recursos ante el Tribunal Constitucional y personarse en las actuaciones en que así proceda. 

c) Ejecutar en general, cuantas funciones se deriven del ordenamiento jurídico estatal y regional. 

Dos. El Gobierno se compone del Presidente de la Comunidad Autónoma, el Vicepresidente o Vicepresidentes, 

en su caso, y los Consejeros. Tanto los Vicepresidentes como los Consejeros, que no requerirán la condición 

de Diputados Regionales, serán nombrados y cesados por el Presidente, quien también determinará su 

número. 

Tres. Una Ley de la Comunidad Autónoma regulará el estatuto personal de los miembros del Gobierno y sus 

relaciones con los demás órganos de la Comunidad Autónoma, dentro de las normas del presente Estatuto y 

de la Constitución. 

Cuatro. 
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1. El Presidente y los demás miembros del Gobierno durante su mandato y por los actos delictivos 

cometidos en el territorio de la Comunidad Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en 

supuesto de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, 

procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de La Rioja. 

2. Fuera del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la responsabilidad penal será exigible en los 

mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

Cinco. El Gobierno, por conducto de su Presidente, podrá plantear conflictos de jurisdicción a los jueces y 

tribunales conforme a las leyes reguladoras de aquéllas. 

Seis. El Presidente de la Comunidad Autónoma, previa deliberación del Gobierno reunido en consejo, puede 

plantear ante el Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa o sobre su política general; la 

confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados. 

Si el Parlamento negara la confianza, el Presidente de la Comunidad Autónoma presentará su dimisión ante el 

Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión plenaria para la elección 

del nuevo Presidente de la Comunidad Autónoma. 

Siete. El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Gobierno y de su Presidente mediante la 

adopción, por mayoría absoluta de sus miembros, de una moción de censura. 

La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por el 15 por 100 de los Diputados; habrá de incluir un 

candidato a la Presidencia de la Comunidad Autónoma; no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días 

desde su presentación, pudiendo, en este plazo, presentarse mociones alternativas, y, si no fuere aprobada 

por el Parlamento, ninguno de los signatarios podrá presentar otra en el plazo de seis meses. 

 

Artículo 25. 

Uno. El Gobierno responde políticamente ante el Parlamento de forma solidaria, sin perjuicio de la 

responsabilidad directa de cada uno de sus miembros, por su propia gestión. 

Dos. El Gobierno cesará en los mismos casos que su Presidente. No obstante, aquél continuará en funciones 

hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno. 
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TEMA 4 - EL ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE LA RIOJA: 
ADMINISTRACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO; LA REFORMA DEL 
ESTATUTO. 

 

 

ADMINISTRACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO 

TÍTULO III. DE LA ADMINISTRACIÓN Y RÉGIMEN JURÍDICO 

 

CAPITULO I De la Administración Pública 

Artículo 26. 

Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y estructuración de su propia Administración pública 

dentro de los principios generales y normas básicas del Estado. 

Dos. Todos los órganos encargados de la prestación de servicios o de la gestión de competencias y 

atribuciones de la Comunidad Autónoma dependen de ésta y se integran en su Administración. 

 

Artículo 27. 

En los términos previstos en los artículos quinto y octavo, tres, del presente Estatuto; se regulará por Ley de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja: 

Uno. El reconocimiento y delimitación de las comarcas. 

Dos. La creación de agrupaciones de municipios con fines específicos. 

Tres. Podrán crearse áreas metropolitanas para la coordinación y gestión de los servicios públicos. 

 

Artículo 28. 

Los Reglamentos y demás disposiciones y actos de eficacia general emanados del Gobierno y de la 

Administración de la Comunidad Autónoma serán, en todo caso, publicados en el "Boletín Oficial de La Rioja". 

Esta publicación será suficiente, a todos los efectos, para la validez de los actos y la entrada en vigor de las 

disposiciones y normas. En relación con la publicación en otros boletines oficiales, se estará a lo que disponga 

la correspondiente norma. 

 

Artículo 29. 

La responsabilidad de la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja y de sus autoridades y 

funcionarios se exigirá en los mismos términos y casos que establezca la legislación del Estado en la materia. 

 

Artículo 30. 
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Uno. Las Leyes de la Comunidad Autónoma solamente están sometidas al control de constitucionalidad que 

ejerce el Tribunal Constitucional. 

Dos. El Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, controlará la actividad de los órganos de la 

Comunidad Autónoma relativa al ejercicio de funciones delegadas conforme al artículo ciento cincuenta y tres, 

b), de la Constitución. 

Tres. Las normas reglamentarias y los actos y acuerdos emanados de los órganos ejecutivos y administrativos 

de la Comunidad Autónoma serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Cuatro. Respecto de la revisión de los actos en vía administrativa se estará a lo dispuesto en las 

correspondientes Leyes del Estado. 

 

Artículo 31. 

Uno. En el ejercicio de sus competencias, la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja gozará de 

las potestades y prerrogativas propias de la Administración del Estado, entre las que se encuentran: 

a) Presunción de legitimidad y carácter ejecutivo de sus actos, así como las facultades de ejecución forzosa 

y revisión. 

b) Potestad expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio en materia de bienes. 

c) Potestad de sanción dentro de los límites que establezca la Ley y las disposiciones que la desarrollen. 

d) Facultad de utilizar el procedimiento de apremio. 

e) Inembargabilidad de sus bienes y derechos; prelaciones y preferencias y demás prerrogativas 

reconocidas a la Hacienda Pública en materia de créditos a su favor. 

Dos. Estos derechos y preferencias se entenderán sin perjuicio de los que correspondan a la Hacienda del 

Estado, según su propia legislación. 

Tres. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja estará exceptuada de la obligación de prestar 

toda clase de cauciones o garantías ante los Tribunales de cualquier jurisdicción u organismo administrativo. 

Cuatro. No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Administración de la Comunidad Autónoma de 

La Rioja en materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido. 

Cinco. En el ejercicio de la competencia prevista en el número 1 del apartado uno del artículo octavo del 

presente Estatuto y, de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre 

otras materias, el establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios, el régimen jurídico 

administrativo derivado de las competencias asumidas, la regulación de los bienes de dominio público y 

patrimoniales cuya titularidad corresponde a la Comunidad Autónoma, así como de las servidumbres públicas 

en materia de su competencia, y la regulación de los contratos y concesiones administrativas en el ámbito de 

la Comunidad. 

 

Artículo 32. 

El control económico y presupuestario de la Comunidad Autónoma se ejercerá por el Tribunal de Cuentas 

conforme a lo dispuesto en los artículos 136 y 153.d) de la Constitución. 

 

Artículo 33. 
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Uno. La Administración de la Comunidad Autónoma y las Administraciones Locales ajustarán sus relaciones a 

los principios de información mutua, colaboración, coordinación y respeto a los ámbitos competenciales 

correspondientes determinados en el presente Estatuto y en la legislación básica del Estado. 

Dos. El Parlamento de La Rioja, en el marco de la legislación básica del Estado y mediante Ley, podrá regular 

aquellas materias relativas a la Administración Local que el presente Estatuto reconoce como de la 

competencia de la Comunidad Autónoma. 

Tres. La Comunidad Autónoma podrá transferir o delegar en las corporaciones locales, mediante Ley aprobada 

por mayoría absoluta, facultades correspondientes a materias de su competencia. Esta Ley preverá en cada 

caso la correspondiente transferencia de medios, así como la forma de dirección y control que se reserve la 

Comunidad. 

 

CAPITULO II De la Administración de Justicia 

Artículo 34. 

En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la Comunidad Autónoma 

de La Rioja: 

1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno 

del Estado. 

2. Fijar las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales, y la localización de su capitalidad, de 

acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

 

Artículo 35. 

Uno. El Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, que tendrá su sede en Logroño, es el órgano jurisdiccional de 

la Comunidad Autónoma en el que se agotarán las sucesivas instancias procesales en los términos del artículo 

152 de la Constitución y de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y con el presente Estatuto. 

Dos. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja será nombrado por el Rey a propuesta del 

Consejo General del Poder Judicial. 

Tres. El Presidente de la Comunidad Autónoma ordenará la publicación del nombramiento en el "Boletín 

Oficial de La Rioja". 

 

Artículo 36. 

Uno. La competencia de los órganos jurisdiccionales de la Comunidad Autónoma se extiende: 

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, a excepción de los recursos de casación y revisión 

regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, a excepción de los recursos de casación y 

revisión. 

c) En el orden contencioso-administrativo a todas las instancias y grados cuando se trate de actos o 

reglamentos emanados del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma en materias cuya 

legislación corresponde en exclusiva al Parlamento de La Rioja y, en primera instancia, cuando se trate de 

actos dictados por la Administración del Estado de La Rioja. 
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d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en la Comunidad Autónoma. 

Dos. En las restantes materias se podrá interponer, ante el Tribunal Supremo, el recurso de casación, el de 

revisión o el que corresponda, según las Leyes del Estado. 

El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y jurisdicción entre los tribunales de la 

Comunidad Autónoma y los del resto del Estado. 

 

Artículo 37. 

A instancia del Gobierno de la Comunidad Autónoma, el órgano estatal competente convocará los concursos 

y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en la Comunidad Autónoma de Magistrados, Jueces, Secretarios 

Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de Justicia de acuerdo con lo que disponga la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. 

 

Artículo 38. 

Uno. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por el Gobierno de la 

Comunidad Autónoma de conformidad con las Leyes del Estado. 

Dos. La Comunidad Autónoma de La Rioja participará en la fijación de las demarcaciones correspondientes a 

los Registros de la Propiedad y Mercantiles. También participará en la fijación de las demarcaciones notariales 

y del número de Notarios de acuerdo con lo previsto en las Leyes del Estado. 

 

Artículo 39. 

Corresponde al Gobierno de la Comunidad Autónoma: 

1. Ejercer en su territorio todas las facultades que las Leyes reguladoras del Poder Judicial reconozcan o 

atribuyan al Gobierno de la Nación. 

2. Proponer al Parlamento de La Rioja la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos 

jurisdiccionales en la misma, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial y teniendo en cuenta los límites 

de los actuales partidos judiciales y las características geográficas, históricas y de población. 

Artículo 40. 

En todo caso, corresponde al Tribunal Superior de Justicia de La Rioja: 

1. Conocer de las responsabilidades que se indican en los artículos diecisiete, apartado siete, y veinticuatro, 

apartado cuatro, de este Estatuto. 

2. Entender de los recursos relacionados con los procesos electorales de la Comunidad Autónoma. 

3. Resolver, en su caso, los conflictos de atribuciones entre Corporaciones Locales. 

 

Artículo 41. 

En la Comunidad Autónoma se propiciará la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia 

en las formas que la legislación estatal prevea. 
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Artículo 42. 

El Consejo Consultivo de La Rioja es el órgano consultivo superior de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Su 

composición y funciones se regularán por Ley, la cual garantizará su imparcialidad e independencia. 

 

 

LA REFORMA DEL ESTATUTO. 

TÍTULO V. DE LA REFORMA DEL ESTATUTO 

 

Artículo 58. 

La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento: 

Uno. Su iniciativa corresponderá al Gobierno de La Rioja, al Parlamento a propuesta de un tercio de sus 

miembros, a dos tercios de municipios, cuya población represente al menos la mayoría del censo electoral, y 

a las Cortes Generales. 

Dos. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parlamento de La Rioja por mayoría 

de dos tercios de sus miembros y la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica. 

Tres. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento de La Rioja o por las Cortes Generales, no 

podrá ser sometida nuevamente a debate o votación del Parlamento hasta que haya transcurrido un año, a 

contar desde la fecha de la iniciativa. 
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TEMA 5 - LEY 3/2003, DE 3 DE MARZO, DE ORGANIZACIÓN DEL 
SECTOR PÚBLICO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA: 
DISPOSICIONES GENERALES. LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA 
COMUNIDAD AUTÓNOMA. 

 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. Objeto. 

Es objeto de la presente Ley regular la organización del sector público propio de la Comunidad Autónoma de 

La Rioja, en cuanto instrumento para la ejecución de la política del Gobierno de la misma. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

Integran el sector público de la Comunidad Autónoma de La Rioja: 

a) La Administración General. 

b) Los organismos públicos vinculados o dependientes de la misma para el desarrollo de su actividad. 

c) Otros entes instrumentales 

 

 

LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA. 

TÍTULO I LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

 

CAPÍTULO I Organización y estructura 

Artículo 3. Personalidad jurídica y competencia. 

1. La Administración General de la Comunidad Autónoma, bajo la dirección del Gobierno y con sometimiento 

pleno a la legalidad, sirve con objetividad los intereses generales, desarrollando funciones ejecutivas de 

carácter administrativo. 

2. La Administración General de la Comunidad Autónoma, constituida por órganos jerárquicamente 

ordenados, actúa con personalidad jurídica única. 

Las potestades y competencias administrativas que en cada momento el ordenamiento jurídico le atribuya 

determinarán su capacidad de obrar. 

 

Artículo 4. Principios y normas de organización. 
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1. Los órganos de la Administración General de la Comunidad Autónoma se crean, rigen y coordinan de 

acuerdo con lo establecido en la presente Ley y con arreglo a los principios constitucionales de organización 

de jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación. 

2. Su régimen jurídico de funcionamiento se regirá por la legislación específica al respecto. 

 

Artículo 5. Estructura. 

1. La Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja se estructura en Consejerías, al frente de 

las cuales se encuentra un Consejero, del que dependen todos los órganos y unidades adscritas a los mismos. 

2. Por Decreto del Presidente de la Comunidad Autónoma de La Rioja se podrá variar el número, denominación 

y competencias de las Consejerías. 

 

Artículo 6. Órganos. 

1. Bajo la superior autoridad del Consejero, cada Consejería se estructura en los siguientes órganos con nivel 

de Dirección General: 

a) La Secretaría General Técnica. 

b) Las Direcciones Generales que se consideren necesarias. 

2. Excepcionalmente podrán constituirse órganos con nivel asimilado a Dirección General, los cuales tendrán 

el mismo estatuto jurídico que las Direcciones Generales, cualesquiera que sea su denominación. 

3. Podrán crearse Viceconsejerías u órganos asimilados a las mismas. Estos órganos actuarán bajo la superior 

autoridad del Consejero. La norma que prevea la creación de una Viceconsejería deberá determinar, dentro 

del marco de atribuciones previsto en esta Ley, las competencias que corresponden a su titular sobre un sector 

de la actividad administrativa determinado. 

4. Bajo la superior autoridad del Director General y con carácter excepcional, podrán constituirse 

Subdirecciones Generales u órganos asimilados a las mismas. 

5. Los titulares de los órganos previstos en este artículo tienen la consideración de Alto Cargo a los efectos 

oportunos señalados en la legislación vigente. 

 

Artículo 7. Unidades administrativas. 

Los órganos podrán estructurarse de forma jerárquica en servicios, áreas, secciones y negociados o unidades 

administrativas asimiladas. 

 

Artículo 8. Creación de órganos y unidades. 

1. La creación de cualquier órgano o unidad administrativa exigirá el cumplimiento de los siguientes requisitos: 

a) Determinación de su forma de integración en la Administración General de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja y su dependencia jerárquica. 

b) Delimitación de sus funciones y competencias. 

c) Dotación de los créditos necesarios para su puesta en marcha y funcionamiento. 
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2. No podrán crearse nuevos órganos o unidades que supongan duplicación de otros ya existentes si al mismo 

tiempo no se suprime o restringe debidamente la competencia de éstos. 

3. La creación, modificación y supresión de los órganos y unidades administrativas y los asimilados a los 

mismos se realizará mediante Decreto de Gobierno a iniciativa del Consejero interesado y a propuesta del 

Consejero competente en materia de Administraciones Públicas. 

 

CAPÍTULO II De los órganos administrativos. 

Artículo 9. Los Secretarios Generales Técnicos. 

1. Al Secretario General Técnico se le atribuyen las siguientes funciones: 

a) Representar a la Consejería, por delegación del Consejero, y ejercer, bajo su dirección, las funciones que 

éste le delegue. 

b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los programas y actuaciones de las diferentes Direcciones 

Generales y organismos adscritos a la Consejería. 

c) Elaborar el anteproyecto de presupuesto y la memoria anual de actividades de la Consejería en 

coordinación con los Directores Generales. 

d) Elaborar programas de necesidades generales de la Consejería. 

e) El seguimiento de la ejecución del presupuesto, la tramitación de los expedientes de gastos y de 

contratación, así como la gestión de los medios materiales de los servicios generales adscritos a la 

Consejería. 

f) Velar por la organización, simplificación y racionalización de la actividad administrativa, proponiendo las 

modificaciones encaminadas a mejorar la calidad de los servicios. 

g) Ejercer la jefatura superior del personal de la Consejería y resolver los asuntos que afectan al mismo, 

salvo que expresamente estén reservados al Consejero u otro órgano específico. 

h) Tramitar, informar y, en su caso, elaborar los proyectos de disposiciones generales correspondientes a 

su Consejería. 

i) Tramitar los recursos que se interpongan ante el Consejero. 

j) Las restantes funciones que le encomiende el Consejero o se le asignen por disposición legal o 

reglamentaria. 

2. Los Secretarios Generales Técnicos serán nombrados entre personal funcionario y estatutario perteneciente 

a cuerpos, escalas o plazas para cuyo ingreso se exige titulación superior. 

3. Durante los periodos transitorios entre estructuras, los servicios administrativos de las secretarías generales 

técnicas de las consejerías en las que se hayan producido transferencias de actividad a otras consejerías que 

actualmente no cuenten con servicios administrativos propios seguirán prestando dichos servicios a las nuevas 

consejerías, hasta tanto se desarrolle su estructura orgánica y se establezca la distribución de efectivos. 

 

Artículo 10. Los Directores Generales. 

El Director General es el máximo responsable del centro directivo que se le encomiende, correspondiéndole 

los siguientes cometidos: 
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a) Dirigir y gestionar los servicios y organizar las dependencias a su cargo. 

b) Resolver los asuntos que le correspondan por razón de la materia, salvo que expresamente estén atribuidos 

al Consejero u otro órgano. 

c) Informar al Consejero de todos los asuntos atribuidos al centro directivo de su competencia. 

d) Elaborar el proyecto de presupuesto y la memoria anual de funcionamiento de su centro directivo. 

e) Formular propuestas sobre organización y funcionamiento de los servicios a su cargo para implantar 

sistemas de mejora de la calidad. 

f) Ejercer las demás funciones que le encomiende el Consejero o se le asignen por disposición legal o 

reglamentaria. 

 

Artículo 11. Los Subdirectores Generales. 

En aquellas Direcciones Generales en las que se establezca la figura de Subdirector General, éste será el 

responsable inmediato, bajo la supervisión del Director General, de la ejecución de los proyectos, objetivos 

que le sean asignados, así como de la gestión ordinaria de los asuntos de su competencia. 

 

Artículo 12. Régimen de incompatibilidades. 

1. Los Viceconsejeros, Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales, Subdirectores Generales y cargos 

asimilados estarán sometidos al mismo régimen de incompatibilidades que el Presidente y deberán realizar la 

declaración notarial de bienes y actividades en los términos que establece la normativa vigente. 

2. No obstante lo anterior, los Secretarios Generales Técnicos, Directores Generales, los Subdirectores 

Generales y cargos asimilados podrán compatibilizar su actividad con el cargo de Concejal en las 

Corporaciones Locales de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

 

CAPÍTULO III De las unidades administrativas. 

Artículo 13. Los Servicios. 

Los Servicios son las unidades administrativas de superior nivel funcionarial de las Consejerías, a las que 

corresponden, además de las funciones específicas que tengan atribuidas, las funciones de planificación, 

coordinación, dirección y control de las unidades administrativas de ellos dependientes. 

 

Artículo 14. Las Áreas. 

Las Áreas son unidades administrativas de apoyo dependientes de los Servicios, o en su caso los órganos 

administrativos, a las que corresponden funciones de informe y propuesta de las cuestiones pertenecientes al 

ámbito que tienen atribuido, así como la dirección, coordinación y control de las actividades desarrolladas por 

las Secciones o unidades de ellas dependientes. 

 

Artículo 15. Las Secciones. 

Las Secciones son unidades administrativas dependientes de los órganos administrativos, Servicios o Áreas, y 

les corresponden las funciones de ejecución, informe y propuesta de las cuestiones pertenecientes al ámbito 
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que tienen atribuido, así como la dirección, coordinación y control de las actividades desarrolladas por los 

Negociados o unidades asimiladas de ellas dependientes. 

 

Artículo 16. Los Negociados. 

Los Negociados son unidades administrativas, dependientes de algunas de las enumeradas en los artículos 

anteriores, a las que se les atribuyen las funciones de tramitación, inventario, si procede, y archivo de los 

asuntos que tengan asignados. 

 

CAPÍTULO IV Los órganos colegiados 

Artículo 17. Concepto y Régimen Jurídico. 

Son órganos colegiados aquellos que se creen formalmente y estén integrados por tres o más personas, a los 

que se atribuyen funciones administrativas de decisión, propuesta, asesoramiento, seguimiento o control, y 

que actúen integrados en la Administración General de la Comunidad Autónoma o alguno de sus organismos 

públicos. 

1. El convenio o la norma de creación de un órgano colegiado contendrá necesariamente los siguientes 

extremos: 

a) Sus fines y objetivos. 

b) Su integración administrativa, y en su caso, dependencia jerárquica. 

c) La composición y los criterios para la designación de su presidente y de los restantes miembros. 

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe, seguimiento o control, así como cualquier otra que se le 

atribuya. 

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso, para su funcionamiento. 

2. En la composición de los órganos colegiados podrán participar representantes de otras Administraciones 

Públicas, organizaciones representativas de intereses sociales, así como otros miembros que se designen por 

las especiales condiciones de experiencia o conocimientos que concurran en ellos. 

3. Cuando se trate de órganos colegiados en los que participen organizaciones representativas de intereses 

sociales, así como aquellos compuestos por representaciones de distintas Administraciones Públicas, cuenten 

o no con participación de organizaciones representativas de intereses sociales, éstos podrán establecer o 

completar sus propias normas de funcionamiento. 

4. El régimen jurídico de los órganos colegiados se ajustará a las normas básicas contenidas en el Capítulo II 

del Título II de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, a la normativa autonómica reguladora del régimen jurídico de la Administración General de la 

Comunidad Autónoma, sin perjuicio de las peculiaridades organizativas contenidas en sus normas o convenio 

de creación en su caso establecidas en el marco de dicha normativa. 

5. Los órganos colegiados a los que no se atribuyan las funciones descritas en el apartado primero del presente 

artículo tendrán la consideración de grupos o comisiones de trabajo y sus acuerdos no podrán tener 

trascendencia jurídica directa frente a terceros. 
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Artículo 18. Creación, modificación y supresión. 

1. Los órganos colegiados de la Administración General de la Comunidad Autónoma y de sus organismos 

públicos se crearán por convenio o norma específica. 

2. La norma de creación deberá revestir la forma de Decreto en aquellos órganos colegiados a los que se 

atribuyan competencias administrativas con funciones de carácter decisorio o de propuesta vinculante. 

3. El convenio o norma de creación de los órganos colegiados a que se refiere el apartado primero deberá ser 

informado con carácter previo por la Consejería con competencia en materia de administraciones públicas. 

4. Los órganos colegiados deberán ser objeto de inscripción en un registro habilitado al efecto. Una norma 

reglamentaria regulará la naturaleza, el objeto y el ámbito de aplicación del mismo, así como los datos 

registrales que hayan de ser objeto de inscripción. 

5. La modificación y supresión de los órganos colegiados de la Administración General de la Comunidad 

Autónoma y de sus organismos públicos se llevará a cabo en la misma forma dispuesta para su creación, salvo 

que ésta hubiera fijado plazo previsto para su extinción, en cuyo caso ésta se producirá automáticamente en 

la fecha señalada al efecto 
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TEMA 6 - LEY 4/2005, DE 1 DE JUNIO, DE FUNCIONAMIENTO Y 
RÉGIMEN JURÍDICO DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD 
AUTÓNOMA DE LA RIOJA: DISPOSICIONES GENERALES. DEL 
EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS POR LOS ÓRGANOS DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA. 

 

 

DISPOSICIONES GENERALES. 

CAPÍTULO I Disposiciones generales 

 

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación. 

1. La presente Ley tiene por objeto regular el funcionamiento y régimen jurídico de la Administración General 

de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

2. Los organismos públicos con personalidad jurídica propia, vinculados o dependientes de la Administración 

General de la Comunidad Autónoma de La Rioja, sujetarán su actividad a la presente Ley cuando ejerzan 

potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su actividad a lo que dispongan sus normas de 

creación. 

 

Artículo 2. Potestades y prerrogativas. 

1. La Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de acuerdo con el artículo 31 del Estatuto 

de Autonomía, gozará en el ejercicio de sus competencias de las potestades y prerrogativas que el 

ordenamiento jurídico reconoce a la Administración General del Estado. 

2. A los organismos públicos les corresponderá, dentro de su esfera de competencia, las potestades 

administrativas necesarias para el cumplimiento de sus fines, en los términos que prevean sus estatutos, salvo 

la potestad expropiatoria. 

 

Artículo 3. Principios de funcionamiento. 

1. La Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja y sus organismos públicos ajustarán su 

actividad a los siguientes principios: 

a) Colaboración mutua y lealtad institucional en sus relaciones con los demás Poderes y Administraciones 

Públicas. 

b) Colaboración y coordinación entre sus distintos órganos y organismos públicos. 

c) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos institucionales. 

d) Eficiencia en la asignación y en la utilización de los recursos públicos. 

e) Planificación, gestión por objetivos y control de los resultados. 

f) Responsabilidad por la gestión pública. 

g) Racionalización de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de gestión. 
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h) Servicio efectivo y proximidad de la Administración a los ciudadanos. 

i) Transparencia y publicidad, que garanticen la efectividad de los derechos reconocidos a los ciudadanos, con 

las excepciones que la Ley establezca. 

j) Buena fe y confianza legítima. 

2. La Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja, impulsará de manera especial la 

prestación de servicios de asistencia y cooperación a los municipios de su ámbito territorial, como 

Administraciones más próximas a los ciudadanos. 

 

Artículo 4. Derechos de los ciudadanos. 

Los ciudadanos gozarán, en sus relaciones con la Administración General de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja y sus organismos públicos, de los derechos reconocidos con carácter general en la legislación básica del 

régimen jurídico de las Administraciones Públicas y de cuantos estén establecidos en las disposiciones 

aplicables en cada caso. 

 

Artículo 5. Derecho de información. 

1. Sin perjuicio del derecho que asiste a los interesados en un procedimiento de conocer en cualquier momento 

el estado de su tramitación, la Administración General de la Comunidad Autónoma de La Rioja y sus 

organismos públicos contarán con los instrumentos de información que garanticen a los ciudadanos el 

efectivo conocimiento por parte de éstos del procedimiento a seguir para las solicitudes o actuaciones que se 

propongan realizar ante aquélla. Reglamentariamente se determinará la articulación de los instrumentos de 

información a que se refiere este artículo. 

2. La información sobre el estado o el contenido de los procedimientos en tramitación y la identificación de las 

autoridades y de los funcionarios bajo cuya responsabilidad se tramiten los procedimientos, sólo podrá 

facilitarse a quienes tengan la condición de interesado en el procedimiento o a sus representantes acreditados 

formalmente por cualquier medio válido en derecho que deje constancia fidedigna o mediante declaración en 

comparecencia personal del interesado. Corresponderá a las diferentes unidades de gestión de la 

Administración de la Comunidad Autónoma facilitar esta información. 

3. Los órganos administrativos establecerán las garantías necesarias respecto a la esfera privada de los 

administrados y el control y el tratamiento de los datos obtenidos por cualquier medio. 

 

Artículo 6. Programación de la gestión administrativa. 

1. La Administración General de la Comunidad Autónoma establecerá programas plurianuales y anuales en los 

que se definirán objetivos concretos, las actividades y los medios necesarios para llevarlos a cabo, así como el 

tiempo estimado para su consecución. Estos programas se basarán en los objetivos políticos y en los plazos 

fijados por el Gobierno de La Rioja y determinarán los responsables de su ejecución. 

2. El grado de cumplimiento de los objetivos fijados en los programas a los que se refieren los apartados 

anteriores será evaluado periódicamente por los órganos con competencia específica para ello en el ámbito 

de la Administración General de la Comunidad Autónoma. 

 

Artículo 7. Racionalización de los procedimientos. 
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Corresponderá a los órganos competentes de cada Consejería y organismos públicos de la Comunidad 

Autónoma racionalizar y simplificar sus procedimientos y actividades de gestión, bien a iniciativa propia, bien 

a propuesta de la Consejería competente en materia de organización administrativa. 

 

Artículo 8. Medios informáticos y telemáticos. 

1. La tramitación de los procedimientos administrativos se apoyará en la utilización de medios electrónicos, 

informáticos y telemáticos, con respeto de las garantías y cumplimiento de los requisitos previstos en cada 

caso por el ordenamiento jurídico. 

2. La introducción de medios informáticos y telemáticos en la gestión administrativa estará presidida por los 

principios de eficiencia y proporcionalidad de las inversiones realizadas, y se ajustará a los criterios 

establecidos, en su caso, por la Consejería competente en materia de Tecnologías de la Información en la 

Administración Pública. 

 

Artículo 9. Control de eficacia y de eficiencia. 

1. Los órganos administrativos de la Administración General de la Comunidad Autónoma se someterán 

periódicamente a controles, auditorías o inspecciones para evaluar su eficacia en el cumplimiento de los 

objetivos que les hayan sido asignados, así como su eficiencia en la utilización de los recursos disponibles. 

2. El control al que se refiere el apartado anterior se realizará con arreglo a los criterios y directrices que se 

dicten por la Consejería competente en materia de organización administrativa, y se entenderá sin perjuicio 

del control que le corresponde a la Intervención General. 

 

 

DEL EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS POR LOS ÓRGANOS DE LA 
ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA. 

TÍTULO II DEL EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS POR LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA 

 

CAPÍTULO I Principios generales 

Artículo 17. Irrenunciabilidad de la competencia. 

Las competencias otorgadas por el ordenamiento jurídico son irrenunciables y serán ejercidas por el órgano 

administrativo que las tenga atribuidas como propias, salvo los supuestos de delegación o avocación, 

realizadas de acuerdo con la Ley. 

 

Artículo 18. Instrucciones, circulares y órdenes de servicio. 

1. Los órganos de la Administración impulsarán y dirigirán la actividad de los órganos y unidades 

administrativas mediante instrucciones, circulares y órdenes de servicio. 

2. Las instrucciones establecen pautas o criterios de actuación por la que han de regirse los órganos y las 

unidades administrativas dependientes del órgano que las dicta. 
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3. Las circulares tienen como finalidad recordar la aplicación de determinadas disposiciones legales o 

establecer la interpretación adecuada al espíritu y principios de tales disposiciones al objeto de garantizar su 

aplicación homogénea. 

4. Las órdenes de servicio son aquellas reglas de actuación o normas específicas dadas a un órgano o a 

unidades administrativas jerárquicamente dependientes, para un supuesto determinado. 

5. Cuando una disposición así lo establezca o en aquellos casos en que se considere conveniente su 

conocimiento por los ciudadanos o por el resto de los órganos de la Administración de la Comunidad 

Autónoma, el órgano que las dictó podrá ordenar la publicación de las instrucciones, circulares y órdenes de 

servicio en el Boletín Oficial de La Rioja. 

 

Artículo 19. Colaboración entre Consejerías. 

Los titulares de las Consejerías podrán suscribir entre sí acuerdos de colaboración para la realización de 

actuaciones administrativas en ejercicio de sus competencias, con el fin de hacer efectivos los principios de 

eficacia, eficiencia y colaboración mutua. 

 

CAPÍTULO II De la transferencia de la titularidad de la competencia 

Artículo 20. Desconcentración. 

1. El Gobierno y los Consejeros pueden desconcentrar las competencias propias en los órganos administrativos 

jerárquicamente dependientes de ellos. La desconcentración afectará tanto a la titularidad como al ejercicio 

de la competencia. 

2. La desconcentración debe respetar tanto las previsiones de la Ley, cuando ésta haya atribuido la 

competencia, como las limitaciones previstas para la delegación de competencias. 

3. Las competencias desconcentradas podrán ser delegadas de acuerdo con lo previsto en esta Ley. 

 

CAPÍTULO III De la delegación de competencias y otras formas de ejercicio de las competencias 

Artículo 21. Delegación de competencias. 

1. El ejercicio de las competencias asignadas a los diversos órganos administrativos, podrá ser delegado en 

otros órganos, aunque no sean jerárquicamente dependientes de aquéllos, o de los organismos públicos 

vinculados o dependientes, cuando concurran circunstancias que lo hagan conveniente. 

2. La delegación de las competencias de carácter administrativo de los órganos del Gobierno y de sus 

miembros se regirá además de por lo dispuesto en esta Ley, por lo dispuesto en su legislación específica. 

 

Artículo 22. Régimen jurídico de la delegación. 

1. La delegación de competencias se efectuará mediante resolución del órgano delegante. Cuando la 

delegación se realice a favor de órganos no jerárquicamente dependientes, será preceptivo el informe previo 

favorable del titular de la Consejería o Consejerías de que dependan. 

2. La delegación de competencias y su revocación deberán publicarse en el Boletín Oficial de La Rioja. 
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3. En ningún caso podrán ser objeto de delegación las materias previstas en el artículo 9.2 de la Ley 40/2015, 

de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Salvo autorización legal expresa, tampoco podrán 

delegarse las competencias que se ejerzan por delegación. 

4. Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación indicarán expresamente esta circunstancia 

y se considerarán dictadas por el órgano delegante. 

5. La delegación de competencias atribuidas a órganos colegiados para cuyo ejercicio ordinario se requiera un 

quórum especial, deberá adoptarse observando, en todo caso, dicho quórum. 

 

Artículo 23. Avocación. 

1. Los órganos administrativos podrán, en cualquier momento, avocar para sí el conocimiento de un asunto 

cuya resolución corresponda, ordinariamente o por delegación, a sus órganos administrativos dependientes, 

cuando concurran razones de interés público que lo justifiquen. 

2. En los supuestos de delegación de competencias en órganos jerárquicamente no dependientes, la 

avocación sólo podrá efectuarse por el órgano que realizó la delegación. 

3. La avocación se producirá mediante acuerdo motivado que deberá ser notificado a los interesados en el 

procedimiento, antes de la resolución final. 

4. Contra el acuerdo de avocación no cabrá recurso alguno, aunque podrá impugnarse en el que, en su caso, 

se interponga contra la resolución final. 

 

Artículo 24. Encomienda de gestión. 

1. La encomienda de gestión a un órgano de la misma consejería, o a un organismo público dependiente o 

adscrito, se instrumentará mediante resolución del titular de la misma. La validez de tal resolución exige 

expresa mención de la actividad o actividades a las que afecten, el plazo de vigencia y la naturaleza y alcance 

de la gestión encomendada. 

2. La encomienda de gestión a un órgano dependiente de otra consejería, o a un organismo público 

dependiente o adscrito a otra consejería, requerirá la conformidad de las consejerías afectadas y se 

instrumentará mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, que incluirá al menos el mismo contenido previsto 

en el apartado anterior. 

3. La encomienda de gestión a un órgano u organismo público de otras Administraciones o la asunción 

mediante esta figura de cometidos propios de las mismas requerirá la firma del correspondiente convenio, 

que deberá ser autorizado por el Consejo de Gobierno, u órgano en que delegue, en los términos previstos en 

la legislación reguladora del Gobierno, y sin perjuicio del régimen establecido para las entidades locales o 

encomiendas realizadas a favor de las entidades locales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, que se 

sujetarán al régimen establecido en su legislación específica. 

4. En todo caso, el instrumento de formalización de la encomienda de gestión y su resolución deberá ser 

publicado en el “Boletín Oficial de La Rioja” para su eficacia. 

5. En todo caso, la entidad u órgano encomendado tendrá la condición de encargado del tratamiento de los 

datos de carácter personal a los que pudiera tener acceso en ejecución de la encomienda de gestión, siéndole 

de aplicación lo dispuesto en la normativa de protección de datos de carácter personal. 
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Artículo 25. Delegación de firma. 

1. Los titulares de los órganos administrativos podrán delegar la firma de las resoluciones y actos 

administrativos de su competencia en los titulares de los órganos y unidades administrativas que de ellos 

dependan, dentro de los límites señalados para la delegación de competencia en la presente Ley. 

2. En las resoluciones y actos que se firmen por delegación, se hará constar la denominación del órgano 

autorizante y a continuación, precedido por la expresión «por autorización», o su forma usual de abreviatura, 

la denominación del órgano en cuyo favor se haya conferido la delegación de firma. 

3. La delegación de firma no supondrá, en ningún caso, alteración de la competencia ni precisará publicación 

oficial. 

4. No cabrá la delegación de firma en las resoluciones de carácter sancionador. 

 

Artículo 26. Suplencia. 

1. Los titulares de los órganos administrativos podrán ser sustituidos provisionalmente en el ejercicio de sus 

funciones, en los casos de vacante, ausencia, enfermedad, por quien designe el órgano competente para su 

nombramiento. 

2. Si no se designa suplente, la competencia del órgano administrativo se ejercerá por quien designe el órgano 

administrativo inmediato de quien dependa. 

3. La suplencia no supone alteración de la competencia. 

 

CAPÍTULO IV De los conflictos de atribuciones 

Artículo 27. Órganos. 

1. Los conflictos de atribuciones que se susciten entre las Consejerías de la Administración General de la 

Comunidad Autónoma los resolverá el Presidente del Gobierno previo dictamen del Consejo Consultivo de La 

Rioja. 

2. Los conflictos de atribuciones que se susciten entre órganos de una Consejería que no estén relacionados 

jerárquicamente los resolverá el titular de la Consejería. 

 

Artículo 28. Procedimiento. 

1. El conflicto de atribuciones podrá plantearse a partir de una decisión positiva o negativa sobre el cono-

cimiento y la resolución de un determinado asunto que manifiesten los órganos afectados, de oficio o a 

instancia de los interesados en el procedimiento. 

2. Una vez que los órganos que planteen el conflicto fijen su posición, el que estuviere conociendo del asunto 

suspenderá su tramitación, lo notificará a los interesados y elevará las actuaciones al órgano que, de acuerdo 

con lo dispuesto en el artículo anterior, sea competente para resolver. 

3. El conflicto se resolverá y notificará dentro del plazo máximo de quince días contados a partir de aquél en 

el que se eleven las actuaciones al órgano competente para resolver. 
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4. Si no se resuelve expresamente, la competencia corresponderá al órgano que conoció inicialmente del 

asunto, aunque hubiere declinado su competencia. En ese supuesto, los interesados podrán reclamar que 

prosigan las actuaciones, sin perjuicio de la reserva de recursos y acciones para cuando procediere su ejercicio. 
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TEMA 7 - LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS: 
DISPOSICIONES GENERALES. LOS INTERESADOS EN EL 
PROCEDIMIENTO.  

 

 

DISPOSICIONES GENERALES.  

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el 

procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de 

reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de 

ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria. 

2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios 

del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los 

contemplados en esta Ley. Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del procedimiento 

referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia, 

formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar. 

 

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación. 

1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende: 

a) La Administración General del Estado. 

b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas. 

c) Las Entidades que integran la Administración Local. 

d) El sector público institucional. 

2. El sector público institucional se integra por: 

a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las 

Administraciones Públicas. 

b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que 

quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y en 

todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas. 

c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones 

de esta Ley. 

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las 

Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así 

como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior. 
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4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones 

públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente 

por la presente Ley. 

 

 

LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO. 

TÍTULO I DE LOS INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO 

 

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado 

Artículo 3. Capacidad de obrar. 

A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas: 

a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles. 

b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté 

permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o 

curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación 

afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate. 

c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin 

personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos. 

 

Artículo 4. Concepto de interesado. 

1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo: 

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos. 

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 

que en el mismo se adopte. 

c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y 

se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva. 

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de 

intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca. 

3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente 

sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento. 

 

Artículo 5. Representación. 

1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste 

las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado. 

2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus 

Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas. 
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3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos, 

desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación. 

Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación. 

4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia 

fidedigna de su existencia. 

A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante apoderamiento apud acta 

efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la correspondiente sede electrónica, 

o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de apoderamientos de la 

Administración Pública competente. 

5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente 

administrativo acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho 

momento. El documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de 

apoderamientos correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos. 

6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de 

que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá 

conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo 

requieran. 

7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o jurídicas 

autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los 

interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen 

los que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la 

representación salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán 

requerir, en cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá 

comparecer el interesado por sí mismo en el procedimiento. 

 

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos. 

1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de 

un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter 

general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en 

un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las 

Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. 

En el ámbito estatal, este registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración 

General del Estado. 

Los registros generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada 

Organismo donde se inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. 

Cada Organismo podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos. 

2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de 

las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su 

interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y 

comunicaciones que se incorporen a los mismos. 

Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos permitirán comprobar válidamente la 

representación de quienes actúen ante las Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la 



 

Dirección General de Función Pública  50 

consulta a otros registros administrativos similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos 

notariales. 

Los registros mercantiles, de la propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los 

registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos. 

3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos 

deberán contener, al menos, la siguiente información: 

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de 

identificación fiscal o documento equivalente del poderdante. 

b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de 

identificación fiscal o documento equivalente del apoderado. 

c) Fecha de inscripción. 

d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder. 

e) Tipo de poder según las facultades que otorgue. 

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos 

deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías: 

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier 

actuación administrativa y ante cualquier Administración. 

b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación 

administrativa ante una Administración u Organismo concreto. 

c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización 

de determinados trámites especificados en el poder. 

(Párrafo anulado) 

Cada Comunidad Autónoma aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se 

circunscriba a actuaciones ante su respectiva Administración. 

5. El apoderamiento «apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede 

electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante 

comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros. 

6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde 

la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el 

poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro 

tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción. 

7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán 

dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u 

Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha 

inscripción. 

 

Artículo 7. Pluralidad de interesados. 
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Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se 

efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el 

que figure en primer término. 

 

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento. 

Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de 

personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del 

expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la 

tramitación del procedimiento. 

 

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo 

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento. 

1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el procedimiento 

administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón social, según 

corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente. 

2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los 

sistemas siguientes: 

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por prestadores 

incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 

b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestadores 

incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’. 

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y condiciones 

que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su 

identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de una declaración responsable 

de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente. De forma previa a la eficacia 

jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha comunicación, durante los cuales el órgano 

estatal competente por motivos de seguridad pública podrá acudir a la vía jurisdiccional, previo informe 

vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá emitir en el plazo de diez días desde su 

solicitud. 

Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas previstos en las 

letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun cuando se admita para ese mismo procedimiento 

alguno de los previstos en la letra c). 

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la 

obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y 

gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de 

categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en 

lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 

la Directiva 95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su 

acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. 
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Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u 

organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la 

Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el 

Reino de España. 

4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá 

para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación 

electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. 

 

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas. 

1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la 

expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento. 

2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de 

medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma: 

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de 

firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de 

certificación’’. 

b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados 

electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de 

prestadores de servicios de certificación’’. 

c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y condiciones 

que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita garantizar su 

identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del Ministerio de Asuntos 

Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de una declaración responsable 

de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa vigente. De forma previa a la eficacia 

jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha comunicación, durante los cuales el órgano 

estatal competente por motivos de seguridad pública podrá acudir a la vía jurisdiccional, previo informe 

vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá emitir en el plazo de diez días desde su 

solicitud. 

Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la utilización de uno de los sistemas previstos en las 

letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se 

permita alguno de los previstos al amparo de lo dispuesto en la letra c). 

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la 

obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y 

gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de 

categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos 

se encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas 

competentes. 

Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u 

organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la 

Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el 

Reino de España. 
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4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas 

podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando 

permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados. 

5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se 

entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. 

 

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo. 

1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será 

suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de 

identificación previstos en esta Ley. 

2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para: 

a) Formular solicitudes. 

b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones. 

c) Interponer recursos. 

d) Desistir de acciones. 

e) Renunciar a derechos. 

 

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados. 

1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la 

Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso 

que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen. 

2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en 

los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma 

electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias 

auténticas. 

Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su identificación 

o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un funcionario 

público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este caso, será 

necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el 

funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para 

los casos de discrepancia o litigio. 

3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán 

actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la 

identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente 

interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de 

comprobar la validez de las citadas habilitaciones. 

En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán los funcionarios que presten servicios en las 

oficinas de asistencia en materia de registros. 

  



 

Dirección General de Función Pública  54 

TEMA 8 - LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS: 
DE LA ACTIVIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

 

 

DE LA ACTIVIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. 

TÍTULO II DE LA ACTIVIDAD DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

 

CAPÍTULO I Normas generales de actuación 

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 

Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son 

titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos: 

a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la 

Administración. 

b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas. 

c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en 

esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico. 

d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 

de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento 

Jurídico. 

e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles 

el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. 

f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda 

legalmente. 

g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley. 

h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos 

que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas. 

i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. 

Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el 

procedimiento administrativo. 

 

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas. 

1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas para 

el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a 

relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la 

persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier 

momento. 
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2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones 

Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes 

sujetos: 

a) Las personas jurídicas. 

b) Las entidades sin personalidad jurídica. 

c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los 

trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad 

profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de 

la propiedad y mercantiles. 

d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la 

Administración. 

e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas 

por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por 

cada Administración. 

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a 

través de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas 

que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado 

que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

 

Artículo 15. Lengua de los procedimientos. 

1. La lengua de los procedimientos tramitados por la Administración General del Estado será el castellano. No 

obstante lo anterior, los interesados que se dirijan a los órganos de la Administración General del Estado con 

sede en el territorio de una Comunidad Autónoma podrán utilizar también la lengua que sea cooficial en ella. 

En este caso, el procedimiento se tramitará en la lengua elegida por el interesado. Si concurrieran varios 

interesados en el procedimiento, y existiera discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará 

en castellano, si bien los documentos o testimonios que requieran los interesados se expedirán en la lengua 

elegida por los mismos. 

2. En los procedimientos tramitados por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las 

Entidades Locales, el uso de la lengua se ajustará a lo previsto en la legislación autonómica correspondiente. 

3. La Administración Pública instructora deberá traducir al castellano los documentos, expedientes o partes 

de los mismos que deban surtir efecto fuera del territorio de la Comunidad Autónoma y los documentos 

dirigidos a los interesados que así lo soliciten expresamente. Si debieran surtir efectos en el territorio de una 

Comunidad Autónoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta del castellano, no será precisa su 

traducción. 

 

Artículo 16. Registros. 

1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente 

asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, 

Organismo público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la 

salida de los documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. 
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Los Organismos públicos vinculados o dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio 

registro electrónico plenamente interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la 

Administración de la que depende. 

El Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a 

los registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración 

como los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad 

previstas en la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. 

Las disposiciones de creación de los registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y 

su texto íntegro deberá estar disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo 

caso, las disposiciones de creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de 

su gestión, así como la fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. 

En la sede electrónica de acceso a cada registro figurará la relación actualizada de trámites que pueden 

iniciarse en el mismo. 

2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán 

la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin 

dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que 

hubieran sido recibidas. 

3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que 

se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación, 

identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo 

al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá 

automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo 

la fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros 

documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos. 

4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán 

presentarse: 

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes 

registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1. 

b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca. 

c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero. 

d) En las oficinas de asistencia en materia de registros. 

e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. 

Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente 

interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la 

transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los 

registros. 

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser 

digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de 

asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente 

administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en 

que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria 

la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización. 
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Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados 

documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por 

razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que 

tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios. 

6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera 

cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones 

Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios. 

7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en 

las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos. 

8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial 

establezca otra forma de presentación. 

 

Artículo 17. Archivo de documentos. 

1. Cada Administración deberá mantener un archivo electrónico único de los documentos electrónicos que 

correspondan a procedimientos finalizados, en los términos establecidos en la normativa reguladora 

aplicable. 

2. Los documentos electrónicos deberán conservarse en un formato que permita garantizar la autenticidad, 

integridad y conservación del documento, así como su consulta con independencia del tiempo transcurrido 

desde su emisión. Se asegurará en todo caso la posibilidad de trasladar los datos a otros formatos y soportes 

que garanticen el acceso desde diferentes aplicaciones. La eliminación de dichos documentos deberá ser 

autorizada de acuerdo a lo dispuesto en la normativa aplicable. 

3. Los medios o soportes en que se almacenen documentos, deberán contar con medidas de seguridad, de 

acuerdo con lo previsto en el Esquema Nacional de Seguridad, que garanticen la integridad, autenticidad, 

confidencialidad, calidad, protección y conservación de los documentos almacenados. En particular, 

asegurarán la identificación de los usuarios y el control de accesos, así como el cumplimiento de las garantías 

previstas en la legislación de protección de datos. 

 

Artículo 18. Colaboración de las personas. 

1. Las personas colaborarán con la Administración en los términos previstos en la Ley que en cada caso resulte 

aplicable, y a falta de previsión expresa, facilitarán a la Administración los informes, inspecciones y otros actos 

de investigación que requieran para el ejercicio de sus competencias, salvo que la revelación de la información 

solicitada por la Administración atentara contra el honor, la intimidad personal o familiar o supusieran la 

comunicación de datos confidenciales de terceros de los que tengan conocimiento por la prestación de 

servicios profesionales de diagnóstico, asesoramiento o defensa, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación 

en materia de blanqueo de capitales y financiación de actividades terroristas. 

2. Los interesados en un procedimiento que conozcan datos que permitan identificar a otros interesados que 

no hayan comparecido en él tienen el deber de proporcionárselos a la Administración actuante. 

3. Cuando las inspecciones requieran la entrada en el domicilio del afectado o en los restantes lugares que 

requieran autorización del titular, se estará a lo dispuesto en el artículo 100. 
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Artículo 19. Comparecencia de las personas. 

1. La comparecencia de las personas ante las oficinas públicas, ya sea presencialmente o por medios 

electrónicos, sólo será obligatoria cuando así esté previsto en una norma con rango de ley. 

2. En los casos en que proceda la comparecencia, la correspondiente citación hará constar expresamente el 

lugar, fecha, hora, los medios disponibles y objeto de la comparecencia, así como los efectos de no atenderla. 

3. Las Administraciones Públicas entregarán al interesado certificación acreditativa de la comparecencia 

cuando así lo solicite. 

 

Artículo 20. Responsabilidad de la tramitación. 

1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones Públicas que 

tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables directos de su tramitación 

y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el ejercicio 

pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses legítimos, disponiendo lo necesario para 

evitar y eliminar toda anormalidad en la tramitación de procedimientos. 

2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública de que 

dependa el personal afectado. 

 

Artículo 21. Obligación de resolver. 

1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos 

cualquiera que sea su forma de iniciación. 

En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desistimiento de la 

solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del procedimiento, la resolución consistirá en la 

declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con indicación de los hechos producidos y las 

normas aplicables. 

Se exceptúan de la obligación a que se refiere el párrafo primero, los supuestos de terminación del 

procedimiento por pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos 

únicamente al deber de declaración responsable o comunicación a la Administración. 

2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del 

correspondiente procedimiento. 

Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de Ley establezca uno mayor o así 

venga previsto en el Derecho de la Unión Europea. 

3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses. 

Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán: 

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación. 

b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el 

registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación. 

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos 

informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de 

duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. 
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En todo caso, las Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para 

la resolución de los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los 

efectos que pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación 

del acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los 

diez días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la 

Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará 

además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente. 

5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un 

incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada 

del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste, 

podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo. 

6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así 

como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente 

responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución 

expresa en plazo. 

El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio 

de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable. 

 

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver. 

1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá 

suspender en los siguientes casos: 

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de 

documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del 

requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido, 

todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley. 

b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por el 

tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del 

pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada. 

c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione 

directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia, lo 

que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser notificado. 

d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el tiempo 

que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que 

igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en ningún caso 

de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el procedimiento. 

e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los 

interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente. 

f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos previstos 

en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin efecto, en su 

caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la Administración 

o los interesados. 
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g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo pronunciamiento 

por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá de comunicarse a los 

interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también deberá serles 

comunicado. 

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá 

en los siguientes casos: 

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es 

ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el 

supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento hasta 

que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su cumplimiento o, en 

su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo. 

b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las 

previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del 

inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación. 

c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un 

procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado. 

 

Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar. 

1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se 

refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano 

instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada 

la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior al establecido para 

la tramitación del procedimiento. 

2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, 

no cabrá recurso alguno. 

 

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado. 

1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la Administración 

debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo máximo sin haberse 

notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla estimada por silencio 

administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una norma de Derecho de 

la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo contrario. Cuando el 

procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga el carácter 

desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés general. 

El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de petición, a 

que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia que se 

transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público, impliquen 

el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de responsabilidad 

patrimonial de las Administraciones Públicas. 

El sentido del silencio también será desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y 

disposiciones y en los de revisión de oficio iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el 
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recurso de alzada se haya interpuesto contra la desestimación por silencio administrativo de una solicitud por 

el transcurso del plazo, se entenderá estimado el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano 

administrativo competente no dictase y notificase resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias 

enumeradas en el párrafo anterior de este apartado. 

2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo 

finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir 

a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte 

procedente. 

3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al 

siguiente régimen: 

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción del 

acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo. 

b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al vencimiento 

del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio. 

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la 

Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos 

desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la 

misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en 

Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el 

órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver 

el procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, 

computándose el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese 

entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver. 

 

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio. 

1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya 

dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal 

de resolver, produciendo los siguientes efectos: 

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la constitución 

de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren comparecido podrán 

entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo. 

b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de 

intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En 

estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos 

previstos en el artículo 95. 

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se 

interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución. 

 

Artículo 26. Emisión de documentos por las Administraciones Públicas. 

1. Se entiende por documentos públicos administrativos los válidamente emitidos por los órganos de las 

Administraciones Públicas. Las Administraciones Públicas emitirán los documentos administrativos por 



 

Dirección General de Función Pública  62 

escrito, a través de medios electrónicos, a menos que su naturaleza exija otra forma más adecuada de 

expresión y constancia. 

2. Para ser considerados válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán: 

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte electrónico según un formato 

determinado susceptible de identificación y tratamiento diferenciado. 

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, sin perjuicio de su posible 

incorporación a un expediente electrónico. 

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos. 

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos. 

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable. 

Se considerarán válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos requisitos, sean trasladados a un 

tercero a través de medios electrónicos. 

3. No requerirán de firma electrónica, los documentos electrónicos emitidos por las Administraciones Públicas 

que se publiquen con carácter meramente informativo, así como aquellos que no formen parte de un 

expediente administrativo. En todo caso, será necesario identificar el origen de estos documentos. 

 

Artículo 27. Validez y eficacia de las copias realizadas por las Administraciones Públicas. 

1. Cada Administración Pública determinará los órganos que tengan atribuidas las competencias de expedición 

de copias auténticas de los documentos públicos administrativos o privados. 

Las copias auténticas de documentos privados surten únicamente efectos administrativos. Las copias 

auténticas realizadas por una Administración Pública tendrán validez en las restantes Administraciones. 

A estos efectos, la Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales 

podrán realizar copias auténticas mediante funcionario habilitado o mediante actuación administrativa 

automatizada. 

Se deberá mantener actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios 

habilitados para la expedición de copias auténticas que deberán ser plenamente interoperables y estar 

interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de comprobar la validez de 

la citada habilitación. En este registro o sistema equivalente constarán, al menos, los funcionarios que presten 

servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros. 

2. Tendrán la consideración de copia auténtica de un documento público administrativo o privado las 

realizadas, cualquiera que sea su soporte, por los órganos competentes de las Administraciones Públicas en 

las que quede garantizada la identidad del órgano que ha realizado la copia y su contenido. 

Las copias auténticas tendrán la misma validez y eficacia que los documentos originales. 

3. Para garantizar la identidad y contenido de las copias electrónicas o en papel, y por tanto su carácter de 

copias auténticas, las Administraciones Públicas deberán ajustarse a lo previsto en el Esquema Nacional de 

Interoperabilidad, el Esquema Nacional de Seguridad y sus normas técnicas de desarrollo, así como a las 

siguientes reglas: 

a) Las copias electrónicas de un documento electrónico original o de una copia electrónica auténtica, con o sin 

cambio de formato, deberán incluir los metadatos que acrediten su condición de copia y que se visualicen al 

consultar el documento. 
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b) Las copias electrónicas de documentos en soporte papel o en otro soporte no electrónico susceptible de 

digitalización, requerirán que el documento haya sido digitalizado y deberán incluir los metadatos que 

acrediten su condición de copia y que se visualicen al consultar el documento. 

Se entiende por digitalización, el proceso tecnológico que permite convertir un documento en soporte papel 

o en otro soporte no electrónico en un fichero electrónico que contiene la imagen codificada, fiel e íntegra del 

documento. 

c) Las copias en soporte papel de documentos electrónicos requerirán que en las mismas figure la condición 

de copia y contendrán un código generado electrónicamente u otro sistema de verificación, que permitirá 

contrastar la autenticidad de la copia mediante el acceso a los archivos electrónicos del órgano u Organismo 

público emisor. 

d) Las copias en soporte papel de documentos originales emitidos en dicho soporte se proporcionarán 

mediante una copia auténtica en papel del documento electrónico que se encuentre en poder de la 

Administración o bien mediante una puesta de manifiesto electrónica conteniendo copia auténtica del 

documento original. 

A estos efectos, las Administraciones harán públicos, a través de la sede electrónica correspondiente, los 

códigos seguros de verificación u otro sistema de verificación utilizado. 

4. Los interesados podrán solicitar, en cualquier momento, la expedición de copias auténticas de los 

documentos públicos administrativos que hayan sido válidamente emitidos por las Administraciones Públicas. 

La solicitud se dirigirá al órgano que emitió el documento original, debiendo expedirse, salvo las excepciones 

derivadas de la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, en el plazo de quince días a contar desde la 

recepción de la solicitud en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente. 

Asimismo, las Administraciones Públicas estarán obligadas a expedir copias auténticas electrónicas de 

cualquier documento en papel que presenten los interesados y que se vaya a incorporar a un expediente 

administrativo. 

5. Cuando las Administraciones Públicas expidan copias auténticas electrónicas, deberá quedar expresamente 

así indicado en el documento de la copia. 

6. La expedición de copias auténticas de documentos públicos notariales, registrales y judiciales, así como de 

los diarios oficiales, se regirá por su legislación específica. 

 

Artículo 28. Documentos aportados por los interesados al procedimiento administrativo. 

1. Los interesados deberán aportar al procedimiento administrativo los datos y documentos exigidos por las 

Administraciones Públicas de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Asimismo, los interesados 

podrán aportar cualquier otro documento que estimen conveniente. 

2. Los interesados tienen derecho a no aportar documentos que ya se encuentren en poder de la 

Administración actuante o hayan sido elaborados por cualquier otra Administración. La administración 

actuante podrá consultar o recabar dichos documentos salvo que el interesado se opusiera a ello. No cabrá la 

oposición cuando la aportación del documento se exigiera en el marco del ejercicio de potestades 

sancionadoras o de inspección. 

Las Administraciones Públicas deberán recabar los documentos electrónicamente a través de sus redes 

corporativas o mediante consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos 

habilitados al efecto. 
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Cuando se trate de informes preceptivos ya elaborados por un órgano administrativo distinto al que tramita el 

procedimiento, estos deberán ser remitidos en el plazo de diez días a contar desde su solicitud. Cumplido este 

plazo, se informará al interesado de que puede aportar este informe o esperar a su remisión por el órgano 

competente. 

3. Las Administraciones no exigirán a los interesados la presentación de documentos originales, salvo que, con 

carácter excepcional, la normativa reguladora aplicable establezca lo contrario. 

Asimismo, las Administraciones Públicas no requerirán a los interesados datos o documentos no exigidos por 

la normativa reguladora aplicable o que hayan sido aportados anteriormente por el interesado a cualquier 

Administración. A estos efectos, el interesado deberá indicar en qué momento y ante qué órgano 

administrativo presentó los citados documentos, debiendo las Administraciones Públicas recabarlos 

electrónicamente a través de sus redes corporativas o de una consulta a las plataformas de intermediación de 

datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto, salvo que conste en el procedimiento la oposición 

expresa del interesado o la ley especial aplicable requiera su consentimiento expreso. Excepcionalmente, si 

las Administraciones Públicas no pudieran recabar los citados documentos, podrán solicitar nuevamente al 

interesado su aportación. 

4. Cuando con carácter excepcional, y de acuerdo con lo previsto en esta Ley, la Administración solicitara al 

interesado la presentación de un documento original y éste estuviera en formato papel, el interesado deberá 

obtener una copia auténtica, según los requisitos establecidos en el artículo 27, con carácter previo a su 

presentación electrónica. La copia electrónica resultante reflejará expresamente esta circunstancia. 

5. Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas 

derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el cotejo de las 

copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la 

información original. 

6. Las copias que aporten los interesados al procedimiento administrativo tendrán eficacia, exclusivamente en 

el ámbito de la actividad de las Administraciones Públicas. 

7. Los interesados se responsabilizarán de la veracidad de los documentos que presenten. 

 

CAPÍTULO II Términos y plazos 

Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos. 

Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 

Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los 

mismos. 

 

Artículo 30. Cómputo de plazos. 

1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se 

señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de 

un día hábil. 

Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la hora y minuto en 

que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una duración superior 

a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días. 
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2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se 

señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y 

los declarados festivos. 

Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el Derecho de la Unión 

Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones. 

3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación 

o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la 

desestimación por silencio administrativo. 

4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar 

la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la 

estimación o desestimación por silencio administrativo. 

El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo en el 

mes o el año de vencimiento. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza 

el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día del mes. 

5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente. 

6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil 

en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso. 

7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción 

al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de 

cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles 

de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación. 

Dicho calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así 

como en otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado. 

8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el 

funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de 

trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas. 

 

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros. 

1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las oficinas 

que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de los 

interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos. 

2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, 

por la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad 

necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. 

El funcionamiento del registro electrónico se regirá por las siguientes reglas: 

a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas. 

b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos 

por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer día 

hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. 
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Los documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil. 

Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo 

fueran el primer día hábil posterior. 

c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá determinado 

por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u Organismo. En todo 

caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a quien presentó el 

documento. 

3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al 

ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo 

30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único 

calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin 

que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6. 

 

Artículo 32. Ampliación. 

1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados, una 

ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo 

aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a 

los interesados. 

2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos 

tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el 

interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes 

fuera de España. 

3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso, 

antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya 

vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin 

perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento. 

4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación que 

corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación de los 

plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida como la 

ampliación concreta del plazo no vencido. 

5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los servicios y 

sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados 

que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de plazos de los 

procedimientos administrativos. 

 

Artículo 33. Tramitación de urgencia. 

1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la 

aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos 

establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos. 

2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al 

procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento. 
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TEMA 9 - LEY 40/2015: PRINCIPIOS DE LA POTESTAD 
SANCIONADORA; RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 

 

 

PRINCIPIOS DE LA POTESTAD SANCIONADORA 

CAPÍTULO III Principios de la potestad sancionadora 

Artículo 25. Principio de legalidad. 

1. La potestad sancionadora de las Administraciones Públicas se ejercerá cuando haya sido expresamente 

reconocida por una norma con rango de Ley, con aplicación del procedimiento previsto para su ejercicio y de 

acuerdo con lo establecido en esta Ley y en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas y, cuando se trate de Entidades Locales, de conformidad con lo dispuesto en el 

Título XI de la Ley 7/1985, de 2 de abril. 

2. El ejercicio de la potestad sancionadora corresponde a los órganos administrativos que la tengan 

expresamente atribuida, por disposición de rango legal o reglamentario. 

3. Las disposiciones de este Capítulo serán extensivas al ejercicio por las Administraciones Públicas de su 

potestad disciplinaria respecto del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza jurídica de la 

relación de empleo. 

4. Las disposiciones de este capítulo no serán de aplicación al ejercicio por las Administraciones Públicas de la 

potestad sancionadora respecto de quienes estén vinculados a ellas por relaciones reguladas por la 

legislación de contratos del sector público o por la legislación patrimonial de las Administraciones Públicas. 

 

Artículo 26. Irretroactividad. 

1. Serán de aplicación las disposiciones sancionadoras vigentes en el momento de producirse los hechos que 

constituyan infracción administrativa. 

2. Las disposiciones sancionadoras producirán efecto retroactivo en cuanto favorezcan al presunto infractor o 

al infractor, tanto en lo referido a la tipificación de la infracción como a la sanción y a sus plazos de prescripción, 

incluso respecto de las sanciones pendientes de cumplimiento al entrar en vigor la nueva disposición. 

 

Artículo 27. Principio de tipicidad. 

1. Sólo constituyen infracciones administrativas las vulneraciones del ordenamiento jurídico previstas como 

tales infracciones por una Ley, sin perjuicio de lo dispuesto para la Administración Local en el Título XI de la Ley 

7/1985, de 2 de abril. 

Las infracciones administrativas se clasificarán por la Ley en leves, graves y muy graves. 

2. Únicamente por la comisión de infracciones administrativas podrán imponerse sanciones que, en todo caso, 

estarán delimitadas por la Ley. 
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3. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro 

de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir nuevas infracciones o sanciones, ni 

alterar la naturaleza o límites de las que la Ley contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las 

conductas o a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes. 

4. Las normas definidoras de infracciones y sanciones no serán susceptibles de aplicación analógica. 

 

Artículo 28. Responsabilidad. 

1. Sólo podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción administrativa las personas físicas y 

jurídicas, así como, cuando una Ley les reconozca capacidad de obrar, los grupos de afectados, las uniones y 

entidades sin personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos, que resulten responsables 

de los mismos a título de dolo o culpa. 

2. Las responsabilidades administrativas que se deriven de la comisión de una infracción serán compatibles 

con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada por el mismo a su estado originario, así 

como con la indemnización por los daños y perjuicios causados, que será determinada y exigida por el órgano 

al que corresponda el ejercicio de la potestad sancionadora. De no satisfacerse la indemnización en el plazo 

que al efecto se determine en función de su cuantía, se procederá en la forma prevista en el artículo 101 de la 

Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

3. Cuando el cumplimiento de una obligación establecida por una norma con rango de Ley corresponda a 

varias personas conjuntamente, responderán de forma solidaria de las infracciones que, en su caso, se 

cometan y de las sanciones que se impongan. No obstante, cuando la sanción sea pecuniaria y sea posible se 

individualizará en la resolución en función del grado de participación de cada responsable. 

4. Las leyes reguladoras de los distintos regímenes sancionadores podrán tipificar como infracción el 

incumplimiento de la obligación de prevenir la comisión de infracciones administrativas por quienes se hallen 

sujetos a una relación de dependencia o vinculación. Asimismo, podrán prever los supuestos en que 

determinadas personas responderán del pago de las sanciones pecuniarias impuestas a quienes de ellas 

dependan o estén vinculadas. 

 

Artículo 29. Principio de proporcionalidad. 

1. Las sanciones administrativas, sean o no de naturaleza pecuniaria, en ningún caso podrán implicar, directa 

o subsidiariamente, privación de libertad. 

2. El establecimiento de sanciones pecuniarias deberá prever que la comisión de las infracciones tipificadas no 

resulte más beneficioso para el infractor que el cumplimiento de las normas infringidas. 

3. En la determinación normativa del régimen sancionador, así como en la imposición de sanciones por las 

Administraciones Públicas se deberá observar la debida idoneidad y necesidad de la sanción a imponer y su 

adecuación a la gravedad del hecho constitutivo de la infracción. La graduación de la sanción considerará 

especialmente los siguientes criterios: 

a) El grado de culpabilidad o la existencia de intencionalidad. 

b) La continuidad o persistencia en la conducta infractora. 

c) La naturaleza de los perjuicios causados. 

d) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza 

cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 
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4. Cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que deba aplicarse con la gravedad del hecho 

constitutivo de la infracción y las circunstancias concurrentes, el órgano competente para resolver podrá 

imponer la sanción en el grado inferior. 

5. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras, se deberá 

imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida. 

6. Será sancionable, como infracción continuada, la realización de una pluralidad de acciones u omisiones que 

infrinjan el mismo o semejantes preceptos administrativos, en ejecución de un plan preconcebido o 

aprovechando idéntica ocasión. 

 

Artículo 30. Prescripción. 

1. Las infracciones y sanciones prescribirán según lo dispuesto en las leyes que las establezcan. Si éstas no fijan 

plazos de prescripción, las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 

leves a los seis meses; las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas 

por faltas graves a los dos años y las impuestas por faltas leves al año. 

2. El plazo de prescripción de las infracciones comenzará a contarse desde el día en que la infracción se hubiera 

cometido. En el caso de infracciones continuadas o permanentes, el plazo comenzará a correr desde que 

finalizó la conducta infractora. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, de un procedimiento 

administrativo de naturaleza sancionadora, reiniciándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador 

estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable. 

3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que sea 

ejecutable la resolución por la que se impone la sanción o haya transcurrido el plazo para recurrirla. 

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, 

volviendo a transcurrir el plazo si aquél está paralizado durante más de un mes por causa no imputable al 

infractor. 

En el caso de desestimación presunta del recurso de alzada interpuesto contra la resolución por la que se 

impone la sanción, el plazo de prescripción de la sanción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel 

en que finalice el plazo legalmente previsto para la resolución de dicho recurso. 

 

Artículo 31. Concurrencia de sanciones. 

1. No podrán sancionarse los hechos que lo hayan sido penal o administrativamente, en los casos en que se 

aprecie identidad del sujeto, hecho y fundamento. 

2. Cuando un órgano de la Unión Europea hubiera impuesto una sanción por los mismos hechos, y siempre que 

no concurra la identidad de sujeto y fundamento, el órgano competente para resolver deberá tenerla en 

cuenta a efectos de graduar la que, en su caso, deba imponer, pudiendo minorarla, sin perjuicio de declarar la 

comisión de la infracción. 
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS.  

CAPÍTULO IV De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas 

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas 

Artículo 32. Principios de la responsabilidad. 

1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, 

de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del 

funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que 

el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. 

La anulación en vía administrativa o por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o 

disposiciones administrativas no presupone, por sí misma, derecho a la indemnización. 

2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con 

relación a una persona o grupo de personas. 

3. Asimismo, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas de toda 

lesión que sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la aplicación de actos legislativos de 

naturaleza no expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de soportar cuando así se establezca 

en los propios actos legislativos y en los términos que en ellos se especifiquen. 

La responsabilidad del Estado legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que 

concurran los requisitos previstos en los apartados anteriores: 

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, 

siempre que concurran los requisitos del apartado 4. 

b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de 

acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5. 

4. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, 

procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme 

desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera 

alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada. 

5. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma declarada contraria al Derecho de la Unión 

Europea, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia 

firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se 

hubiera alegado la infracción del Derecho de la Unión Europea posteriormente declarada. Asimismo, deberán 

cumplirse todos los requisitos siguientes: 

a) La norma ha de tener por objeto conferir derechos a los particulares. 

b) El incumplimiento ha de estar suficientemente caracterizado. 

c) Ha de existir una relación de causalidad directa entre el incumplimiento de la obligación impuesta a la 

Administración responsable por el Derecho de la Unión Europea y el daño sufrido por los particulares. 

6. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o declare el carácter de norma 

contraria al Derecho de la Unión Europea producirá efectos desde la fecha de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, salvo que en ella se establezca 

otra cosa. 
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7. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia se regirá 

por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. 

8. El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal 

Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal en 

la tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad. 

El procedimiento para fijar el importe de las indemnizaciones se tramitará por el Ministerio de Justicia, con 

audiencia al Consejo de Estado. 

9. Se seguirá el procedimiento previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas para determinar la responsabilidad de las Administraciones Públicas por los daños 

y perjuicios causados a terceros durante la ejecución de contratos cuando sean consecuencia de una orden 

inmediata y directa de la Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma sin perjuicio de 

las especialidades que, en su caso establezca el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. 

 

Artículo 33. Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas. 

1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias Administraciones públicas 

se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente Ley, las Administraciones intervinientes 

responderán frente al particular, en todo caso, de forma solidaria. El instrumento jurídico regulador de la 

actuación conjunta podrá determinar la distribución de la responsabilidad entre las diferentes 

Administraciones públicas. 

2. En otros supuestos de concurrencia de varias Administraciones en la producción del daño, la 

responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de competencia, interés público 

tutelado e intensidad de la intervención. La responsabilidad será solidaria cuando no sea posible dicha 

determinación. 

3. En los casos previstos en el apartado primero, la Administración competente para incoar, instruir y resolver 

los procedimientos en los que exista una responsabilidad concurrente de varias Administraciones Públicas, 

será la fijada en los Estatutos o reglas de la organización colegiada. En su defecto, la competencia vendrá 

atribuida a la Administración Pública con mayor participación en la financiación del servicio. 

4. Cuando se trate de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial, la Administración Pública 

competente a la que se refiere el apartado anterior, deberá consultar a las restantes Administraciones 

implicadas para que, en el plazo de quince días, éstas puedan exponer cuanto consideren procedente. 

 

Artículo 34. Indemnización. 

1. Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el 

deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos 

o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia 

o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones 

asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos. 

En los casos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere los apartados 4 y 5 del artículo 32, serán 

indemnizables los daños producidos en el plazo de los cinco años anteriores a la fecha de la publicación de la 

sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o el carácter de norma contraria al 

Derecho de la Unión Europea, salvo que la sentencia disponga otra cosa. 
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2. La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación fiscal, 

de expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones 

predominantes en el mercado. En los casos de muerte o lesiones corporales se podrá tomar como referencia 

la valoración incluida en los baremos de la normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la 

Seguridad Social. 

3. La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo, 

sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con arreglo 

al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los intereses que 

procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a lo establecido 

en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas presupuestarias 

de las Comunidades Autónomas. 

4. La indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada mediante 

pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés 

público, siempre que exista acuerdo con el interesado. 

 

Artículo 35. Responsabilidad de Derecho Privado. 

Cuando las Administraciones Públicas actúen, directamente o a través de una entidad de derecho privado, en 

relaciones de esta naturaleza, su responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los artículos 32 

y siguientes, incluso cuando concurra con sujetos de derecho privado o la responsabilidad se exija 

directamente a la entidad de derecho privado a través de la cual actúe la Administración o a la entidad que 

cubra su responsabilidad. 

Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas 

Artículo 36. Exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las 

Administraciones Públicas. 

1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere esta Ley, los particulares exigirán 

directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios 

causados por las autoridades y personal a su servicio. 

2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio en vía 

administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido 

por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del correspondiente procedimiento. 

Para la exigencia de dicha responsabilidad y, en su caso, para su cuantificación, se ponderarán, entre otros, los 

siguientes criterios: el resultado dañoso producido, el grado de culpabilidad, la responsabilidad profesional 

del personal al servicio de las Administraciones públicas y su relación con la producción del resultado dañoso. 

3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás personal a su servicio 

por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o 

negligencia graves. 

4. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los apartados 2 y 3, se sustanciará 

conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y 

se iniciará por acuerdo del órgano competente que se notificará a los interesados y que constará, al menos, 

de los siguientes trámites: 

a) Alegaciones durante un plazo de quince días. 
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b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime oportunas durante 

un plazo de quince días. 

c) Audiencia durante un plazo de diez días. 

d) Formulación de la propuesta de resolución en un plazo de cinco días a contar desde la finalización del 

trámite de audiencia. 

e) Resolución por el órgano competente en el plazo de cinco días. 

5. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa. 

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de culpa 

a los Tribunales competentes. 

 

Artículo 37. Responsabilidad penal. 

1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la 

responsabilidad civil derivada del delito se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación 

correspondiente. 

2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas no 

suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan, salvo que 

la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la 

responsabilidad patrimonial. 
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TEMA 10 - LEY 9/2023, DE 5 DE MAYO, DE FUNCIÓN PÚBLICA DE 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE 
LA RIOJA: OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN; CONCEPTO Y CLASES 
DE PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO; RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

 

 

El régimen jurídico de la Función Pública en la Comunidad Autónoma de La Rioja se encuentra regulado en la 

Ley 9/2023, de 5 de mayo, de función pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja, cuyo objeto y ámbito 

de aplicación son los siguientes: 

 

 

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

TÍTULO I OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

 

Artículo 1. Objeto. 

La presente ley tiene por objeto la ordenación y regulación de la función pública de la Administración de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja y las demás entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la presente 

ley, así como la determinación de su régimen jurídico en el ejercicio de las competencias atribuidas por el 

Estatuto de Autonomía de La Rioja y en el marco de la normativa básica del Estado. 

 

Artículo 2. Concepto y principios rectores de la función pública. 

1. La función pública es el instrumento a través del cual se asegura el funcionamiento de los servicios públicos 

y se satisfacen los intereses generales atribuidos a las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma 

de La Rioja. 

2. La función pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja está integrada por el conjunto del personal 

empleado público que presta sus servicios en las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja y en las demás entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la presente ley, con sometimiento pleno 

a la ley y al derecho y sujeción a los principios de actuación que se detallan en el apartado 3 de este artículo. 

3. Los principios y fundamentos de actuación de la función pública de las administraciones públicas de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja son los siguientes: 

a) Servicio a la ciudadanía y a los intereses generales con eficacia y calidad. 

b) Igualdad, mérito y capacidad en el acceso y en la promoción profesional. 

c) Sometimiento pleno a la ley y al derecho. 

d) Igualdad de trato y no discriminación entre mujeres y hombres, fomentando la conciliación de la vida 

personal, familiar y laboral. 

e) Objetividad, profesionalidad e imparcialidad en el servicio, garantizadas con la inamovilidad en la 

condición de personal funcionario de carrera. 

f) Eficacia en la planificación y gestión de los recursos humanos. 
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g) Desarrollo y cualificación profesional permanente del personal empleado público, a través de una 

formación funcional orientada a las necesidades del servicio. 

h) Transparencia. 

i) Evaluación y responsabilidad en la gestión. 

j) Jerarquía en la atribución, ordenación y desempeño de las funciones y tareas. 

k) Negociación colectiva y participación, a través de las personas representantes, en la determinación de 

las condiciones de empleo. 

l) Cooperación entre las administraciones públicas en la regulación y gestión del empleo público. 

m) Implantación progresiva de las tecnologías de la información y de la administración electrónica para 

garantizar el derecho de la ciudadanía a relacionarse con la Administración y acceder a los servicios 

públicos por estos medios. 

n) Ética profesional en el desempeño del servicio público. 

ñ) Igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal en el empleo público de las 

personas con discapacidad. 

o) Promoción de la estabilidad en el empleo público. 

 

Artículo 3. Ámbito de aplicación. 

1. La presente ley es de aplicación al personal funcionario, así como al personal laboral, en los términos 

previstos por el Estatuto Básico del Empleado Público y por esta ley, y al personal eventual, en lo que sea 

compatible con la naturaleza de su relación jurídica, que presten servicios en las administraciones públicas de 

la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

2. Se entiende a los efectos de esta ley por administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja: 

a) La Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

b) Los organismos públicos y demás entidades públicas con personalidad jurídica propia vinculados o 

dependientes de la Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja, así como los consorcios 

adscritos a ella. 

c) Las entidades locales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, sin perjuicio del respeto a la autonomía local, 

a la legislación básica del régimen local y a las potestades normativas y de organización inherentes a la misma, 

así como lo que disponga la ley autonómica en materia de Administración local, con las especificidades 

previstas en la disposición adicional sexta de esta ley. 

d) Los organismos públicos y demás entidades públicas con personalidad jurídica propia vinculados o 

dependientes de las entidades locales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, así como los consorcios 

adscritos a ellas, con las especificidades previstas en la disposición adicional sexta de esta ley. 

e) La Universidad de La Rioja, en relación con su personal de administración y servicios, en todo lo que no esté 

expresamente regulado por la legislación orgánica de universidades y sus disposiciones de desarrollo. 

3. El personal docente de niveles anteriores a enseñanzas superiores universitarias y el personal estatutario 

que preste sus servicios en los centros e instituciones sanitarias del Servicio Riojano de Salud se regirán por su 

normativa específica, por el Estatuto Básico del Empleado Público en los términos establecidos en su artículo 

2.3 y, de manera supletoria, por las previsiones de la presente ley. 
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4. Cada vez que esta ley haga mención al personal funcionario de carrera, se entenderá comprendido el 

personal estatutario del Servicio Riojano de Salud. 

5. El personal de investigación al servicio de la Comunidad Autónoma de La Rioja debe regirse por su 

legislación específica y, en lo no dispuesto, por la presente ley y demás legislación general aplicable según el 

tipo de personal. 

6. Al personal que preste sus servicios en otros entes integrantes del sector público autonómico o local no 

incluido en los apartados anteriores, en los que las administraciones públicas en su conjunto, directa o 

indirectamente, participen de manera mayoritaria, tales como sociedades públicas o fundaciones públicas, se 

les aplicará en todo caso lo dispuesto en materia de evaluación del desempeño, registro de personal, 

principios rectores del acceso al empleo público, deberes del personal empleado público, los instrumentos de 

planificación de recursos humanos previstos en los artículos 28, 31 y 33, así como lo relativo a personas con 

discapacidad. En cualquier caso y de manera supletoria, les será de aplicación el Estatuto Básico del Empleado 

Público en los términos establecidos en su artículo 2.5. 

7. Las entidades del sector público recogidas en el apartado anterior deberán ajustarse en los procesos de 

negociación colectiva de las condiciones de trabajo de su personal a la normativa, a los criterios y a las 

directrices emanadas de los órganos de gobierno a los que tales entidades se hallen adscritas. 

 

 

CONCEPTO Y CLASES DE PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO. 

TÍTULO II CLASES DE PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS DE LA 

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA 

 

CAPÍTULO I Concepto y clases de personal empleado público 

Artículo 4. Concepto y clases de personal empleado público. 

1. Es personal empleado público el que desempeña funciones retribuidas en las administraciones públicas de 

la Comunidad Autónoma de La Rioja al servicio de los intereses generales. 

2. El personal empleado público se clasifica en: 

a) Personal funcionario de carrera. 

b) Personal funcionario interino. 

c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal. 

d) Personal eventual. 

 

Artículo 5. Personal funcionario de carrera. 

1. Es personal funcionario de carrera el que, en virtud de nombramiento legal, se incorpora a una de las 

administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja mediante una relación jurídica regulada por 

el derecho administrativo para el desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente. 
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2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio 

de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales de la Administración autonómica 

corresponde exclusivamente al personal funcionario público. 

3. Con carácter general, los puestos de trabajo de la Administración general y organismos autónomos de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja están reservados a personal funcionario, sin perjuicio de los supuestos a los 

que se refiere el artículo 7. 

 

Artículo 6. Personal funcionario interino. 

1. Es personal funcionario interino el que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, es 

nombrado como tal con carácter temporal para el desempeño de funciones propias del personal funcionario 

de carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias: 

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de carrera 

debido a razones de urgencia, a que haya quedado desierta la oposición correspondiente y/o a la creación de 

una plaza nueva durante el periodo de interoposición, por un máximo de tres años, en los términos previstos 

en el apartado 4 de este artículo. 

b) La sustitución transitoria de las personas titulares, durante el tiempo estrictamente necesario. 

c) La ejecución de programas de carácter temporal y de duración determinada, que no podrán tener una 

duración superior a tres años, salvo lo previsto en el siguiente párrafo. 

El plazo máximo, dentro del límite de tres años, deberá hacerse constar expresamente en el nombramiento y 

responderá a necesidades no permanentes de la correspondiente Administración pública de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja. Finalizado el plazo inicial, el nombramiento podrá ser prorrogado anualmente siempre 

que el programa esté vigente en ese momento, con la dotación presupuestaria para ello, y se acredite de 

forma expresa la necesidad de la prórroga. En ningún caso la suma del plazo máximo que se hubiera hecho 

constar en el nombramiento y el de sus prórrogas podrá exceder de cuatro años. 

d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho 

meses. 

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos y se regirán en todo caso 

por los principios de igualdad, mérito, capacidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura inmediata 

del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará lugar al 

reconocimiento de la condición de personal funcionario de carrera. 

3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por 

cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 49, sin derecho a compensación 

alguna: 

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los 

procedimientos legalmente establecidos. 

b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados. 

c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento. 

d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento. 

e) Por la no superación del periodo de prueba previsto en el artículo 47.3 de la presente ley. 
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4. En el supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 1 de este artículo, las plazas vacantes desempeñadas 

por personal funcionario interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de 

provisión o movilidad de puestos previstos en la normativa de cada Administración pública. 

No obstante, transcurridos tres años desde el nombramiento del personal funcionario interino, se producirá 

el fin de la relación de interinidad, y la vacante solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, 

salvo que el correspondiente proceso selectivo quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro 

nombramiento de personal funcionario interino. 

Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente, 

siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar 

desde la fecha del nombramiento del funcionario interino, y sea resuelta conforme a los plazos establecidos 

en el artículo 34 de la presente ley. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, 

sin que su cese dé lugar a compensación económica. 

5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en 

cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su 

nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. 

6. La prestación de servicios en régimen de interinidad se computará en los supuestos de concurso oposición 

en los términos que se establezcan en la correspondiente convocatoria. 

 

Artículo 7. Personal laboral. 

1. Es personal laboral el que, en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las 

modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por 

las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja. En función de la duración del contrato 

este podrá ser fijo, por tiempo indefinido o temporal. 

2. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los 

principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por 

el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y 

urgencia. 

3. En ningún caso se podrá contratar personal en régimen laboral para ocupar puestos de trabajo clasificados 

exclusivamente para personal funcionario o personal eventual. 

4. El personal laboral deberá llevar a cabo las funciones atribuidas a los siguientes puestos: 

a) Los puestos cuyas actividades sean propias de una profesión u oficio determinado, que impliquen tareas de 

vigilancia, custodia, transporte u otras análogas, o que correspondan a áreas de actividad que requieran 

conocimientos técnicos, siempre y cuando estas funciones no sean las propias de cuerpos, escalas o 

especialidades de personal funcionario. 

b) Los puestos correspondientes a las áreas de mantenimiento y de conservación de edificios, de equipos y de 

instalaciones. 

5. El personal laboral que, de conformidad con la normativa vigente, obtenga resolución favorable del órgano 

competente para el cambio de puesto de trabajo por motivos de salud y en los supuestos de movilidad como 

medida de protección a las víctimas de violencia de género, víctimas de delitos de naturaleza sexual o víctimas 

del terrorismo podrá ocupar puestos de trabajo clasificados exclusivamente para personal funcionario. 
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Artículo 8. Personal eventual. 

1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, solo realiza 

funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial de la Presidencia, 

Vicepresidencia y consejerías del Gobierno de la Comunidad Autónoma de La Rioja, así como la Alcaldía o 

Presidencia de la entidad local correspondiente, siendo retribuido con cargo a los créditos presupuestarios 

consignados para este fin. 

2. El número de puestos de trabajo del personal eventual, sus características y las retribuciones que les 

corresponden son públicos y los determina el órgano de gobierno de cada Administración pública. 

3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la 

autoridad que propuso su nombramiento. 

4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la función pública o para la 

promoción interna. 

5. El cese del personal eventual no genera derecho a ningún tipo de indemnización y, una vez producido, no 

podrá generar derecho económico alguno. 

6. Al personal eventual, en lo que sea adecuado a su condición y con las modulaciones pertinentes, le será 

aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera. En todo caso, el disfrute de permisos estará 

condicionado al reconocimiento de los mismos por quien propuso su nombramiento y, en todo caso, a las 

necesidades del servicio. 

7. Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en los ayuntamientos 

deberán ajustarse a lo establecido en la legislación de régimen local. 

 

 

RÉGIMEN DISCIPLINARIO.  

TÍTULO IX RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

 

Artículo 119. Responsabilidad disciplinaria. 

1. El personal empleado público al servicio de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

queda sujeto al régimen disciplinario establecido en la legislación básica estatal y en la presente ley. 

2. El personal empleado público que indujere a otro personal empleado público a la realización de actos o 

conductas constitutivos de falta disciplinaria incurrirá en la misma responsabilidad que estos. 

3. Igualmente incurrirá en responsabilidad el personal funcionario público que encubriere faltas consumadas 

muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive perjuicio grave para la Administración o la ciudadanía. 

  

Artículo 120. Ejercicio de la potestad disciplinaria. 

1. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja corregirá disciplinariamente las 

infracciones del personal a su servicio señalado en el párrafo anterior, cometidas en el ejercicio de sus 

funciones y cargos, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales 

infracciones. 
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2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios: 

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la predeterminación normativa. 

b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las 

favorables al presunto infractor. 

c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las infracciones y sanciones como a su 

aplicación. 

d) Principio de culpabilidad. 

e) Principio de presunción de inocencia. 

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de 

criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. 

4. La sentencia condenatoria del órgano judicial impedirá la imposición de sanción disciplinaria si existe 

identidad de sujeto, hecho y fundamento entre la falta disciplinaria y la infracción penal. Si no existe identidad 

de sujeto, hecho y fundamento entre la falta disciplinaria y la infracción penal o si, existiendo dicha identidad, 

el procedimiento penal finaliza con sentencia absolutoria u otra resolución sin declaración de responsabilidad 

que no esté fundamentada en la inexistencia del hecho, podrá iniciarse o reanudarse el correspondiente 

procedimiento para determinar la posible existencia de responsabilidad disciplinaria. 

Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración. 

 

Artículo 121. Faltas disciplinarias. 

1. Son faltas disciplinarias las acciones u omisiones tipificadas como tales en la legislación básica estatal y en 

la presente ley o en otra norma con rango legal, las cuales darán lugar a la imposición de las correspondientes 

sanciones, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales infracciones. 

2. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro 

de faltas o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir nuevas faltas o sanciones ni alterar la 

naturaleza o límites de las que la ley contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas 

o la más precisa determinación de las sanciones correspondientes. 

3. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves. 

 

Artículo 122. Faltas muy graves. 

Son faltas muy graves, además de las previstas en la normativa estatal, las siguientes: 

a) La producción, por negligencia grave o mala fe, de daños muy graves en el patrimonio de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja. 

b) La embriaguez habitual o toxicomanía que afecte al funcionamiento del servicio o ponga en peligro a las 

personas con las que se relacione por razón del servicio. 

c) El incumplimiento del deber de comunicación a la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

de cualquier cambio que se produzca en el Registro Central de Delincuentes Sexuales y de Trata de Seres 

Humanos respecto de la existencia de antecedentes. 
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Artículo 123. Faltas graves. 

Son faltas graves, siempre que no constituyan falta muy grave: 

a) La falta de obediencia debida a las personas con rango superior jerárquico y autoridades que no deba ser 

calificada de falta muy grave. 

b) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo o en el desempeño de las funciones encomendadas. 

c) Las conductas constitutivas de delito doloso relacionadas con el servicio o que causen daño a la 

Administración o a la ciudadanía. 

d) La tolerancia de las personas con rango superior jerárquico respecto a la comisión de faltas muy graves o 

graves de sus subordinados. 

e) La desconsideración grave con las personas con rango superior jerárquico, compañeros, compañeras o 

personas subordinadas. 

f) La producción de daños graves en los locales, material o documentos de los servicios. 

g) La intervención en un procedimiento administrativo cuando concurra alguna de las causas de abstención 

legalmente señaladas. 

h) La emisión de informes y la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales cuando causen perjuicio a la 

Administración o a la ciudadanía y no constituyan falta muy grave. 

i) La falta de rendimiento que afecte al normal funcionamiento de los servicios y no constituya falta muy grave. 

j) El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en materia de incompatibilidades, 

cuando no suponga mantenimiento de una situación de incompatibilidad. 

k) El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo o del horario aprobado que, acumulado, suponga 

un mínimo de diez horas dentro de un mes. 

l) La tercera falta injustificada de asistencia en un periodo de tres meses, cuando las dos anteriores hubieren 

sido objeto de sanción por falta leve. 

m) La grave perturbación del servicio. 

n) El atentado grave a la dignidad del personal funcionario o de la Administración. 

ñ) La desconsideración grave hacia cualquier ciudadana o ciudadano con quien se relacione en el ejercicio de 

sus funciones. 

o) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas de control de horarios o a impedir que sean 

detectados los incumplimientos injustificados de la jornada de trabajo. 

p) La simulación de enfermedad o accidente cuando comporte ausencia del trabajo. 

q) El empleo, autorización o facilidad a terceras personas para usos ajenos al desarrollo de las funciones 

encomendadas, medios, herramientas o recursos puestos por la Administración pública a disposición de su 

personal, salvo que por su escasa entidad constituya falta leve. 

r) El consumo de alcohol, de sustancias estupefacientes o psicotrópicas que afecte al funcionamiento del 

servicio. 

 

Artículo 124. Faltas leves. 

Son faltas leves: 
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a) El incumplimiento injustificado de la jornada o del horario de trabajo aprobado cuando no suponga falta 

grave. 

b) La falta de asistencia injustificada de un día. 

c) La incorrección con las personas con rango superior jerárquico, compañeros, compañeras y personas 

subordinadas, y con cualquier persona con la que se relacione en el ejercicio de sus funciones. 

d) El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones. 

e) El descuido en el mantenimiento de los locales, instalaciones, material y documentos de los servicios 

cuando no deba ser calificado de falta grave. 

f) El empleo, autorización o facilidad a terceras personas para usos ajenos al desarrollo de las funciones 

encomendadas, medios, herramientas o recursos de escasa entidad puestos por la Administración a 

disposición de su personal, cuando no deba ser calificado de falta grave. 

g) El incumplimiento de los deberes y obligaciones siempre que no deban ser calificados de falta muy grave o 

grave. 

 

Artículo 125. Sanciones. 

Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones: 

a) Separación del servicio del personal funcionario, que en el caso del personal funcionario interino 

comportará la revocación de su nombramiento y la exclusión de todas las bolsas de trabajo de las que forme 

parte, y que solo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves. 

b) Suspensión firme de funciones con pérdida de retribuciones, con una duración máxima de seis años. 

c) Rescisión del nombramiento como personal interino, que imposibilitará un nuevo nombramiento como 

personal funcionario interino por un periodo no superior a tres años. 

d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad. 

e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria, y se 

concretará en la pérdida de grados personales, la prohibición de participar en procedimientos de provisión y 

carrera profesional o la privación del derecho a ser evaluado. 

f) Apercibimiento por escrito. 

 

Artículo 126. Relación entre las faltas y las sanciones. 

1. Por la comisión de faltas muy graves podrán imponerse las siguientes sanciones: 

a) Separación del servicio, que en el caso del personal funcionario interino comportará la revocación de su 

nombramiento, que deberá ser acordada por el Gobierno, a propuesta de la persona titular de la consejería 

competente en materia de función pública, previos los informes o dictámenes pertinentes. 

b) Suspensión firme de funciones, con pérdida de retribuciones, por un periodo que no podrá ser superior a 

seis años ni inferior a tres años y un día. 

c) Traslado forzoso con o sin cambio de localidad. En el supuesto de traslado con cambio de localidad, no 

podrá obtener nuevo destino por ningún procedimiento en la localidad desde la que fue trasladado por un 

periodo que no podrá ser superior a seis años ni inferior a tres años y un día. En el supuesto de traslado sin 
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cambio de localidad, no podrá obtener nuevo destino por ningún procedimiento en el centro o unidad desde 

la que fue trasladado por un periodo que no podrá ser superior a seis años ni inferior a tres años y un día. 

d) Pérdida de hasta tres grados en el sistema de carrera horizontal. 

e) Prohibición de participar en procedimientos de provisión y carrera profesional por un periodo de tiempo 

mínimo de tres años y un día y máximo de seis años. 

f) Privación del derecho a ser evaluado por un periodo de tiempo mínimo de tres años y un día y máximo de 

seis años. 

2. Por la comisión de faltas graves podrán imponerse las siguientes sanciones: 

a) Suspensión firme de funciones, con pérdida de retribuciones, por un periodo que no podrá ser superior a 

tres años. 

b) Traslado forzoso con o sin cambio de localidad. En el supuesto de traslado con cambio de localidad, no 

podrá obtener nuevo destino por ningún procedimiento en la localidad desde la que fue trasladado por un 

periodo que no podrá ser superior a tres años. En el supuesto de traslado sin cambio de localidad, no podrá 

obtener nuevo destino por ningún procedimiento en el centro o unidad desde la que fue trasladado por un 

periodo que no podrá ser superior a tres años. 

c) Rescisión del nombramiento como personal interino, que imposibilitará un nuevo nombramiento como 

personal funcionario interino por un periodo no superior a tres años. 

d) Pérdida de hasta dos grados en el sistema de carrera horizontal. 

e) Prohibición de participar en procedimientos de provisión y carrera profesional por un periodo de tiempo 

máximo de tres años. 

f) Privación del derecho a ser evaluado por un periodo de tiempo máximo de tres años. 

3. Por la comisión de faltas leves únicamente se podrá imponer la sanción de apercibimiento por escrito. 

 

Artículo 127. Criterios de graduación de faltas y sanciones. 

La calificación de las faltas y la determinación del alcance de la sanción se establecerán teniendo en cuenta 

los siguientes criterios: 

a) El grado de intencionalidad, descuido o negligencia que se revele en la conducta. 

b) El daño al interés público. 

c) El grado de perturbación del servicio. 

d) La reiteración o reincidencia. 

e) El grado de participación. 

f) El interés, beneficio o provecho propio o ajeno perseguidos con la infracción. 

 

Artículo 128. Prescripción de las faltas y sanciones. 

1. Las faltas y sanciones prescribirán conforme a los plazos que determine la legislación básica estatal. 

2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que la falta se hubiese cometido, y desde 

el cese de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. 
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3. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a contarse desde la firmeza de la resolución 

sancionadora. 

 

Artículo 129. Procedimiento disciplinario. 

1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves sino mediante el procedimiento 

previamente establecido, que se estructurará atendiendo a los principios de eficacia, celeridad y economía 

procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de defensa de la persona presuntamente responsable. 

La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento sumario, atendiendo a los 

mismos principios señalados en el párrafo anterior, y requerirá al menos la audiencia al personal interesado. 

2. La tramitación del procedimiento disciplinario se remite expresamente a la normativa básica estatal. 

3. El plazo máximo para dictar y notificar la resolución que ponga fin al procedimiento iniciado para exigir la 

responsabilidad disciplinaria por la comisión de faltas muy graves y graves será de doce meses, a contar desde 

la fecha del acuerdo de incoación. 

En los procedimientos iniciados para exigir responsabilidad disciplinaria por la comisión de faltas leves, el 

plazo máximo para dictar y notificar la resolución que ponga fin al procedimiento será el que se establezca 

reglamentariamente. 

 

Artículo 130. Medidas provisionales. 

1. Cuando así esté previsto en la norma que regule el procedimiento disciplinario aplicable al personal 

funcionario al servicio de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja, se podrán adoptar, 

mediante resolución motivada, medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final 

que pudiera recaer. 

2. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente disciplinario no podrá 

exceder de seis meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al personal interesado. La 

suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento judicial y se 

mantendrá por el tiempo al que se extiendan la prisión provisional u otras medidas decretadas por el juez o la 

jueza que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión 

provisional excediera de seis meses, no supondrá pérdida del puesto de trabajo. 

3. Asimismo, y en el supuesto de que la autoridad judicial que dictare auto de procesamiento no haya adoptado 

medida alguna, la autoridad competente para incoar el expediente disciplinario podrá acordar 

motivadamente la suspensión provisional del personal funcionario sometido a procesamiento, cualquiera que 

sea la causa del mismo, pudiendo mantenerse la suspensión durante todo el procedimiento. En este caso, si 

la suspensión provisional excediera de seis meses, tampoco supondrá pérdida del puesto de trabajo. 

4. El personal funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las 

retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hijo/a a cargo. 

5. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el personal funcionario deberá devolver lo percibido 

durante el tiempo de duración de aquella. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción 

definitiva, la Administración deberá restituir al personal funcionario la diferencia entre los haberes realmente 

percibidos y los que hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. 

El tiempo de permanencia en suspensión provisional será de abono para el cumplimiento de la suspensión 

firme. 
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Cuando la suspensión no sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de 

servicio activo, debiendo acordarse la inmediata reincorporación del personal funcionario a su puesto de 

trabajo, con reconocimiento de todos los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de 

suspensión. 

 

Artículo 131. Anotación de sanciones. 

1. Las sanciones disciplinarias que se impongan al personal funcionario se anotarán en el Registro de Personal, 

con indicación de las faltas que las motivaron. 

2. Las anotaciones se cancelarán de oficio una vez transcurridos los periodos de tiempo equivalentes a los 

plazos de prescripción de las sanciones. En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las sanciones 

canceladas o que hubieran podido serlo. 

3. Las anotaciones, una vez canceladas, se eliminarán del expediente del personal y no podrán ser tenidas en 

cuenta en ningún otro procedimiento. 

4. No podrán ser objeto de cancelación las sanciones de separación del servicio, la revocación del 

nombramiento de interinos o el despido disciplinario del personal laboral. 
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TEMA 11 - LEY 9/2023, DE 5 DE MAYO, DE FUNCIÓN PÚBLICA DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA 
RIOJA: DERECHOS DEL PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO; 
JORNADA, VACACIONES Y PERMISOS; DERECHOS RETRIBUTIVOS; 
CARRERA Y PROMOCIÓN PROFESIONAL. EVALUACIÓN DEL 
DESEMPEÑO; DEBERES DEL EMPLEADO PÚBLICO 

 

 

DERECHOS DEL PERSONAL EMPLEADO PÚBLICO. 

TÍTULO VI. DERECHOS Y DEBERES 

 

CAPÍTULO I. Derechos del personal empleado público 

Artículo 55. Derechos individuales. 

El personal empleado público de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja tiene, 

en correspondencia con la naturaleza jurídica de su relación de servicio, y de conformidad con lo establecido 

en la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, los siguientes derechos individuales: 

a) A la inamovilidad en la condición de personal funcionario de carrera. 

b) Al desempeño efectivo de las funciones y tareas propias de su cuerpo, escala, especialidad en su caso, o 

categoría profesional, y de acuerdo con la progresión alcanzada en su carrera profesional. 

c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de igualdad, 

mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación. 

d) A la percepción de las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio. 

e) A la participación en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser 

informado por sus superiores de las tareas a desarrollar. 

f) A la asistencia, defensa jurídica y protección por parte de la Administración pública en los procedimientos 

que se sigan ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o 

cargos públicos. 

g) A las debidas garantías y protección específica por la información que pueda facilitar sobre infracciones 

normativas y conductas ilegales sobre actuaciones de altos cargos o personal empleado público. 

h) A la formación continua y de calidad y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades 

profesionales, preferentemente en horario laboral, y siempre en relación con necesidades del servicio y con 

carácter funcional. 

i) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, propia imagen y dignidad en el trabajo, y a la efectiva 

protección frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral. También tendrá derecho a la intimidad 

en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de videovigilancia y 

geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la legislación vigente en 

materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales. 
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j) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual, 

religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o 

social. 

k) A la conciliación de la vida personal, familiar y laboral, mediante medidas e incentivos concretos destinadas 

a ese fin, concretamente las dedicadas a fomentar la asunción equilibrada de las responsabilidades familiares, 

aplicando las medidas previstas en la normativa y los planes de igualdad. 

l) Al teletrabajo, según lo dispuesto en el artículo 59 y en la normativa correspondiente. 

m) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico. 

n) A recibir formación y protección adecuada y eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 

ñ) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias. 

o) A la jubilación según los términos y condiciones establecidos en las normas aplicables. 

p) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación en los 

términos establecidos en la legislación sobre esta materia. 

q) A la libre asociación profesional. 

r) A la adaptación o cambio de puesto de trabajo por motivos de salud en los términos normativamente 

establecidos. 

s) A la solución extrajudicial de conflictos individuales. 

t) A recibir información sindical. 

u) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. 

 

Artículo 56. Solución extrajudicial de conflictos individuales. 

Dentro del ámbito de sus competencias en materia de función pública, el Gobierno de La Rioja podrá 

desarrollar órganos y canales para arbitrar mecanismos de resolución extrajudicial de conflictos en asuntos 

de personal y de carácter individual surgidos entre la Administración y el personal a su servicio, o entre los 

propios empleados públicos. 

 

Artículo 57. Derechos individuales ejercidos colectivamente. 

El personal empleado público de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja tiene 

los derechos individuales que se ejercen colectivamente, establecidos en el artículo 15 del Real Decreto 

5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 

Público. 

 

 

JORNADA, VACACIONES Y PERMISOS 

CAPÍTULO II Jornada, vacaciones y permisos 

Artículo 58. Jornada de trabajo del personal funcionario. 
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1. Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja establecerán la jornada general y las 

jornadas especiales de trabajo del personal funcionario. 

2. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. 

3. El personal funcionario público y el personal laboral tendrán derecho a la reducción de su jornada de trabajo 

en los supuestos y con los requisitos que se determinen reglamentariamente de acuerdo con la legislación 

que resulte de aplicación. 

 

Artículo 59. Teletrabajo. 

1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido 

competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan, 

de manera no presencial fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de 

la información y comunicación. 

2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible 

con la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos 

excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo 

de esta ley, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán criterios 

objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. 

El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos 

y la evaluación de su cumplimiento. 

3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos, 

individuales y colectivos, recogidos en la presente ley que el resto del personal que preste sus servicios en 

modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo 

aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial. 

4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad los medios 

tecnológicos necesarios para su actividad en las condiciones y términos que se dicten en sus normas de 

desarrollo. 

5. El personal laboral al servicio de las administraciones públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo 

previsto en la presente ley y por sus normas de desarrollo. 

 

Artículo 60. Permisos. 

1. El personal funcionario podrá disfrutar de los permisos establecidos en los artículos 48 y 49 del texto 

refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobada por el Real Decreto Legislativo 

5/2015, de 30 de octubre. 

2. Además de los días por asuntos particulares que se establezcan, el personal funcionario tendrá derecho al 

disfrute de dos días adicionales al cumplir el sexto trienio, incrementándose, como máximo, en un día adicional 

por cada trienio cumplido a partir del octavo. 

 

Artículo 61. Vacaciones. 
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1. El personal funcionario tendrá derecho a disfrutar durante cada año natural de unas vacaciones retribuidas 

de 22 días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de servicio durante el año 

fuera menor. 

Asimismo, el personal funcionario tendrá derecho a un día hábil adicional al cumplir quince años de servicio, 

añadiéndose un día hábil más al cumplir los veinte, veinticinco y treinta años de servicio, respectivamente. 

Dichos días se podrán disfrutar desde el día siguiente al del cumplimiento de los correspondientes años de 

servicio. 

A los efectos previstos en el presente artículo, no se considerarán como días hábiles los sábados, sin perjuicio 

de las adaptaciones que se establezcan en los horarios especiales. 

2. Cuando las situaciones de incapacidad temporal, permiso por parto, adopción, guarda con fines de adopción 

o acogimiento, permiso de paternidad, riesgo durante la lactancia o riesgo durante el embarazo impidan iniciar 

el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que correspondan, o una vez iniciado el periodo 

vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, este periodo se podrá disfrutar aunque haya terminado el 

año natural al que correspondan y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final 

del año en el que se hayan originado. 

3. Las condiciones y periodos de disfrute concretos de las vacaciones estarán condicionados a las necesidades 

del servicio, a cuyo efecto se podrán dictar por las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de 

La Rioja las instrucciones precisas. 

4. El periodo de vacaciones anuales retribuidas del personal funcionario público no puede ser sustituido por 

una cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el disfrute de las 

vacaciones devengadas. 

No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios del personal funcionario por 

causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el abono de una compensación económica 

por las vacaciones devengadas y no disfrutadas, y en particular en los casos de jubilación por incapacidad 

permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses. 

 

Artículo 62. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral. 

El régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se regirá por lo establecido en 

la normativa estatal sobre la materia. 

 

 

DERECHOS RETRIBUTIVOS 

CAPÍTULO III Derechos retributivos 

Artículo 63. Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos. 

1. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones 

complementarias del personal funcionario, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral, 

deberán reflejarse para cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja. 
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2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la masa 

salarial superior a los límites fijados anualmente en la ley de presupuestos generales del Estado. 

 

Artículo 64. Retribuciones del personal funcionario de carrera. 

1. Las retribuciones del personal funcionario de carrera se clasifican en básicas y complementarias. 

2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al personal funcionario según la adscripción de su cuerpo o 

escala a un determinado subgrupo o grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que este no tenga 

subgrupo, y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidos los componentes de sueldo 

y trienios y de las pagas extraordinarias. 

3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características del puesto de trabajo, la 

progresión en la carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el personal 

funcionario en el cumplimiento de sus funciones, responsabilidades y tareas que hayan sido asignadas al 

puesto de trabajo. 

4. Las pagas extraordinarias serán dos al año y se percibirán en los meses de junio y diciembre, por un importe 

cada una de ellas de una mensualidad de las retribuciones básicas y de las retribuciones complementarias 

vinculadas a la carrera profesional y al puesto de trabajo, excluidos el complemento de productividad y por 

servicios extraordinarios. 

5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las administraciones públicas 

como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun cuando 

estuviesen normativamente atribuidas a los servicios. 

 

Artículo 65. Retribuciones básicas. 

1. Las retribuciones básicas, que se fijan en la ley de presupuestos generales del Estado y figurarán reflejadas 

en los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, estarán integradas única y 

exclusivamente por: 

a) El sueldo, que retribuye al personal funcionario por la adscripción de su cuerpo o escala a un determinado 

grupo o subgrupo de clasificación profesional, o por su pertenencia a una agrupación profesional funcionarial. 

b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada subgrupo o grupo de clasificación 

profesional, en el supuesto de que este no tenga subgrupo, por cada tres años de servicio. 

2. A los efectos de perfeccionamiento de trienios, son computables todos los servicios prestados en cualquier 

Administración pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la presente ley, excepto 

sociedades públicas, consorcios y fundaciones, y en órganos constitucionales del Estado, sea cual sea el 

régimen jurídico en el que se hayan prestado, excepto en aquellos que tuvieran el carácter de prestaciones 

personales obligatorias. También serán computables los servicios prestados en las administraciones públicas 

de los Estados miembros de la Unión Europea o de aquellos estados a los que, en virtud de tratados 

internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados por España, sea de aplicación la libre circulación 

de las personas trabajadoras. 

Cuando, antes de completar un trienio, el personal funcionario cambie de adscripción a un grupo o subgrupo 

de clasificación profesional, la fracción de tiempo transcurrido se considerará como tiempo de servicios 

prestados en el nuevo grupo o subgrupo. 
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Ningún periodo podrá ser computado más de una vez, aun cuando durante el mismo se hayan prestado 

servicios simultáneos en uno o más sectores de la misma Administración o en administraciones públicas 

diferentes. 

3. En el caso de movilidad del personal funcionario de un subgrupo o grupo a otro, se conservará el derecho a 

los trienios devengados. Las fracciones de tiempo de servicios que no completen un trienio se acumularán a 

los servicios que se presten en el nuevo subgrupo o grupo al que dicha persona acceda. 

 

Artículo 66. Retribuciones complementarias. 

1. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la 

carrera administrativa, el resultado de la actividad profesional, así como los servicios extraordinarios 

prestados fuera de la jornada ordinaria de trabajo. 

2. Las retribuciones complementarias consistirán en: 

a) El complemento de destino, correspondiente al nivel del puesto de trabajo que se desempeñe. 

b) El complemento específico, que retribuirá las condiciones singulares de los puestos de trabajo en atención 

a su especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible, o las condiciones en las 

que se desarrolla el trabajo. En ningún caso podrá asignarse más de un complemento específico a cada puesto 

de trabajo. Las relaciones de puestos de trabajo señalarán aquellos puestos cuyo complemento específico 

retribuya el factor de incompatibilidad. 

c) El complemento de grado, destinado a retribuir el grado alcanzado en la carrera o desarrollo profesional. 

d) El complemento de productividad retribuirá el grado de interés, iniciativa o esfuerzo con que el personal 

funcionario desempeñe su trabajo y el rendimiento o resultados obtenidos. La cuantía global de este 

complemento no podrá exceder de un determinado porcentaje sobre los costes totales del personal, que será 

determinado en la ley de presupuestos de cada ejercicio y que también determinará los criterios para su 

distribución. 

En todo caso, las cantidades que perciba cada persona funcionaria por este concepto serán de conocimiento 

público del resto de personal funcionario de cada consejería, así como de las personas representantes 

sindicales, con sujeción a lo establecido en materia de protección de datos. 

e) El complemento por servicios extraordinarios, que retribuirá los servicios extraordinarios prestados fuera 

de la jornada ordinaria de trabajo, que, en ningún caso, podrá ser fijo en su cuantía ni periódico en su devengo. 

3. El personal funcionario de carrera podrá percibir complementos personales transitorios si, como 

consecuencia de procesos de transferencias o de delegación de competencias, de procesos de integración en 

regímenes estatutarios distintos o en los demás casos previstos en una norma con rango de ley, se produjera 

una disminución en cómputo anual de las retribuciones consideradas fijas y periódicas. 

Los complementos personales transitorios resultantes experimentarán, por compensación, una reducción 

anual equivalente al incremento general que se produzca en el respectivo complemento específico. Asimismo, 

será absorbido por cualquier mejora retributiva que se produzca, incluidas las derivadas del cambio de puesto 

de trabajo. 

4. El complemento de destino y el complemento específico figurarán en los correspondientes puestos de la 

relación de puestos de trabajo. 
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Artículo 67. Retribuciones del personal funcionario interino. 

El personal funcionario interino percibirá las retribuciones básicas del grupo o subgrupo de adscripción o de 

la agrupación profesional funcionarial, así como las pagas extraordinarias por los conceptos retributivos que 

le corresponden. 

Percibirá, asimismo, las retribuciones complementarias que correspondan. 

 

Artículo 68. Retribuciones del personal eventual. 

1. El personal eventual percibirá el sueldo correspondiente al subgrupo, o grupo de clasificación profesional 

en el supuesto de que este no tenga subgrupos, al que se asimilen sus funciones y el complemento de puesto 

de trabajo asignado al puesto reservado a personal eventual que desempeñe. 

2. El personal funcionario de carrera que en situación de servicio activo ocupe puestos de trabajo reservados 

al personal eventual percibirá el sueldo correspondiente a su subgrupo, o grupo de clasificación profesional 

en el supuesto de que este no tenga subgrupos, los trienios que tenga reconocidos, el complemento de 

carrera correspondiente al tramo que tenga reconocido y el complemento de puesto de trabajo asignado al 

puesto reservado a personal eventual que desempeñe. 

3. En ningún caso el personal eventual podrá percibir gratificaciones extraordinarias ni incentivos por 

rendimiento. 

 

Artículo 69. Retribuciones del personal funcionario en prácticas. 

1. En las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja, el personal funcionario nombrado 

en prácticas percibirá, mientras se mantenga en esta situación, una retribución equivalente al sueldo y pagas 

extraordinarias correspondientes al subgrupo o grupo en el que aspiren a ingresar, en el supuesto de que este 

no tenga subgrupo, en el que esté clasificado el cuerpo o escala en el que aspire a ingresar. 

Si las prácticas se realizaran desempeñando un puesto de trabajo, el importe anterior se incrementará en las 

retribuciones complementarias correspondientes a dicho puesto. 

2. El personal funcionario en prácticas que ya esté prestando servicios remunerados en la misma 

Administración pública como personal funcionario de carrera o interino o como personal laboral, en el 

momento de su nombramiento como personal funcionario en prácticas, deberá optar al comienzo del periodo 

de prácticas o del curso selectivo por percibir: 

a) Las retribuciones correspondientes al puesto que esté desempeñando hasta el momento de su 

nombramiento como personal funcionario en prácticas, además de los trienios que ya tuviera reconocidos. 

b) Las previstas en el apartado 1 de este artículo, además de los trienios que ya tuviera reconocidos. 

3. El pago de las retribuciones al personal funcionario en prácticas corresponde a la Administración que haya 

convocado el proceso selectivo, excepto si las prácticas o el curso selectivo se realizan desempeñando un 

puesto de trabajo, en cuyo caso el pago corresponde a la Administración en la que se encuentre el puesto de 

trabajo. 

 

Artículo 70. Retribuciones del personal laboral. 

Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación básica estatal en materia 

laboral, el convenio colectivo y el contrato de trabajo. 
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La masa salarial del personal laboral del sector público de la Comunidad Autónoma de La Rioja no podrá 

experimentar un crecimiento global superior al señalado en la ley de presupuestos generales del Estado para 

cada ejercicio. 

 

Artículo 71. Indemnizaciones. 

El personal funcionario percibirá las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio. 

 

Artículo 72. Retribuciones diferidas. 

Las administraciones de la Comunidad Autónoma de La Rioja podrán destinar cantidades, hasta el porcentaje 

de la masa salarial que se fije anualmente en la ley de presupuestos del Estado, a financiar aportaciones a 

planes de pensiones de empleo o contratos de seguro colectivo que incluyan la cobertura de la contingencia 

de jubilación para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con lo establecido en la normativa 

reguladora de los planes de pensiones. 

Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o contratos de seguros tendrán a 

todos los efectos la consideración de retribución diferida. 

 

Artículo 73. Deducción de retribuciones. 

1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de jornada no realizada dará lugar 

a la deducción proporcional de haberes, que no tendrá carácter sancionador. 

2. Quienes ejerciten el derecho de huelga no devengarán ni percibirán las retribuciones correspondientes al 

tiempo en el que hayan permanecido en esa situación, sin que la deducción de haberes que se efectúe tenga 

carácter de sanción ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones sociales. 

 

Artículo 74. Reducción voluntaria del complemento específico. 

1. El personal incluido en el ámbito de aplicación de la presente ley podrá solicitar la reducción del importe del 

complemento específico o concepto equiparable correspondiente al puesto de trabajo que ocupe con el fin 

de adecuarlo al porcentaje al que se refiere el artículo 16.4 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 

Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas. 

A los efectos previstos en el apartado anterior, no procederá la reducción del complemento específico, o 

concepto equiparable correspondiente, a aquellos puestos que incluyan entre los componentes que 

remuneran el factor de incompatibilidad y así se señale en las relaciones de puestos de trabajo. 

2. Se excluye de esta posibilidad de reducción voluntaria del complemento específico: 

a) Al personal que, estando incluido en el ámbito subjetivo de aplicación indicado en el apartado 1 del presente 

artículo, ocupe puestos que tengan asignado complemento de destino de nivel 29 o 30. 

b) Al personal funcionario perteneciente a cuerpos al servicio de la Administración de Justicia cuya gestión 

corresponda a la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

3. La reducción del importe del complemento específico o concepto equiparable no supondrá de manera 

automática el reconocimiento de ninguna compatibilidad para el ejercicio de actividades privadas a favor de 

la persona solicitante, que para tal fin habrá de solicitar el reconocimiento expreso de esta compatibilidad en 
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los términos que establece el artículo 14 de la Ley 53/1984, tras la obtención de un pronunciamiento 

favorable sobre la mencionada reducción. 

4. La reducción del importe del complemento específico surtirá efectos jurídicos y económicos desde el día en 

que se resuelva en sentido favorable la correspondiente solicitud de reconocimiento de compatibilidad. En 

todo caso, la denegación del reconocimiento de compatibilidad instado implicará automáticamente la 

revocación del pronunciamiento favorable a la reducción, no llegando a desplegar ningún efecto. 

5. Cuando el personal empleado público al que se haya reconocido la compatibilidad para el ejercicio de la 

actividad privada cese en la misma, podrá solicitar la percepción íntegra del complemento específico o 

concepto equiparable de su puesto de trabajo. Dicha modificación tendrá efectos desde la fecha en que la 

misma se solicita. 

6. Corresponde la resolución de este procedimiento, tanto sobre la reducción voluntaria del complemento 

específico como sobre, en su caso, el posterior incremento del complemento objeto de reducción hasta su 

cuantía originaria, al órgano con competencias en materia de gestión de la nómina del personal. 

7. La solicitud se resolverá en el plazo de diez días, entendiéndose estimada la misma una vez transcurrido 

dicho plazo sin que se haya dictado y notificado resolución expresa. 

 

 

CARRERA Y PROMOCIÓN PROFESIONAL. EVALUACIÓN DEL DESEMPEÑO 

CAPÍTULO IV Carrera y promoción profesional. Evaluación del desempeño 

 

Artículo 75. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional del personal funcionario de carrera. 

1. El personal funcionario de carrera de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

tiene derecho a la carrera y promoción profesional como conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y 

expectativas de progreso profesional conforme a los principios de igualdad, mérito y capacidad. 

A tal objeto las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja impulsarán la 

profesionalización y cualificación de su personal funcionario de carrera. 

2. La carrera profesional podrá consistir en la aplicación aislada o simultánea de alguna o algunas de las 

siguientes modalidades: grado personal, carrera horizontal, carrera vertical, promoción interna vertical y 

promoción interna horizontal, cumpliendo los requisitos establecidos legal y reglamentariamente. 

3. La carrera profesional y la promoción del personal laboral se hará efectiva de conformidad con lo previsto 

en el artículo 19 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público. 

 

Artículo 76. Grado personal. 

1. Los puestos de trabajo reservados a los funcionarios de carrera se clasifican en treinta niveles. 

2. El personal funcionario de carrera adquirirá un grado personal por el desempeño de uno o más puestos del 

nivel correspondiente durante dos años continuados o tres con interrupción, con excepción de lo dispuesto en 

el apartado 6 de este artículo, cualquiera que fuera el sistema de provisión. 
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No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el personal funcionario que obtenga un puesto de trabajo 

superior en más de dos niveles al correspondiente a su grado personal consolidará cada dos años de servicios 

continuados el grado superior en dos niveles al que poseyesen, sin que en ningún caso puedan superar el 

correspondiente al del puesto desempeñado ni el intervalo de niveles correspondiente a su cuerpo o escala. 

3. El personal funcionario consolidará necesariamente como grado personal inicial el correspondiente al nivel 

del puesto de trabajo adjudicado tras la superación del proceso selectivo, salvo que con carácter voluntario 

pasen a desempeñar un puesto de nivel inferior, en cuyo caso consolidarán el correspondiente a este último. 

4. Si durante el tiempo en que el personal funcionario desempeña un puesto se modificase el nivel del mismo, 

el tiempo de desempeño se computará con el nivel más alto en que dicho puesto hubiera estado clasificado. 

5. Cuando el personal funcionario obtenga destino de nivel superior al del grado en proceso de consolidación, 

el tiempo de servicios prestados en aquel será computado para la referida consolidación. 

Cuando el personal funcionario obtenga destino de nivel inferior al del grado en proceso de consolidación, el 

tiempo de servicios prestados en puestos de nivel superior podrá computarse, a su instancia, para la 

consolidación del grado correspondiente a aquel. 

6. Una vez consolidado el grado inicial y sin perjuicio de lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado 2 de 

este artículo, el tiempo prestado en comisión de servicios será computable para consolidar el grado 

correspondiente al puesto desempeñado, siempre que se obtenga con carácter definitivo dicho puesto u otro 

de igual o superior nivel. 

Si el puesto obtenido con carácter definitivo fuera de nivel inferior al del desempeñado en comisión y superior 

al del grado consolidado, el tiempo de desempeño en esta situación se computará para la consolidación del 

grado correspondiente al nivel del puesto obtenido. 

No se computará el tiempo de desempeño en comisión de servicios cuando el puesto fuera de nivel inferior al 

correspondiente al grado en proceso de consolidación. 

Las previsiones contenidas en este apartado serán de aplicación, asimismo, cuando se desempeñe un puesto 

en adscripción provisional en los supuestos previstos en esta ley. 

7. Al personal funcionario que se encuentre en proceso de reasignación de efectivos y en la situación de 

expectativa de destino, así como a los afectados que cesen en el desempeño de sus puestos de trabajo como 

consecuencia de la supresión o alteración de los mismos, se les computará el tiempo transcurrido en dichas 

circunstancias a efectos de la adquisición del grado personal que tuviera en proceso de consolidación. 

8. El tiempo de servicios prestado en adscripción provisional por el personal funcionario removido en puestos 

obtenidos por concurso o cesados en puestos de libre designación no se considerará como interrupción a 

efectos de consolidación del grado personal si su duración es inferior a seis meses. 

9. El tiempo de permanencia en la situación de servicios especiales será computado, a efectos de adquisición 

del grado personal, como prestado en el último puesto desempeñado en la situación de servicio activo o en el 

que durante el tiempo de permanencia en dicha situación se hubiera obtenido por concurso, sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo 111.4. 

10. El grado personal comporta el derecho a la percepción como mínimo del complemento de destino de los 

puestos del nivel correspondiente al mismo. 

11. La adquisición y los cambios de grado deberán anotarse en los registros de personal de las administraciones 

públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja para que surtan efectos de cualquier clase. 

12. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para el reconocimiento del grado personal. 
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Artículo 77. Carrera horizontal del personal funcionario de carrera. 

1. La carrera horizontal supone el reconocimiento individualizado del desarrollo profesional alcanzado por el 

personal funcionario de carrera como consecuencia de la valoración objetiva de su trayectoria y actuación 

profesional, de la calidad de los trabajos realizados, de los conocimientos adquiridos y del resultado de la 

evaluación del desempeño, así como de aquellos otros méritos y aptitudes que puedan establecerse 

reglamentariamente por razón de la especificidad de la función desarrollada y de la experiencia adquirida. 

A tal objeto, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja impulsará la profesionalización 

y cualificación de su personal funcionario de carrera y facilitará el acceso a formación funcional y acorde con 

las necesidades del servicio para adquirir los distintos grados de carrera profesional. 

2. Por decreto de Consejo de Gobierno se establecerá reglamentariamente un sistema de grados, donde se 

regulen los requisitos, la forma de acceso y el régimen retributivo de los mismos. 

3. Los grados de desarrollo profesional, una vez reconocidos, serán objeto de consolidación, sin perjuicio de 

lo dispuesto en la regulación del régimen disciplinario para la sanción de demérito. 

4. La permanencia en un determinado grado de carrera horizontal podrá ser revisada de conformidad con lo 

previsto en el artículo 82.5, sin perjuicio de lo dispuesto en la regulación del régimen disciplinario del personal 

empleado público. 

5. El personal funcionario interino de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja tendrá 

derecho a la percepción de la retribución correspondiente al complemento de grado previsto en el artículo 

66.2.c) que corresponda según el tiempo de servicios prestados, siempre que cumpla con los requisitos 

previstos en la normativa de aplicación. 

 

Artículo 78. Carrera vertical del personal funcionario de carrera. 

La carrera vertical del personal funcionario de carrera de las administraciones públicas de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos de 

provisión establecidos en el título VII. 

 

Artículo 79. Promoción interna del personal funcionario de carrera. 

1. La promoción interna es un supuesto de articulación de la carrera profesional a través de las siguientes 

modalidades: 

a) Promoción interna vertical. 

b) Promoción interna horizontal. 

2. Se articularán procedimientos de acceso por promoción interna horizontal y vertical, desde escalas y 

cuerpos de la Administración general a cuerpos de la Administración especial, y viceversa. 

3. Para participar en esta promoción interna las personas funcionarias deben poseer la titulación exigida para 

el ingreso en los cuerpos, escalas o especialidades de que se trate, tener una antigüedad de al menos dos años 

de servicio activo en el cuerpo, escala o especialidad a que pertenezcan, así como reunir los requisitos y 

superar las pruebas que, para cada caso, se establezcan en las respectivas convocatorias. 

4. Las bases de las convocatorias de las ofertas de empleo público correspondientes determinarán el número 

de dotaciones que se convocarán por promoción interna. 
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5. El personal laboral fijo que desempeña funciones o puestos clasificados como propios de personal 

funcionario podrá participar en los procesos selectivos de promoción interna convocados por el sistema de 

concurso-oposición, de forma independiente o conjunta con los procesos selectivos de libre concurrencia, en 

aquellos cuerpos y escalas a los que figuren adscritos las funciones o los puestos que desempeñe, siempre 

que posea la titulación necesaria y reúna los restantes requisitos exigidos, valorándose a estos efectos como 

mérito los servicios efectivos prestados como personal laboral fijo y las pruebas selectivas superadas para 

acceder a esta condición. 

 

Artículo 80. Promoción interna vertical. 

1. El personal funcionario de carrera podrá acceder, mediante promoción interna, a un cuerpo o escala de otro 

grupo o subgrupo superior al que pertenezca, en los términos previstos en la normativa estatal básica. 

No obstante lo anterior, el personal funcionario del subgrupo profesional C1 que reúna la titulación exigida 

podrá promocionar al grupo A sin necesidad de pasar por el grupo B, de acuerdo con la regulación establecida 

en esta ley y en el artículo 18 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, en relación con la promoción interna. 

2. Las pruebas de promoción interna, en las que deberán respetarse los principios de igualdad, mérito, 

capacidad y publicidad, podrán llevarse a cabo en convocatorias independientes, siempre que exista un 

número suficiente de plazas convocadas de acuerdo con la oferta de empleo público aprobada. 

3. La promoción interna se efectuará mediante el sistema de concurso oposición, representando la fase de 

oposición un 60% y la fase de concurso un 40% del proceso selectivo. En ningún caso la puntuación de la fase 

de concurso podrá aplicarse para superar la fase de oposición. 

4. Las personas aspirantes que en los procesos selectivos por el turno de promoción interna hubieran 

superado las pruebas de la fase de oposición, pero, al no reunir méritos suficientes, no hubieran aprobado el 

proceso selectivo, quedarán exentas de la realización de dichas pruebas en la siguiente convocatoria. 

5. El personal funcionario de carrera que acceda a otros cuerpos, escalas o especialidades por el sistema de 

promoción interna tendrá, en todo caso, preferencia para cubrir los puestos de trabajo vacantes ofertados en 

la respectiva convocatoria sobre las personas aspirantes que no procedan de este turno. 

6. Las vacantes convocadas para promoción interna que quedaren desiertas, por no haber obtenido las 

personas aspirantes la puntuación mínima exigida para la superación de las correspondientes pruebas, se 

acumularán a las que se ofrezcan al resto de las personas aspirantes de acceso libre, salvo en el caso de 

convocatorias independientes. 

7. En las convocatorias se establecerá la exención de las pruebas sobre aquellas materias cuyo conocimiento 

se haya acreditado suficientemente en las de ingreso al cuerpo, escala o especialidad de origen. En este caso, 

las convocatorias determinarán el ámbito subjetivo de aplicación de la referida exención. 

 

Artículo 81. Promoción interna horizontal. 

1. La promoción a cuerpos, escalas o especialidades del mismo grupo o subgrupo de titulación deberá 

efectuarse con respeto a los principios de mérito y capacidad. 

2. El Consejo de Gobierno, a propuesta de la consejería competente en materia de función pública, podrá 

determinar los cuerpos, escalas o especialidades de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de 
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La Rioja a los que podrá acceder personal funcionario de carrera perteneciente a otros de su mismo grupo o 

subgrupo. 

La consejería competente en materia de función pública establecerá los requisitos y las pruebas a superar. 

Para participar en las mismas se exigirá, en todo caso, estar en posesión de la titulación académica requerida 

para el acceso a los cuerpos, escalas y especialidades de que se trate. 

 

Artículo 82. Evaluación del desempeño del personal empleado público. 

1. Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja establecerán reglamentariamente 

sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus empleados y empleadas. 

La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta profesional y 

el rendimiento o logro de resultados, entendiéndose por conducta profesional todo aquello que contribuye a 

que tenga éxito en el logro de sus objetivos y por resultados lo que un empleado o una empleada consigue 

con su trabajo. 

2. Los sistemas de evaluación se adecuarán, en todo caso, a criterios de transparencia, objetividad, 

imparcialidad y no discriminación, aplicándose sin menoscabo de los derechos del personal empleado público. 

Asimismo, se orientarán a la mejor gestión de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La 

Rioja, al progreso y desarrollo profesional del personal empleado público, favoreciendo su motivación 

mediante su implicación en los objetivos previamente fijados por la organización conforme se establezca 

reglamentariamente. 

3. Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja determinarán los efectos de la 

evaluación del desempeño en la carrera profesional, formación, provisión de puestos de trabajo y en la 

percepción de las retribuciones complementarias asociadas al puesto de trabajo. 

4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación del 

desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que se determinen, dándose audiencia a la persona 

interesada, y por la correspondiente resolución motivada. 

5. Los periodos en los que se haya obtenido una evaluación del desempeño negativa no contabilizarán en 

ningún procedimiento de selección, provisión o a efectos de cualquiera de las modalidades de carrera. 

6. Las características y criterios de aplicación de los instrumentos habilitados para llevar a efecto la evaluación 

del desempeño deberán ser objeto de publicidad suficiente entre el personal empleado público y deberán ser 

puestos a disposición del personal que ocupe los puestos o se incorpore a los mismos. 

 

 

DEBERES DEL EMPLEADO PÚBLICO 

CAPÍTULO V Deberes del personal empleado público 

Artículo 83. Principios. 

1. El personal empleado público de las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

desempeñará sus funciones de acuerdo con los principios de actuación, éticos y de conducta que establece la 

legislación básica estatal en materia de empleo público. 
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2. Los principios y obligaciones que se derivan de este capítulo informarán la interpretación y aplicación del 

régimen disciplinario del personal funcionario al servicio de las administraciones públicas de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja. 

 

Artículo 84. Deberes. 

El personal empleado público está obligado a: 

a) Acatar y cumplir la Constitución, el Estatuto de Autonomía y todas las disposiciones que afecten al ejercicio 

de las funciones que tiene encomendadas. 

b) Servir con objetividad e imparcialidad los intereses generales, cumpliendo con fidelidad las obligaciones 

del puesto que desempeñe. 

c) Cumplir con eficacia las funciones que tenga asignadas y cooperar en la mejora de los servicios y en la 

consecución de los fines de la unidad administrativa a la que esté destinado. 

d) Respetar y a obedecer a sus superiores jerárquicos, sin perjuicio de que puedan formular las sugerencias 

que consideren oportunas para el mejor cumplimiento de las tareas encomendadas. Si la orden fuera, en 

opinión de la persona funcionaria, contraria a la legalidad, la podrá solicitar por escrito y, una vez recibida, 

podrá comunicar inmediatamente por escrito su discrepancia a la jefatura superior, quien decidirá o resolverá 

motivadamente. En ningún caso se cumplirán las órdenes que constituyan una infracción del ordenamiento 

jurídico. 

e) Tratar con corrección y respeto a la ciudadanía, a todo personal empleado público y, en general, a todas 

aquellas personas con las que se relacione, facilitándoles a todos el ejercicio de sus derechos y el 

cumplimiento de sus obligaciones. 

f) Tratar con cuidado el material que deba utilizarse para desempeñar el puesto de trabajo y procurar la mayor 

economía en el funcionamiento del servicio. 

g) Guardar sigilo profesional respecto de los asuntos que conozca por causa del cumplimiento del puesto de 

trabajo que ocupa y no dar publicidad, no difundir ni utilizar indebidamente los asuntos declarados por ley o 

clasificados reglamentariamente como reservados. 

h) Participar en los cursos de perfeccionamiento profesional que organicen las administraciones públicas de 

la Comunidad Autónoma cuando se establezca su carácter obligatorio. Su duración se considerará como 

tiempo de trabajo a todos los efectos. Si el tiempo de asistencia a los mismos excede de la jornada laboral 

asignada, se establecerá en desarrollo de esta ley, mediante norma al efecto, la compensación por el citado 

exceso de jornada. 

i) Cumplir con exactitud la jornada y el horario de trabajo correspondiente al puesto que desempeña con la 

finalidad de atender mejor a la ciudadanía, cubrir los objetivos señalados en los servicios y procurar el buen 

funcionamiento de los mismos. 

j) Observar las normas sobre seguridad y salud laboral. 

k) Atender los servicios mínimos en caso de huelga, de conformidad con lo que acuerde el órgano competente. 

l) Cumplir las recomendaciones en materia de política de seguridad de la información. 
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Artículo 85. Cumplimiento y exigencia de responsabilidades. 

1. El personal empleado público es responsable de la buena gestión del servicio público que le esté 

encomendado y deberá procurar resolver por propia iniciativa las dificultades e incidencias que se presenten 

en el ejercicio de sus funciones. 

2. Las administraciones públicas de la Comunidad Autónoma de La Rioja exigirán a su personal empleado 

público los daños y perjuicios causados a dicha Administración o a particulares por su dolo, culpa grave o 

negligencia inexcusable, sin perjuicio de la responsabilidad de la Administración por el funcionamiento de los 

servicios públicos. 

3. La responsabilidad civil, penal y administrativa del personal empleado público se exigirá en la forma 

determinada por la legislación aplicable. 
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TEMA 12 - PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES Y GARANTÍA DE 
LOS DERECHOS DIGITALES: DISPOSICIONES GENERALES. 
PRINCIPIOS DE PROTECCIÓN DE DATOS. DERECHOS DE LAS 
PERSONAS. 

 

La protección de los datos personales se encuentra regulada en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 

de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

 

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

La presente ley orgánica tiene por objeto: 

a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el 

Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 

tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. 

El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 

18.4 de la Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta 

ley orgánica. 

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de 

la Constitución. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94. 

1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier 

tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado 

de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero. 

2. Esta ley orgánica no será de aplicación: 

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por 

su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo. 

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3. 

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas. 

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a 

actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo 

dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado 

reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos 

realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en 

el ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la 

Propiedad y Mercantiles. 

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los 

procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se 
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regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las 

disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables. 

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos 

de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se 

regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las 

disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, 

la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables. 

 

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas. 

1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho, así como sus herederos podrán 

dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de 

aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. 

Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior no podrán acceder a los datos del 

causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la persona fallecida lo hubiese prohibido 

expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará al derecho de los herederos a acceder 

a los datos de carácter patrimonial del causante. 

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán 

también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su 

caso su rectificación o supresión. 

Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para acreditar la validez y vigencia de estos 

mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos. 

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes 

legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de 

cualquier persona física o jurídica interesada. 

En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas facultades también podrán ejercerse, además 

de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen sido designados para el ejercicio de funciones 

de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las medidas de apoyo prestadas por el 

designado. 

 

TÍTULO II PRINCIPIOS DE PROTECCIÓN DE DATOS 

 

Artículo 4. Exactitud de los datos. 

1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario, 

actualizados. 

2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al 

responsable del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se 

supriman o rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que 

se tratan, cuando los datos inexactos: 

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado. 
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b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas 

aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la posibilidad 

de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los afectados para 

su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades que pudieran 

derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan con los facilitados 

por el afectado. 

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud del 

ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679 

y lo previsto en esta ley orgánica. 

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable. 

 

Artículo 5. Deber de confidencialidad. 

1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en 

cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del 

Reglamento (UE) 2016/679. 

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto 

profesional de conformidad con su normativa aplicable. 

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la 

relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento. 

 

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado. 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por 

consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la 

que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos 

personales que le conciernen. 

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una 

pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento 

se otorga para todas ellas. 

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos 

personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación 

contractual. 

 

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad. 

1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 

consentimiento cuando sea mayor de catorce años. 

Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los titulares de la patria potestad o tutela para 

la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el consentimiento para el tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito 

si consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria 

potestad o tutela. 
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Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos. 

1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación 

legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, 

cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá 

determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las 

cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá 

igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de 

seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679. 

2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión 

realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos 

previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida 

por una norma con rango de ley. 

 

Artículo 9. Categorías especiales de datos. 

1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, 

el solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya 

finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u 

origen racial o étnico. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al amparo de los restantes 

supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así proceda. 

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 

2016/679 fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que 

podrá establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. 

En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija 

la gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un 

contrato de seguro del que el afectado sea parte. 

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal. 

1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos 

y medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, 

detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse 

a cabo cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras 

normas de rango legal. 

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y 

medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, 

podrá realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de 

apoyo a la Administración de Justicia. 

3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a 

condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo 

serán posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la 

información facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones. 
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TÍTULO III DERECHOS DE LAS PERSONAS 

 

CAPÍTULO I Transparencia e información 

Artículo 11. Transparencia e información al afectado. 

1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar 

cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando 

al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección 

electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos: 

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso. 

b) La finalidad del tratamiento. 

c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 

Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información básica 

comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su derecho a 

oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o 

le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar 

cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando 

a aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro 

medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 

En estos supuestos, la información básica incluirá también: 

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento. 

b) Las fuentes de las que procedieran los datos. 

 

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos 

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos. 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse 

directamente o por medio de representante legal o voluntario. 

2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para 

ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El 

ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio. 

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los 

afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule. 

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado 

por el afectado recaerá sobre el responsable. 
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5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al 

ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto 

en aquellas. 

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los 

menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros 

que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica. 

7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las 

solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del 

Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica. 

 

Artículo 13. Derecho de acceso. 

1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del 

Reglamento (UE) 2016/679. 

Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este ejercite su derecho de 

acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable podrá solicitarle, antes de 

facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de tratamiento a los que se refiere 

la solicitud. 

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un 

sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el 

acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este 

podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. 

No obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en 

el artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto. 

3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo 

el ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista 

causa legítima para ello. 

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la 

solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección 

comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso 

sin dilaciones indebidas. 

 

Artículo 14. Derecho de rectificación. 

Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado 

deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar, 

cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto 

de tratamiento. 

 

Artículo 15. Derecho de supresión. 

1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE) 

2016/679. 
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2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del 

Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios 

con el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa. 

 

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento. 

1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del 

Reglamento (UE) 2016/679. 

2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los 

sistemas de información del responsable. 

 

Artículo 17. Derecho a la portabilidad. 

El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE) 

2016/679. 

 

Artículo 18. Derecho de oposición. 

El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas, 

incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos 

21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 
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TEMA 13 - LEY 3/2014, DE 11 DE SEPTIEMBRE, DE TRANSPARENCIA 
Y BUEN GOBIERNO DE LA RIOJA: DISPOSICIONES GENERALES; 
PUBLICIDAD ACTIVA; DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA. 

 

 

DISPOSICIONES GENERALES  

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

1. En el ámbito de la legislación básica del Estado y de acuerdo con las competencias que a esta comunidad 

autónoma atribuye su Estatuto de Autonomía, esta ley tiene por objeto regular la transparencia y publicidad 

de la actividad administrativa, el buen gobierno y las condiciones de ejercicio del derecho de acceso a la 

información pública. 

2. En concreto, esta ley regula: 

a) La transparencia de la actividad de los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley, en su 

vertiente de publicidad activa. 

b) El derecho de los ciudadanos a acceder a la información obrante en poder de los sujetos comprendidos en 

el artículo 2 de esta ley. 

c) El derecho de los ciudadanos a participar en la toma de decisiones sobre asuntos que sean directa o 

indirectamente de interés público. 

d) El régimen jurídico aplicable a la reutilización de los documentos elaborados o custodiados por el sector 

público de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

e) Las condiciones y requisitos de buen gobierno. 

f) Las condiciones para la implantación de sistemas de software libre en el sector público de la Comunidad 

Autónoma de La Rioja. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Las disposiciones de esta ley se aplicarán: 

a) A todas las entidades integrantes del sector público de la Comunidad Autónoma de La Rioja, en los términos 

definidos por la legislación aplicable, y en concreto a: 

La Administración general. 

Los organismos públicos. 

Las fundaciones, consorcios y empresas públicas. 

b) Al Parlamento de La Rioja. 

c) A la Universidad de La Rioja. 
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d) Al Consejo Consultivo de La Rioja. 

2. Las disposiciones de esta ley únicamente serán aplicables en materia de Administración de Justicia cuando 

no contradigan lo dispuesto en la legislación procesal o cualesquiera otras normas dictadas en ejecución de 

las competencias exclusivas del Estado. 

3. Las disposiciones del capítulo I del título II de esta ley serán también de aplicación a: 

a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales que actúen en el ámbito 

territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

b) Las entidades privadas que perciban de los presupuestos del sector público de la Comunidad Autónoma de 

La Rioja o de las entidades locales de La Rioja, durante el periodo de un año, ayudas o subvenciones públicas 

en una cuantía superior a 100.000 euros, así como cuando al menos el 40% del total de sus ingresos anuales 

tengan carácter de ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 

euros. 

 

Artículo 3. Definiciones. 

A los efectos de esta ley se entiende por: 

a) Transparencia: Se entiende por transparencia la cualidad que permite y facilita el acceso de los ciudadanos 

a la información pública en poder de la Administración dentro de los límites establecidos por la legislación 

vigente. 

b) Publicidad activa: La obligación de difundir de forma permanente, periódica y actualizada aquella 

información pública más relevante para garantizar la transparencia de la actividad de la Administración 

Pública. 

c) Información pública: Aquella información, cualquiera que sea su soporte y forma de expresión, poseída o 

elaborada por los sujetos comprendidos en el artículo 2 de esta ley, y que no se halle sujeta a los límites de 

confidencialidad establecidos por la legislación básica aplicable. 

d) Participación y colaboración ciudadanas: La intervención e implicación de la ciudadanía en los asuntos 

públicos. 

e) Reutilización: El uso de documentos que obran en poder de los sujetos comprendidos en el artículo 2.1.a) 

de esta ley, por personas físicas o jurídicas, con fines comerciales o no, siempre que dicho uso no constituya 

una actividad administrativa pública. Queda excluido de este concepto el intercambio de documentos entre 

administraciones y organismos del sector público en el ejercicio de las funciones públicas que tengan 

atribuidas. 

f) Software libre: Programa informático de acceso completo a su código con permiso para ser usado en 

cualquier máquina y en cualquier situación, para modificarlo y para ser redistribuido, normalmente 

aplicándole de nuevo las características de software libre. 

 

Artículo 4. Órganos competentes. Unidad de Transparencia. 

1. La consejería competente en materia de Administración Pública ostentará la competencia para el desarrollo 

de esta ley, así como de su ejecución y aplicación dentro del ámbito de la Administración general de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja y de sus organismos públicos. Asimismo, será competente para ejercer el 

control sobre los mismos sujetos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta ley, en los términos 

que se determinen reglamentariamente. 
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2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, en cada consejería, organismo o entidad de las 

relacionadas en el artículo 2.1.a) de esta ley se designará, de entre las unidades existentes, la que ejercerá las 

competencias establecidas en esta ley relativas a la transparencia, pudiendo designarse más de una unidad. 

En concreto, será competente para recibir y tramitar las solicitudes previstas en el título II que afecten al 

ámbito del órgano, organismo o entidad al que pertenecen y la responsable de velar por el cumplimiento de 

las obligaciones del cumplimiento de las normas vigentes en las citadas materias. 

3. Todas las autoridades y empleados públicos del sector público de la Comunidad Autónoma de La Rioja están 

obligados al cumplimiento de las normas en materia de transparencia, publicidad activa, información pública 

y reutilización de la información pública y a suministrar la información que les sea requerida por los órganos 

competentes. 

 

Artículo 5. Sujetos obligados a suministrar información. 

Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en el artículo 2 que presten servicios públicos, reciban 

fondos imputados a los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de La Rioja o ejerzan potestades 

administrativas estarán obligadas a suministrar a la unidad a la que se refiere el apartado 2 del artículo 

anterior, previo requerimiento, toda la información necesaria para el cumplimiento de las obligaciones 

previstas en esta ley. Esta obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los 

términos previstos en el respectivo contrato, así como a los beneficiarios de subvenciones públicas. 

 

 

PUBLICIDAD ACTIVA. 

TÍTULO II TRANSPARENCIA. 

 

CAPÍTULO I Publicidad activa 

Artículo 6. Principios generales. 

1. Los sujetos comprendidos en los apartados 1 y 2 del artículo 2 de esta ley publicarán de forma permanente, 

periódica y actualizada la información cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su 

actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuación pública. Proporcionarán y difundirán 

constantemente, de una forma veraz y objetiva, la información que obre en su poder y la relativa a su 

actuación. 

Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información previstos en el artículo 11 y, 

especialmente, el derivado de la protección de datos de carácter personal regulado en el artículo 12. A este 

respecto, cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad solo se llevará a 

cabo previa disociación de los mismos. 

2. Toda la información estará a disposición de las personas con discapacidad en una modalidad accesible, 

entendiendo por tal aquella que sea suministrada por medios o en formatos adecuados de manera que 

resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal para todos. 

3. Todos los sujetos comprendidos en el artículo 2 de esta ley introducirán la transparencia en todas las 

actividades que gestionan y en su propia organización, de forma que los ciudadanos puedan conocer sus 
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decisiones, cómo se adoptan las mismas, cómo se organizan los servicios y quiénes son las personas 

responsables de sus actuaciones. 

4. De manera específica en el ámbito de la presente ley, la actuación de la Administración Pública, tanto en su 

gestión directa como a través de cualquier otra forma de gestión, se adecuará a los principios siguientes: 

a) Principio de transparencia: La actividad de la Administración se realizará desde la transparencia, tanto en su 

organización como en la gestión de sus competencias. Los ciudadanos tendrán derecho a conocer las 

decisiones de la Administración Pública y los criterios de adopción de las mismas, con inmediatez, así como la 

organización de los servicios y las personas responsables de sus actuaciones. 

b) Principio de participación ciudadana: La Administración Pública garantizará que los ciudadanos, tanto 

individual como colectivamente, puedan participar en los asuntos públicos previstos en esta ley. 

c) Principio de publicidad activa: La Administración debe proporcionar y difundir constantemente, de una 

forma veraz y objetiva, la información que obra en su poder y la relativa a su actuación, potenciando su 

accesibilidad de forma libre y gratuita. 

d) Principio de orientación a la ciudadanía: La actuación de la Administración ha de estar dirigida a la 

satisfacción de las necesidades reales de los ciudadanos y ciudadanas, ha de perseguir siempre el interés 

general y se debe caracterizar por su voluntad de servicio a la sociedad. 

e) Principio de unidad de atención administrativa: La Administración Pública procederá a unificar, para su 

relación con los ciudadanos, en un único punto de atención administrativa todo aquel conjunto de gestiones 

unidas a un único objetivo, aunque afecten a distintos departamentos o unidades administrativas, y con 

salvaguarda de las competencias en la gestión de cada uno de ellos. 

f) Principio de accesibilidad: La Administración Pública velará para que, en sus dependencias, en el diseño de 

sus políticas y en el conjunto de sus actuaciones, el principio de accesibilidad universal sea una realidad. 

 

Artículo 7. Portal de la Transparencia. 

1. La Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja desarrollará un Portal de la 

Transparencia, dependiente de la consejería competente en materia de Administración Pública, que facilite el 

acceso de los ciudadanos a toda la información a la que se refiere este título. 

2. Reglamentariamente se regularán los sistemas e instrumentos de colaboración necesarios para que toda la 

información relacionada en este título resulte accesible desde el Portal de la Transparencia, sean cuales sean 

los sujetos poseedores de la misma. 

3. En el marco de la legislación sobre Administración local, el Gobierno de La Rioja impulsará y promoverá la 

formalización de instrumentos de colaboración con las entidades locales, garantizando que los ciudadanos 

puedan acceder a la información relativa a todas las administraciones públicas riojanas a través del Portal de 

la Transparencia. 

 

Artículo 8. Información institucional, organizativa y de planificación. 

1. Los sujetos comprendidos en los párrafos 1 y 2 del artículo 2 de esta ley publicarán información relativa a la 

organización institucional, la estructura organizativa, sus funciones, normativa que les sea de aplicación, la 

localización de sus sedes y medios de contacto, con la identificación de sus responsables, su trayectoria y perfil 

profesional, plantilla orgánica y relación de puestos de trabajo. La expresada información se extenderá a la 

Administración institucional y el resto de sociedades, entidades y fundaciones a las que resulta de aplicación 
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la presente ley, así como las retribuciones, actividades y bienes de los miembros del Gobierno de La Rioja, altos 

cargos de la Administración Pública y personal eventual y de confianza del Gobierno, con carácter anual. 

2. La Administración general y sus organismos públicos, así como la Universidad de La Rioja, publicarán los 

planes y programas anuales y plurianuales en los que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, 

medios y tiempo previsto para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados deberán ser objeto de 

evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y valoración. 

3. En el ámbito de la Administración general, corresponde a cada uno de los órganos competentes por razón 

de la materia la evaluación del cumplimiento de estos planes y programas. 

 

Artículo 9. Información de relevancia jurídica. 

Los sujetos comprendidos en los párrafos 1 y 2 del artículo 2 de esta ley, en relación con sus competencias, 

publicarán: 

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas en la medida en que 

supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos. 

b) Los anteproyectos de ley y los proyectos de decretos legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando se 

soliciten los dictámenes a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo 

ningún dictamen, la publicación se realizará en el momento de su aprobación. 

c) Los proyectos de reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva la solicitud de 

dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan sido solicitados a los órganos consultivos 

correspondientes, sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública. 

d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos normativos. 

e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un periodo de 

información pública durante su tramitación. 

f) El inventario de procedimientos administrativos y, entre ellos, los disponibles en formato electrónico. 

g) Las cartas de servicio elaboradas y el procedimiento para presentar quejas sobre el funcionamiento de los 

registros. 

h) La relación de entidades que componen el sector público autonómico, así como su normativa reguladora. 

i) Información sobre la normativa tributaria propia de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

j) Los planes urbanísticos, de ordenación del territorio y medioambiental. 

k) La información sobre procesos selectivos de personal al servicio de las entidades incluidas en el artículo 2 

de esta ley. 

 

Artículo 10. Información económica, presupuestaria y estadística. 

1. Los sujetos comprendidos en los párrafos 1 y 2 del artículo 2 de esta ley deberán hacer pública la información 

relativa a los actos de gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a 

continuación: 

a) Todos los contratos formalizados, con indicación del objeto, el importe de licitación y de adjudicación, el 

procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha 

publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento, la identidad del adjudicatario, así 
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como las modificaciones del contrato. Igualmente, serán objeto de publicación las decisiones de desistimiento 

y renuncia de los contratos. 

La información relativa a los contratos menores podrá realizarse trimestralmente y de forma agregada. 

Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje en volumen presupuestario de contratos 

adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos en la legislación de contratos del sector 

público. 

b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de duración, 

modificaciones realizadas, los obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las obligaciones 

económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen, con indicación 

de su objeto, presupuesto y duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que se realicen con 

mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la misma. 

c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y 

beneficiarios, entendiendo como tales las reguladas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 

Subvenciones. 

d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada 

sobre su estado de ejecución. 

e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por parte 

de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan. 

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades 

incluidas en el ámbito de la aplicación de esta ley. 

g) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad de los servicios 

públicos que sean de su competencia. 

h) La información general sobre retribuciones de los empleados públicos, tramos de retribuciones, niveles 

retributivos y puestos de trabajo. 

i) La identificación de los miembros de los órganos de representación del personal, número de liberados 

sindicales e identificación de la organización sindical a la que pertenecen. 

j) Las listas de contratación de personal temporal, así como las listas de procesos de formación y promoción. 

k) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los empleados públicos, 

así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada tras el cese de los miembros del Gobierno y del 

resto de cargos definidos por la disposición adicional segunda de la Ley 8/2003, de 28 de octubre, del 

Gobierno e incompatibilidades de sus miembros. 

2. Los sujetos mencionados en el artículo 2.3 de esta ley deberán publicar la información a la que se refieren 

las letras a) y b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o convenios celebrados 

con una Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la información prevista en la letra c) en relación 

con las subvenciones que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública. 

3. La Administración general, sus organismos públicos y la Universidad de La Rioja publicarán la relación de los 

bienes inmuebles que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algún derecho real. 
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DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 

CAPÍTULO II Derecho de acceso a la información pública 

Artículo 11. Derecho de acceso a la información pública. 

1. De acuerdo con el artículo 105.b) de la Constitución española, todas las personas tienen derecho a acceder 

a la información pública. 

2. Cualquier ciudadano, ya sea a título individual y en su propio nombre, ya sea en representación y en el 

nombre de las organizaciones legalmente constituidas en las que se agrupen o que los representen, tiene 

derecho a acceder, mediante solicitud previa, a la información pública, sin más limitaciones que las 

contempladas en la legislación básica. 

3. Todos los sujetos comprendidos en el artículo 2 de esta ley quedarán sujetos al cumplimiento de la 

normativa básica estatal y autonómica en materia de derecho a acceso a la información pública. 

 

Artículo 12. Protección de datos personales. 

1. Si la información solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 2 del 

artículo 7 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal, el 

acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito 

del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad 

a que se solicitase el acceso. 

Si la información incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 3 del artículo 7 de 

la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, o datos relativos a la comisión de infracciones penales o 

administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso solo se podrá autorizar en 

caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por una 

norma con rango de ley. 

2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros 

derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 

concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 

organización, funcionamiento o actividad pública del órgano. 

3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija 

la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 

divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información 

solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 

Para la realización de la citada ponderación, el órgano tomará particularmente en consideración los siguientes 

criterios: 

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de la 

Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 

b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan la 

condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos. 

c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente contuviesen 

datos de carácter meramente identificativo de aquellos. 
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d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento 

puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad. 

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los 

datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas. 

5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos 

a través del ejercicio del derecho de acceso a la información. 

6. En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 11 no afecte a la totalidad 

de la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite, salvo 

que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. 

 

Artículo 13. Ejercicio del derecho de acceso a la información pública. 

1. El derecho de acceso a la información pública se ejercerá conforme al procedimiento establecido en la 

legislación básica del Estado. 

2. La solicitud de acceso a la información pública no requerirá de motivación alguna. Tampoco será necesario 

invocar este derecho ni la aplicación de la presente ley. 

 

Artículo 14. Tramitación electrónica. 

1. El derecho de acceso a la información pública se ejercerá, tramitará y resolverá por medios electrónicos, 

salvo cuando el ciudadano haya manifestado su preferencia por otro medio. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, la tramitación electrónica será obligatoria para 

personas jurídicas o colectivos de personas físicas que, por razón de su capacidad económica o técnica, 

dedicación profesional u otros motivos acreditados, tengan garantizado el acceso y disponibilidad de los 

medios tecnológicos precisos. La determinación de las personas jurídicas y colectivos obligados a efectuar la 

tramitación por medios electrónicos se efectuará reglamentariamente. 

3. Corresponde a la consejería competente en materia de administración electrónica el desarrollo normativo 

y la implantación de los sistemas que hagan posible la tramitación electrónica del procedimiento de acceso a 

la información pública en relación con la Administración general y sus organismos públicos. Podrá extenderse 

el uso de estos medios a los demás entes incluidos en el artículo 2.1 de esta ley mediante la firma del 

correspondiente convenio. 

 

Artículo 15. Órganos competentes para la resolución del procedimiento de solicitud de acceso a la información 

pública. 

1. En el ámbito de la Administración general de la Comunidad Autónoma de La Rioja serán competentes para 

la resolución del procedimiento los titulares de los órganos de la consejería que posean la información 

solicitada. 

2. En los organismos públicos serán competentes los presidentes. 

3. En los consorcios, fundaciones y empresas públicas integrantes del sector público autonómico serán 

competentes los órganos que determinen sus normas estatutarias o de régimen de funcionamiento. En su 

defecto, será competente el órgano máximo que tenga atribuidas funciones decisorias. 
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4. En el marco de la autonomía institucional que les reconoce el ordenamiento jurídico riojano, el Parlamento 

de La Rioja, el Consejo Consultivo de La Rioja y la Universidad de La Rioja determinarán el órgano competente 

para resolver las solicitudes de información pública. 

 

Artículo 16. Reclamación previa. 

Será competente para conocer de la reclamación previa frente a las resoluciones expresas o presuntas de las 

solicitudes de derecho de acceso a la información pública el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 

integrado en la Administración general del Estado, conforme a lo establecido en el apartado 2 de la disposición 

adicional cuarta de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 

buen gobierno. 
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TEMA 14 - LEY DE IGUALDAD EFECTIVA DE MUJERES Y HOMBRES; 
TÍTULO PRELIMINAR; EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA 
CONTRA LA DISCRIMINACIÓN. LEY CONTRA LA VIOLENCIA DE 
GÉNERO DE LA RIOJA: PREVENCIÓN, FORMACIÓN Y 
SENSIBILIZACIÓN. 

 

LEY ORGÁNICA 3/2007, DE 22 DE MARZO, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE 
MUJERES Y HOMBRES. 

 

TÍTULO PRELIMINAR OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY 

 

Artículo 1. Objeto de la Ley. 

1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene 

por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en 

particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o condición, 

en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral, económica, 

social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una sociedad más 

democrática, más justa y más solidaria. 

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes 

de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y 

corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo. 

 

Artículo 2. Ámbito de aplicación. 

1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición 

de discriminación por razón de sexo. 

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se 

encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia. 

 

TÍTULO I EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN 

 

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa 

o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones 

familiares y el estado civil. 

 

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas. 

La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del ordenamiento 

jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas. 
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Artículo 5. Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción 

profesionales, y en las condiciones de trabajo. 

El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el ámbito del 

empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, 

en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación profesional, en la promoción 

profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, y en la afiliación y 

participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier organización cuyos miembros 

ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las mismas. 

No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia de trato 

basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades 

profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito 

profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado. 

 

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta. 

1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea, 

haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 

comparable. 

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o 

práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas 

del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una 

finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados. 

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por 

razón de sexo. 

 

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier 

comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 

contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u 

ofensivo. 

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una 

persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, 

degradante u ofensivo. 

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo. 

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación 

constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por 

razón de sexo. 

 

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad. 
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Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el 

embarazo o la maternidad. 

 

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias. 

También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se 

produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación, denuncia, 

demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el cumplimiento 

efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

 

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias. 

Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo 

se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o 

indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a través 

de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas discriminatorias. 

 

Artículo 11. Acciones positivas. 

1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán 

medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho 

respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán 

de ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso. 

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos 

establecidos en la presente Ley. 

 

Artículo 12. Tutela judicial efectiva. 

1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y 

hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de 

la relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación. 

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos 

que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés 

legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos. 

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo. 

 

Artículo 13. Prueba. 

1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte 

actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona 

demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. 

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo 

estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes. 

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales. 
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LEY 11/2022, DE 20 DE SEPTIEMBRE, CONTRA LA VIOLENCIA DE GÉNERO DE LA 
RIOJA. PREVENCIÓN, FORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN. 

TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES  

 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

1. La presente ley tiene como objeto actuar frente a la violencia de género como manifestación de la 

desigualdad, la discriminación y las relaciones de poder asimétricas entre mujeres y hombres. Se entenderá 

como violencia de género toda violencia contra una mujer por el hecho de serlo o que afecte a las mujeres de 

manera desproporcionada. 

Igualmente, la ley se extiende sobre las víctimas de violencia vicaria en los supuestos contemplados en la 

presente norma. 

2. Para el cumplimiento del objeto de la ley se adoptarán las medidas integrales en orden a: 

a) La detección, prevención, formación y sensibilización. 

b) La protección, atención integral y reparación del daño de las mujeres víctimas de violencia de género y sus 

hijas e hijos a su cargo, así como de otras personas convivientes sujetas a guarda o curatela de la mujer y 

personas convivientes dependientes o a su cargo, que sean víctimas de dicha situación. 

c) La investigación, recogida de información y evaluación a través de planes estratégicos de igualdad. 

d) La responsabilidad institucional para erradicar la violencia de género. 

3. La adopción de tales medidas integrales para la erradicación de la violencia sobre la mujer se realizará con 

la finalidad de implicar a toda la sociedad de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

 

Artículo 2. Principios rectores de la ley de actuación de los poderes públicos. 

Los poderes públicos de La Rioja, para alcanzar las finalidades establecidas en esta ley, deben seguir los 

siguientes criterios de actuación: 

a) Respeto, protección y promoción de los derechos humanos: La actuación institucional y profesional frente 

a la violencia contra las mujeres por motivo de género se orientará a respetar, proteger y promover los 

derechos humanos de las mujeres. 

b) Responsabilidad pública: La respuesta ante la violencia contra las mujeres se extenderá, desde la 

transversalidad, a todas las esferas de la responsabilidad institucional de los poderes públicos, tales como la 

prevención, protección, asistencia, reparación a las víctimas y promoción de la justicia, y estará encaminada a 

garantizar que los derechos de las mujeres sean reales y efectivos. 

c) Enfoque de género y prohibición expresa de la mediación: La respuesta ante la violencia contra las mujeres 

se fundamentará en la comprensión de los estereotipos y las relaciones de género, sus raíces y sus 

consecuencias. La mediación entre víctima y agresor está expresamente prohibida en los casos de violencia 

contra las mujeres. 

d) Prohibición de discriminación y atención a la discriminación múltiple: Las instituciones públicas garantizarán 

que las medidas previstas en esta ley se aplican sin discriminación alguna basada en el origen étnico, la lengua, 

la religión, las opiniones políticas o cualquier otra opinión, el origen nacional o social, la pertenencia a una 
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minoría nacional, la capacidad económica, la identidad de género, la edad, el estado de salud, la discapacidad, 

el estado civil, el estatus de migrante o la situación administrativa de residencia. 

e) Respuesta integral y coordinación: La respuesta institucional reconoce que la violencia contra las mujeres 

es un problema multifactorial y que las necesidades de las mujeres víctimas abarcan ámbitos diferenciados de 

la política pública. En consecuencia, la respuesta institucional será integral y fomentará la coordinación y el 

trabajo en red entre instancias. 

f) Respeto y no revictimización: La respuesta institucional establecerá mecanismos para asegurar que se trata 

con respeto a las víctimas y se evita la victimización secundaria. Se garantizará que las medidas se dirigen a 

lograr la autonomía y libertad de las supervivientes y que se responde a sus principales necesidades, incluidas 

las de los hijos e hijas de las víctimas, así como de otras personas convivientes sujetas a su guarda o curatela y 

personas convivientes dependientes o a su cargo, que sean víctimas de dicha situación. 

g) Formación: Las instituciones públicas establecerán procesos de formación para garantizar que quienes 

tienen la responsabilidad de asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las mujeres actúen 

adecuadamente. Asimismo, se promoverá la exigencia de responsabilidades para casos de falta de diligencia. 

h) Participación: Se fomentará la participación de las mujeres víctimas de violencia y de las organizaciones de 

mujeres que actúen en este ámbito, en el diseño y evaluación de los servicios y las políticas públicas frente a 

la violencia de género, así como de las asociaciones de discapacidad y otros colectivos vulnerables con 

problemática específica en la materia. 

i) Equidad territorial: Se asegurará el acceso de las mujeres víctimas de violencia de género y de sus hijos e 

hijas, así como de otras personas convivientes sujetas a guarda o curatela y personas convivientes 

dependientes o a su cargo, a los recursos, independientemente de la localidad en la que vivan en nuestra 

comunidad autónoma. 

 

Artículo 3. Ámbito personal y territorial de aplicación. 

1. Las medidas contempladas en la presente ley serán de aplicación: 

a) A todas las mujeres que tengan domicilio en la Comunidad Autónoma de La Rioja y que sean víctimas de 

violencia de género. 

b) A sus hijas e hijos a su cargo, así como a otras personas convivientes sujetas a guarda o curatela de la mujer 

víctima de violencia de género y personas convivientes dependientes o a su cargo, que sean víctimas de dicha 

situación. 

c) A las mujeres que se hallen de forma circunstancial en la Comunidad Autónoma de La Rioja cuando suceda 

la situación de violencia, sin perjuicio de las facultades que correspondan a otras Administraciones. 

d) A las mujeres migrantes, refugiadas, solicitantes de asilo, o que se encuentren en situación administrativa 

irregular, de acuerdo con la legislación de extranjería, y que gozarán de los derechos reconocidos en esta ley 

en igualdad de condiciones con el resto de las víctimas. 

e) Las referencias a las mujeres incluidas en la presente ley se entiende que incluyen a las niñas y las 

adolescentes, y, por lo tanto, también a las niñas y adolescentes trans. 

2. En particular, en los términos establecidos en la misma, será de aplicación: 

a) A las actuaciones de los poderes públicos a los que, en ejercicio de su actividad, les sean de aplicación las 

leyes de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 
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b) A las entidades que integran la Administración local, sus organismos autónomos, consorcios, fundaciones 

y demás entidades con personalidad jurídica propia en los que sea mayoritaria la representación directa de 

dichas entidades, de conformidad con lo previsto en la Ley 1/2003, de 3 de marzo, de la Administración Local 

de La Rioja. 

c) A la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja y al resto de entes integrantes de su sector 

público con personalidad jurídica propia en los que sea mayoritaria la representación directa de la Comunidad 

Autónoma. 

3. Igualmente, será de aplicación a las personas físicas y jurídicas, públicas o privadas, en los términos 

establecidos en la presente ley. 

4. La presente ley será de aplicación en todo el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja. 

 

Artículo 4. Concepto de la violencia de género. 

1. A los efectos de la presente ley, se entiende por violencia de género aquella que se ejerce contra las mujeres 

por el hecho de serlo o que afecte a las mujeres de manera desproporcionada, como manifestación de la 

discriminación y la situación de desigualdad en el marco de un sistema de relaciones de poder de los hombres 

sobre las mujeres. 

2. La violencia a la que se refiere la presente ley comprende cualquier acto de violencia basado en el género 

que implique o pueda implicar para las mujeres perjuicios o sufrimientos de naturaleza física, social, 

psicológica, sexual, económica, ambiental, simbólica o institucional. Comprende, asimismo, las amenazas de 

realizar dichos actos, la coerción o las privaciones arbitrarias de su libertad, tanto si se producen en la vida 

pública como en la privada. 

3. También se incluye en el concepto de violencia vicaria entendida como la violencia contra menores 

cometida por el padre, o por el hombre con el que la madre mantiene o ha mantenido una relación afectiva de 

pareja, con o sin convivencia, con el fin de infligir a la madre un maltrato psicológico o emocional. Así como, la 

violencia ejercida contra otras personas convivientes sujetas a guarda o curatela a cargo de la mujer víctima 

de violencia de género y personas convivientes dependientes o a su cargo, que sean víctimas de dicha 

situación. 

4. Asimismo, el concepto de la violencia de género comprende cualesquiera otras formas comprendidas en la 

legislación autonómica, legislación estatal, tratados internacionales y convenios suscritos por España en la 

materia. 

 

Artículo 5. Formas y manifestaciones de la violencia de género. 

1. A los efectos de esta ley, las formas de violencia ejercida hacia las mujeres y niñas son las siguientes: 

a) Violencia física: Cualquier acto violento contra el cuerpo de las mujeres y niñas, con resultado o riesgo de 

producir lesión física o daño. 

b) Violencia psicológica: Cualquier conducta, verbal o no verbal, como las amenazas, las coacciones, las 

descalificaciones, burlas, humillaciones o vejaciones, el control, la exigencia de sumisión, el acoso, la coerción 

o los insultos, susceptible de producir objetivamente una situación de sufrimiento, desvalorización, 

aislamiento o limitaciones de su ámbito de libertad. 
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c) Violencia social: Dañar en público a la mujer en su esfera social y relacional menoscabando su imagen ante 

otras personas a través de humillaciones, descalificaciones y burlas, y toda aquella dirigida al aislamiento de 

la mujer de su círculo familiar y social. 

d) Violencia económica: La privación intencionada y no justificada legalmente de recursos para el bienestar 

físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hijos, ya se produzca durante la convivencia o tras la ruptura, o 

la discriminación en la disposición de los recursos compartidos en el ámbito de la convivencia de pareja, o los 

impedimentos y obstáculos intencionados para que la víctima acceda a los recursos, formación y empleo. 

e) Violencia sexual: Cualquier acto de naturaleza sexual no consentido, incluida la exhibición, la observación y 

la imposición de relaciones sexuales, la explotación sexual, la trata, los abusos sexuales o la extorsión con 

pornografía. 

f) Violencia ambiental: Cualquier acto o conducta, no accidental, que provoque un daño en el entorno de la 

víctima, incluidos los animales de compañía, con el objeto de producir un maltrato psicológico y emocional. 

g) Violencia simbólica: La utilización de iconos, representaciones, narrativas o imágenes que reproducen o 

transmiten relaciones de dominación de los hombres sobre las mujeres y niñas, que legitiman la violencia y 

naturalizan la subordinación de la mujer, cualquiera que sea el formato que utilicen y el ámbito de relación al 

que se refieran. 

h) Violencia institucional: Las acciones y omisiones de las autoridades, personal empleado público y los y las 

agentes de cualquier organismo o institución pública que tenga por finalidad retrasar, obstaculizar o impedir 

el acceso a las políticas públicas y al ejercicio de los derechos previstos en esta ley. 

i) Violencia de género de segundo orden: Violencia ejercida por el agresor, tanto física como psicológica, a 

través de represalias, humillaciones, hostigamiento, amenazas y persecución ejercida contra las personas que 

apoyan a la víctima de violencia de género o hacia las personas que intervienen en una agresión: familiares, 

amistades o personas anónimas, así como los y las profesionales. 

j) Violencia digital o ciberviolencia: Toda conducta o acto violento contra las mujeres llevado a cabo a través 

de las tecnologías de la información y la comunicación. 

2. A efectos de lo previsto en la presente ley, tendrán la consideración de actos de violencia de género, entre 

otras, las siguientes manifestaciones sin que ello suponga una limitación de la definición de violencia de 

género contemplada en el artículo anterior: 

a) La violencia ejercida por la pareja o expareja contra una mujer por el hombre que sea o haya sido su cónyuge 

o con el que mantenga o haya mantenido relaciones de afectividad, con o sin convivencia, cualquiera que sea 

el entorno en el que se produzca. 

b) El feminicidio, entendido como el homicidio o asesinato de la mujer por el hecho de serlo o que afecte a las 

mujeres como colectivo de manera desproporcionada, motivado por una discriminación basada en el género. 

Se incluirán los homicidios o asesinatos cometidos en el ámbito de la pareja o expareja, así como otros 

crímenes que revelan que la base de la violencia es la discriminación por motivos de género, entendiendo por 

tal el infanticidio de niñas por estos motivos, el homicidio o asesinato vinculado a la violencia sexual y el 

homicidio o asesinato en el ámbito de la prostitución y la trata. 

c) Las violencias sexuales, entendiendo como tales los actos contra la libertad sexual, entre los que se 

encuentran las agresiones y abusos sexuales realizados contra las mujeres mediante la utilización del sexo 

como arma de poder o forma de coacción sobre aquellas, cualquiera que sea el ámbito en el que se produzcan. 

d) El acoso sexual, entendiendo por tal los comportamientos de tipo verbal, no verbal o físico de índole sexual 

realizados por el hombre contra las mujeres y niñas, que tengan como objeto o produzcan el efecto de atentar 
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contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo, cualquiera que 

sea el ámbito en el que se produzca, incluido el laboral. 

e) El acoso por razón de sexo o la violencia en el ámbito laboral o funcionarial referidos a comportamientos 

que tengan como causa o estén vinculados con su condición de mujer y tengan como propósito o produzcan 

el efecto de atentar contra la dignidad de las mujeres y crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, 

humillante u ofensivo, cualquiera que sea el ámbito en el que se produzca. 

f) La violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y niñas, entendida como 

actuaciones que restrinjan el libre ejercicio de su derecho a la salud sexual o reproductiva, que nieguen su 

libertad de disfrutar de una vida sexual plena y sin riesgos para su salud, el derecho a decidir, el derecho a 

ejercer su maternidad y el derecho a no sufrir esterilizaciones forzadas. 

g) La trata de mujeres y niñas, conceptuada como la captación, transporte, traslado, acogimiento o recepción 

de mujeres, incluido el intercambio o la transferencia de control sobre estas personas, por medio de amenazas 

o uso de la fuerza u otras formas de coacción, el rapto, el fraude, el engaño, el abuso de poder, abuso de una 

situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o mediante 

la entrega o recepción de pagos o beneficios con la finalidad de explotación sexual, laboral, matrimonio servil 

y cualquier otra que pudiera estar relacionada con esta tipología de vulneración de los derechos humanos. Del 

mismo modo se considerarán, la trata de personas menores o personas con discapacidad como consecuencia 

de la violencia vicaria. 

h) La explotación sexual de mujeres y niñas, incluido el ejercicio de la prostitución, la servidumbre sexual u 

otros tipos de servicios sexuales, actos pornográficos o la producción de material pornográfico en los términos 

y condiciones previstos en la normativa vigente. 

i) La mutilación genital femenina, entendida como conjunto de prácticas que suponen la extirpación total o 

parcial de los genitales externos femeninos o producen lesiones en los mismos por motivos no médicos ni 

terapéuticos, sino, generalmente, culturales, aunque exista consentimiento expreso o tácito de la mujer, 

adolescente o niña. 

j) El matrimonio infantil precoz y forzado y el matrimonio forzado, entendido como un matrimonio en el que 

no haya existido un consentimiento libre y pleno de la mujer para su celebración. 

k) Las violencias originadas por la aplicación de tradiciones culturales que atenten contra los derechos de las 

mujeres y niñas, tales como crímenes por honor, crímenes por la dote, ejecuciones extrajudiciales, ejecuciones 

o castigos por adulterio o violaciones por honor, pruebas de virginidad o cualesquiera otras prácticas 

culturales atentatorias contra la dignidad o intimidad de las mujeres y niñas. 

l) La violencia sobre mujeres y niñas, derivada de conflictos armados, incluyendo todas las formas de violencia 

posible: asesinato, violación, embarazo forzado, aborto forzado o esterilización forzosa, entre otras. 

m) La ciberviolencia contra las mujeres y niñas, entendiendo por tal cualquier forma de violencia de género en 

la que se utilizan las redes sociales y las tecnologías de la información como medio para ejercer daño o 

dominio, como ciberacoso, ciberamenazas, ciberdifamación, la pornografía no consentida, los insultos y el 

acoso por motivos de género, la extorsión sexual, la difusión de imágenes o vídeos de la víctima, o las 

amenazas de violación y de muerte. 

n) La violencia vicaria, ejercida sobre los hijos e hijas, así como sobre las personas contempladas en los párrafos 

b y c) del artículo 6.1, que incluye toda conducta ejercida por el agresor que sea utilizada como instrumento 

para dañar a la mujer. 
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ñ) La violencia que se ejerce a través de medios de comunicación o publicidad, que fomente o incentive la 

discriminación por razón de sexo o utilice la imagen de las mujeres y niñas con carácter vejatorio o 

discriminatorio o incorporando mensajes que la promuevan. 

o) La violencia patrimonial, entendida como cualquier hecho o supresión que, con ilegitimidad, implique daño 

al patrimonio económico de la víctima. Se manifiesta a través de la pérdida, sustracción, transformación, 

ocultamiento, destrucción o retención de bienes, instrumentos de trabajo, documentos o recursos 

económicos destinados a la satisfacción de sus necesidades. 

p) Cualquier otra forma de violencia contra las mujeres y niñas que lesione o sea susceptible de lesionar la 

dignidad, la integridad o la libertad de las víctimas comprendidas en el objeto y ámbito de aplicación de la 

presente ley. 

 

Artículo 6. Concepto de víctima de violencia de género y acreditación. 

1. A efectos de la presente ley, se considerarán víctimas de violencia de género y tendrán reconocidos los 

derechos de esta norma sin necesidad de interposición de denuncia, las personas a las que se refiere el artículo 

3.1 que sufran algún acto de violencia de género descrito en el artículo 5.2, jurídicamente individualizable. 

a) La mujer que, por el hecho de serlo que pueda sufrir un daño o perjuicio sobre su persona. A estos efectos, 

el término «mujer» incluye a las menores de edad que puedan sufrir violencia de género. 

b) Las hijas e hijos a su cargo convivientes, y que sufran la situación de violencia a la que está sometida la 

madre. 

c) Otras personas mayores, personas con discapacidad o en situación de dependencia que estén sujetas a 

guarda o curatela de la mujer víctima de violencia de género y personas convivientes dependientes o a su 

cargo, que sean víctimas de dicha situación y que convivan en el entorno violento. 

2. En los supuestos en los que se exija la acreditación de la situación de violencia de género para el 

reconocimiento de los derechos regulados en la presente ley, esta acreditación se realizará, según lo 

establecido para cada caso, a través de los siguientes medios: 

a) Certificado acreditativo dictado por cualquiera de las direcciones generales con competencias en servicios 

de atención específica en materia de violencia sobre la mujer. 

b) Sentencia condenatoria por un delito de violencia de género, orden de protección o cualquier otra 

resolución judicial que acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o informe del ministerio fiscal de 

cuyo contenido se desprenda que existen indicios de violencia de género. 

c) Atestado de la autoridad policial que acredite la existencia de indicios razonables sobre la condición de 

víctima. 

d) Cualquier otro que venga establecido por norma de rango legal o pueda establecerse por el Gobierno y las 

comunidades autónomas en el marco de la Conferencia Sectorial de Igualdad. 

3. Para la obtención del certificado acreditativo previsto en el apartado 2.a) de este artículo será 

imprescindible informe elaborado por profesionales de los servicios públicos de atención especializada, 

servicios sociales o sanitarios que estuvieran atendiendo a la mujer. El procedimiento para hacer efectivo lo 

establecido en el apartado anterior se determinará según el protocolo o protocolos aprobados por el 

Observatorio sobre Violencia de Género de La Rioja, que será de carácter obligatorio, de conformidad con el 

artículo 25 de la presente ley. 
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4. El equipo de profesionales que intervenga en el proceso de acreditación deberá tener formación 

especializada en la materia. 

 

Artículo 7. Supervivientes. 

Se considera supervivientes a las víctimas de violencia de género que han emprendido un proceso de 

recuperación a fin de superar el proceso de violencia sufrido. 

 

TÍTULO II PREVENCIÓN, FORMACIÓN Y SENSIBILIZACIÓN 

 

Artículo 8. Objetivo y ámbito de las medidas de prevención. 

1. Las medidas de prevención irán encaminadas a promover cambios en los comportamientos socioculturales 

con vistas a erradicar los prejuicios, costumbres, tradiciones, roles sexistas y cualquier otra práctica basada en 

la idea de la inferioridad de las mujeres, o en un papel estereotipado de las mujeres y los hombres, así como a 

lograr el empoderamiento de las mujeres desde niñas, a través de la educación formal y no formal. 

2. Para ello, se adoptarán medidas de prevención en el ámbito educativo y cultural, medidas de sensibilización 

y de información a las mujeres y a los hombres, de acuerdo con lo previsto en la normativa básica estatal en 

materia de violencia de género y en la normativa básica en materia educativa. 

3. De manera específica se fomentarán nuevas masculinidades igualitarias, respetuosas con las mujeres y que 

asuman el reparto equitativo en las tareas de cuidado. Especialmente en la juventud se fomentarán modelos 

que eviten la masculinidad basada en la disciplina física y emocional y en las culturas del riesgo y la violencia 

que promueven las conductas antisociales. 

4. Desde los diferentes departamentos del Gobierno de La Rioja se impulsarán medidas que fomenten la 

igualdad y prevención de la violencia de género de manera transversal en el conjunto de sus actuaciones. 

5. Para el diseño y desarrollo de las medidas de prevención, formación y sensibilización en el ámbito 

educativo, cultural, informativo o comunicativo que se recogen en este título se colaborará, de modo 

interdisciplinar, con las distintas y los distintos profesionales que trabajan en el ámbito de la violencia de 

género. 

 

Artículo 9. Medidas de prevención en el ámbito educativo. 

1. Con la finalidad de prevenir la violencia de género, la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 

dentro de sus competencias: 

a) Integrará en los currículos de los distintos niveles educativos los contenidos pertinentes para lograr la 

formación en el respeto a los derechos humanos y en la igualdad entre mujeres y hombres. 

b) Promoverá la igual valoración de la experiencia, las aptitudes y la aportación social y cultural de las mujeres 

y de los hombres, sin estereotipos ni actitudes discriminatorias. 

c) Desarrollará medidas educativas que contrarresten los estereotipos sobre los que se construyen las 

relaciones entre mujeres y hombres basadas en la sumisión, el control y la violencia. 
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d) Elaborará protocolos para identificar y dar respuesta a la violencia contra las mujeres entre adolescentes y 

jóvenes en el medio educativo, especialmente a través del uso de las nuevas tecnologías y los medios 

audiovisuales. 

e) Desarrollará la asignatura de educación afectivo-sexual y prevención de la violencia de género en todos los 

niveles educativos y diseñará un plan de coeducación de desarrollo obligatorio en cada centro. 

2. La Administración educativa garantizará, a través de la financiación oportuna y el apoyo al profesorado de 

todos los centros educativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja en los que se desarrollen, las medidas 

descritas en este artículo. 

 

Artículo 10. Coeducación. 

1. La Inspección Técnica Educativa del Gobierno de La Rioja velará por la implementación de los principios de 

coeducación y prevención de la violencia de género, así como por la impartición de la asignatura mencionada 

en el párrafo e) del artículo 9.1, con supervisión de libros de texto y material educativo, así como del deber de 

diligencia en la detección de violencias de género, incluidas las sufridas por menores por razón de su identidad 

y diversidad afectivo-sexual. 

2. Con el mismo fin se revisarán los materiales educativos reglados y no reglados para garantizar la exclusión 

de contenidos e imágenes estereotipadas que puedan fomentar la violencia contra las mujeres o que 

contengan referencias o ideas que potencien la desigualdad entre mujeres y hombres. 

3. El Gobierno de La Rioja, a través de la consejería competente en materia de educación, promoverá los 

valores de igualdad, respeto y tolerancia en el marco de la tutoría y orientación del alumnado, tanto a través 

de la función docente como por medio de los servicios especializados. Tendrá particular consideración el 

desarrollo de la autoestima en el alumnado, así como de la capacidad de iniciativa, la sensibilidad, la empatía 

y la afectividad en alumnas y en alumnos. 

4. Cuando se detecten casos de alumnas de centros educativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja que 

sean víctimas de cualquier situación de violencia regulada por esta ley, la consejería competente en materia 

de educación podrá intervenir y adoptar las medidas oportunas y comunicará a los servicios sociales esta 

circunstancia. Asimismo, deberá informar de inmediato y por escrito del catálogo de derechos, servicios de 

atención específica y otros recursos previstos en esta norma a la víctima y, en su caso, a su familia si, en 

atención al tipo de violencia ejercida, resultase necesario. 

 

Artículo 11. Formación del profesorado y del personal socioeducativo no docente. 

El Gobierno de La Rioja garantizará que el personal que forma las plantillas de los centros educativos y que 

tiene contacto directo y trabaja con el alumnado cuente con formación específica y permanente, relativa al 

sistema sexo/género y construcción cultural de la desigualdad y la violencia de género, así como de las 

consecuencias de esta violencia en la infancia y adolescencia, incluidos los micromachismos, integrando 

igualmente tales contenidos en los procesos de acceso a la labor docente y a la inspección educativa, y 

potenciando la función de los centros educativos y el personal a su servicio en el conocimiento de las causas 

que desencadenan la violencia de género, la detección precoz y denuncia de las violencias de género de 

conformidad con la legislación aplicable sobre protección de menores. 

El profesorado nombrado para ejercer las funciones de igualdad en los consejos escolares debe tener, de 

forma obligatoria, una formación especializada en igualdad y violencia de género. 
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Artículo 12. Currículos educativos. 

1. La consejería competente en materia de educación garantizará que los contenidos y procedimientos que 

conforman el currículo educativo de todos los niveles educativos promuevan la igualdad entre mujeres y 

hombres y el respeto de los derechos humanos. 

2. Asimismo, supervisará a través del servicio de inspección educativa que los materiales educativos y libros 

de texto promuevan la igualdad entre mujeres y hombres y el respeto de los derechos humanos. 

3. La consejería competente en materia de educación desarrollará y difundirá proyectos y materiales 

didácticos actualizados, dirigidos a todos los niveles educativos, que contengan pautas de conducta que 

transmitan la prevención de la discriminación, la superación de prácticas y comportamientos sexistas, y 

modelos de masculinidad no violenta y de relaciones personales y afectivas libres, igualitarias y no violentas. 

 

Artículo 13. Planes educativos. 

1. El Gobierno de La Rioja llevará a cabo un asesoramiento específico sobre igualdad y no discriminación por 

razón de sexo en materia de educación, que sirva de soporte tanto a la labor orientadora de los centros 

educativos como a los centros de apoyo al profesorado. 

2. Los planes de acción tutorial de todos los niveles educativos incluirán apartados específicos destinados a 

reflexionar sobre los modelos femenino y masculino, las causas de la existencia de la violencia contra las 

mujeres, así como una orientación de estudios y profesiones basada en las aptitudes y capacidades de las 

personas y no en la pertenencia a uno u otro sexo. 

3. La consejería competente en materia de educación promoverá la elaboración de proyectos específicos en 

los centros educativos que garanticen y fomenten las actitudes, valores y capacidades que contribuyan a un 

auténtico desarrollo integral de las personas. 

4. Los proyectos elaborados por los centros educativos integrarán pautas de conducta que fomenten el 

desarrollo de actitudes de respeto al cuerpo de todas las personas, autoestima, seguridad personal, 

capacitación para la práctica de relaciones humanas basadas en el respeto, la no violencia y la educación para 

la igualdad entre mujeres y hombres. A este fin, podrán contar con el asesoramiento de la consejería 

competente en materia de educación. 

5. En las normas internas de los centros educativos deberán explicitarse las normas de convivencia basadas 

en el respeto, la igualdad, la superación de comportamientos sexistas, la erradicación de toda violencia como 

fórmula de relación humana y, por lo tanto, en el rechazo total a los comportamientos de violencia sexual. 

También deberán explicitarse las medidas de corrección o sanción adecuadas para esos comportamientos. 

6. La Inspección Técnica Educativa del Gobierno de La Rioja velará por el cumplimiento y aplicación de las 

obligaciones dispuestas en esta ley destinadas a fomentar la igualdad real entre mujeres y hombres, en los 

términos dispuestos en su normativa reguladora. 

 

Artículo 14. Informe del Consejo Escolar de La Rioja. 

El Consejo Escolar de La Rioja incluirá, en su informe anual sobre el sistema educativo riojano, información 

sobre el desarrollo de las medidas contempladas en el ámbito educativo por la presente ley, sin perjuicio de 

la información que, de forma específica, pueda divulgar. 
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Artículo 15. Escolarización en caso de violencia de género. 

El Gobierno de La Rioja, a través de la consejería competente en materia de educación, garantizará la 

escolarización inmediata de hijos e hijas, menores a su cargo y víctimas adolescentes, que se vean afectados o 

afectadas por un cambio de residencia como consecuencia de la violencia de género, asegurando en todo 

momento la confidencialidad de su situación y no siendo obligatorio el empadronamiento, para la 

escolarización urgente. 

El departamento competente en materia de educación facilitará que los centros educativos presten una 

atención especial a dicho alumnado, en el caso de que se presentará esta situación en la convivencia del 

centro. 

 

Artículo 16. Formación en las universidades. 

1. El Gobierno de La Rioja, en el ámbito de sus competencias, y respetando la autonomía universitaria, 

promoverá que en la totalidad de los estudios conducentes a la obtención de títulos universitarios de 

disciplinas que habiliten para el ejercicio de profesiones que tengan relación con la violencia de género, en 

cualquiera de sus formas o manifestaciones, se incorporen contenidos relacionados con la comprensión de 

esta violencia, dirigidos a la capacitación para la prevención, detección precoz, intervención y apoyo a las 

mujeres víctimas. Además, el profesorado que imparta estos contenidos deberá tener formación suficiente y 

acreditada en violencia de género. 

2. Las universidades de La Rioja, dentro de su autonomía universitaria, impulsarán la especialización de 

posgrado en igualdad y prevención, detección, intervención, apoyo y recuperación de las mujeres y menores 

víctimas de violencia de género. Igualmente, se promoverá la investigación, tanto en materia de violencia 

como de igualdad de género, como medio de contribuir a la erradicación de la violencia machista, así como de 

que el profesorado que imparta estos contenidos tenga formación suficiente y acreditada en violencia de 

género. 

 

Artículo 17. Formación de personal de las Administraciones públicas. 

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja, a través de la consejería competente y las entidades que integran la 

Administración local de La Rioja, diseñará e impartirá programas formativos dirigidos al personal que, por 

razón de su función, tenga relación con la materia, que serán impartidos por profesionales con formación 

suficiente y acreditada en violencia de género. Los programas formativos combinarán la formación específica 

y especializada para cada profesión y la formación común, interdisciplinar, para favorecer la actuación 

coordinada de la totalidad de las y los profesionales en la ejecución de los planes y protocolos en el ámbito de 

la violencia de género. 

2. El Gobierno de La Rioja promoverá, a través de los oportunos mecanismos de colaboración, formación 

especializada con entidades de reconocido prestigio de ámbito técnico y científico, en especial, de las áreas 

jurídica, sanitaria, policial y docente. Asimismo, velará por que estos procesos formativos resulten óptimos y 

eficientes, incluyan indicadores de calidad y satisfacción entre el alumnado, y sean realizados teniendo en 

cuenta la perspectiva de género. 

3. La formación especializada en los colegios profesionales y en las entidades de ámbito científico se realizará 

a través de los convenios a los que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, con los entes públicos y privados cuyos fines estén relacionados con el objeto de la presente ley. 
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Artículo 18. Formación en el ámbito de los servicios sociales y de otros profesionales. 

1. El Gobierno de La Rioja garantizará la formación específica en materia de violencia de género a las personas 

profesionales del Sistema Público de Servicios Sociales de La Rioja, así como el impulso a la investigación y 

divulgación de los resultados obtenidos. 

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja promoverá la formación específica en materia de 

violencia de género y de atención a la infancia de aquellas personas cuya actuación profesional se dirija a las 

personas menores de edad en situación de riesgo o desprotección social y a su ámbito familiar, así como a 

aquellas que trabajen con autores o con víctimas de actos de violencia de género. En dicha formación se tendrá 

en consideración la diversidad de las víctimas, particularmente las que se encuentren en especial situación de 

vulnerabilidad. 

3. Asimismo, se promoverá formación especializada en materia de violencia de género cualquiera que sea el 

ámbito profesional de que se trate. A tales efectos, la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 

mediante acuerdos con las organizaciones empresariales y organizaciones sindicales, impulsará la inclusión, 

en sus planes de formación destinados al personal de dirección y de los trabajadores y trabajadoras, y 

principalmente de quienes negocien convenios colectivos y planes de igualdad en las empresas, de la materia 

correspondiente a la prevención y tratamiento de la violencia de género, con especial atención al acoso 

laboral por razón de género. 

4. Específicamente, se potenciará la programación de acciones formativas relacionadas con la sensibilización 

en la igualdad de género y la prevención de la violencia en el ámbito de la formación profesional para el 

empleo, tanto destinada a personas ocupadas como a desempleadas. 

5. El Gobierno de La Rioja impulsará acciones formativas a los miembros de las Policías Locales de La Rioja con 

objeto de sensibilizarles y dotarles de herramientas eficaces que redunden en la detección, protección y 

seguimiento de las mujeres víctimas de violencia de género. 

 

Artículo 19. Formación de calidad. 

1. Los poderes públicos promoverán y velarán a fin de garantizar la calidad en la formación, que deberá ser 

impartida por personas y colectivos expertos y con acreditado conocimiento en género e igualdad que por su 

trayectoria y capacitación garanticen la incorporación de la perspectiva de género. 

2. En especial, impartirán formación permanente y especializada, con carácter obligatorio, al personal 

responsable de la atención a las víctimas de la violencia de género. 

 

Artículo 20. Campañas de sensibilización. 

1. El Gobierno de La Rioja realizará periódicamente campañas institucionales de sensibilización dirigidas a toda 

la sociedad para promover el rechazo hacia toda manifestación de violencia de género, prevenirla y avanzar 

en su eliminación, así como la consecución de la efectiva igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 

Se realizarán también campañas dirigidas a los hombres con objeto de sensibilizar sobre masculinidades 

igualitarias. 

2. Las actuaciones de sensibilización tendrán como objetivo modificar los prejuicios, modelos y conductas con 

relación a las mujeres y a la violencia de género, mostrando su multidimensionalidad y enmarcándola en la 

desigual distribución de poder entre mujeres y hombres. 
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3. Se tendrán en cuenta las especiales condiciones de las mujeres residentes en el medio rural, con 

discapacidad, de minorías étnicas, las características de la población joven y adolescente, que constituirán el 

sector de población prioritario, y el desarrollo de las masculinidades alternativas. 

4. La evaluación de las campañas institucionales de sensibilización se realizará conforme a lo establecido en 

los artículos 70.1, 71.3 y 75 de la presente ley. 

 

Artículo 21. Campañas de información. 

1. Los poderes públicos realizarán campañas y acciones informativas con el fin de que las mujeres, 

especialmente mujeres del medio rural, jóvenes, migrantes, de etnia gitana, con discapacidad, en situación de 

exclusión, y, en general, para todos aquellos colectivos de mujeres especialmente vulnerables o de ámbitos 

donde el nivel de desprotección pueda ser mayor, entre ellos el ámbito laboral, dispongan de la información 

suficiente sobre los derechos que les asisten y los recursos existentes. 

2. Las actuaciones de información tendrán por objeto dar a conocer de forma veraz y accesible: 

a) Los derechos de las mujeres que sufren situaciones de violencia de género descritas en la presente ley y 

resto de legislación aplicable o que se hallan en riesgo de sufrirlas, así como los medios de identificación de 

dichas situaciones. 

b) Los deberes de la ciudadanía, del personal al servicio de las Administraciones públicas y de agentes sociales 

ante el conocimiento o riesgo de concurrencia de situaciones de violencia en los ámbitos familiar, laboral, 

educativo, vecinal y social. 

c) Los servicios disponibles de asistencia, recuperación y reparación existentes. 

3. La evaluación de las campañas y acciones informativas se realizará conforme a lo establecido en los artículos 

70.1, 71.3 y 75 de la presente ley. 

 

Artículo 22. Medidas en el ámbito de los medios de comunicación. 

1. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja velará por que los medios de comunicación no 

emitan en su programación imágenes o contenidos vejatorios relacionados con la imagen de las mujeres, o 

que abunden en los estereotipos y prejuicios que conforman el contexto de la violencia contra las mujeres, de 

acuerdo con lo previsto en la normativa básica de aplicación. Los medios de comunicación de titularidad 

privada que puedan ser financiados directa o indirectamente con fondos públicos o en los que la 

Administración contrate espacios o publicidad deberán cumplir con estas obligaciones, reservándose la 

Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja el ejercicio de cuantas acciones sea necesarias para 

garantizar el cumplimiento de esta obligación. 

2. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja elaborará, en colaboración con el Colegio 

Profesional de Periodistas de La Rioja, protocolos específicos de obligado cumplimiento para garantizar un 

adecuado tratamiento de los contenidos relacionados con las manifestaciones de la violencia contra las 

mujeres que refuercen el rechazo social a la misma, siempre en el respeto de la libertad de expresión y su 

independencia. 

 

Artículo 23. Medidas en el ámbito de la publicidad. 

1. En los medios de comunicación social que actúen en el ámbito de la Comunidad Autónoma de La Rioja se 

evitará la realización y difusión de contenidos y anuncios publicitarios que mediante su tratamiento o puesta 
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en escena justifiquen, banalicen o inciten a la violencia contra las mujeres, o en los que se contengan, expresa 

o tácitamente, mensajes que atenten contra la dignidad de las mujeres, de acuerdo con lo previsto en la 

regulación básica estatal. 

2. El Gobierno de La Rioja podrá ejercer ante los tribunales la acción de cesación de la publicidad ilícita por 

utilizar de forma vejatoria o discriminatoria la imagen de las mujeres, en los términos previstos en la legislación 

básica estatal. 

3. El Gobierno de La Rioja impulsará acciones de publicidad específicas para la prevención y erradicación de la 

violencia de género. Asimismo, realizará de forma continuada, además de las que se efectúen en fechas 

conmemorativas, campañas contra la violencia de género, incorporando mensajes destinados a la 

sensibilización de la ciudadanía contra los diferentes tipos de violencia, así como a su prevención, el deber de 

la denuncia, el rechazo social, los mecanismos de salida de la situación de violencia y de superación de esta. 

Adicionalmente, se realizarán campañas específicas contra la violencia de género en fechas conmemorativas, 

entre otras: 6 de febrero, Día Internacional de Tolerancia Cero con la Mutilación Genital Femenina; 23 de 

septiembre, Día Internacional contra la Explotación Sexual y la Trata de Personas; y 25 de noviembre, Día 

Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer. 
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